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INTRODUCCION 

En la práctica cotidiana de todo abogado postulante nos encontramos 
frente a practicas jurídicas desleales en el ejercicio de la profesión, que no 
tiene otro fin que el de retardar el procedimiento (las llamadas chicanas) o 
inducir el procedimiento asía un lado u otro; con la finalidad de evitar las 
secuencias procésalcs, aunado a esto nos encontramos con una legislación 
flexible en la que permite un mal manejo de la prueba pericial, al dejar al 
arbitrio de las partes la designación del perito que considere pertinente, el cual 
debe de cumplir con los conocimientos y requisitos que sciiala la misma ley. 

Efectivamente, resulta casi cxlraonlinnrio, encontrar un dictamen 
pericial contrario n los intereses de In parle que dcsignn al perito en cuestión, 
lo cunl obedece n que los peritos, a cambio de favores de la pnrtc que los 
conlraln, sin el mayor miramiento ni ética, rinden el dictnmcn a favor de su 
cliente, sin tomnr en consideración In verdad legal que se busca, ocasionando 
con ello un detrimento en la impartición de justicia, por no cumplir en fonna 
eficaz la función de auxiliares del Juzgador. 

La presente investigación, tiene por objeto en princ1p10, mostrar los 
vicios que se presentan en la realidad práctica, al desahogarse la prueba 
pericial en los procesos civiles del orden común en el Distrito Federal, que 
provocan la parcinlidad de los peritos designados por las partes, al inclinarse 
en la gran mayoría de los casos a favorecer a la parte que los designa. 

Ahora bien, en nuestro concepto existe una forma de lograr 
cambiar la anómala situación a la que nos referimos con antelación; esto a 
trnvés de la creación de nornias más rigurosas e imparciales que regulen el 
desarrollo de In prueba pericial, y que convicr1an la designación de los peritos 
en un acto confidencial a cargo del .Juzgador, con lo cual se conseguiría que la 
parte para In cual haya de rendir su dictamen el perito correspondiente, 
desconozca el nombre de dicho auxiliar, hnsla que dicho perito rinda su 
diclnmen, con lo cunl sin duda se lograría que las partes no tengan fonna de 
influenciar y contmninnr a los citados auxiliares de justicia, y por ende, estos 
pucdnn actuar en forma imparcial, rindiendo sus dict;ímencs sin tener interés 
alguno, lo que sin duda contribuiría a mejorar In impartición de justicia. 
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"CÍUTICA AL OFRECIMIENTO Y DESAHOGO DE LA PRUEBA PERICIAL 
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éstas de notable importancia para el sentido que pretende este trabajo; ya que 
en el paso evolutivo de estos podremos encontrar similitudes con el sentido 
evolutivo de la prueba pericial. 

1.2- ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL 

/~TOCA l'J?HH/Sl'ÁNICA 

Los aztecas se regían rrnis que nada por el derecho consuetudinario (la 
costumbre); los írnicos encargados de la aplicación de la justicia eran los 
jueces o El tlatoani y sus conocimientos los transmitían de generación en 
generación. También se tenia un control estricto de la aplicación de la justicia, 
sobre tocio el que se encontraba en los códices y se aplicaba sobre todo en la 
materia perml. 

En estos códices hacían rclCrcncia a la mayoría de los actos ele justicia 
que le eran aplicados a los delincuentes. tales como: Ladrones y Adirlteros; así 
como a las penas a las que eran sometidos. En materia criminal, a cada delito 
le correspondía un castigo previamente establecido, dictado por tribunales que 
funcionaban con anterioridad al hecho. 

Se podría considerar que los jueces o El tlatoani al castigar algírn delito 
o al fallar algún negocio, generaban una especie de Jurisprudencia, la cual se 
ocupaba como punto de referencia para castigar casos similares o corroborar 
los elementos del castigo pma la valorar los futuros ilicitos. Esto iba 
convirtiendo al tlatoani en un versado o pnictico conocedor de la materia legal 
del pueblo. 

Por otra parte y en el sentido de proporcionar antecedentes lógicos­
históricos de la pnreba que se estudia en el presente trabajo, es necesario 
dirigirnos a la materia mercantil de los aztecas, el cual se llevaba en fonna de 
trueque (cambio) y que en la nmyoria de los casos resultaba ventajoso para 
alguna parte. Esto limcionaba haciendo un comparativo entre las mercancías 
que se intercambiaban; es de suponerse que para ello se fungía en base a la 
necesidad del individuo. así como de la utilidad que para ello representaba y 
no así en base al valor real de las cosas que se trocaban o en su caso 
atendiendo al valor intrínseco de las cosas, puesto que en aquel entonces no 
existía un valor real, ni tampoco personas que determinaran o regularan el 
comercio. Por este motivo se dio el antecedente de la creación de la moneda, 
siendo este el intercambio mercantil a través del cacao. 
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¡;¡mea colo11ial 

A raíz de la conquista, se implantó en México Tcnochtitlan un sistema 
de justicia netamente cspaiiol, el cual vino a suplantar de manera delinitiva el 
sistema de impartición de justicia de los aztecas y los pueblos conquistados; 
en las villas y ciudades espaiiolas la justicia se hallaba en manos de alcaldes y 
corregidores, en tanto que de los pueblos de indios los asuntos judiciales eran 
resueltos por gobernadores o cabildos indígenas. 

Durante la colonia se expidieron diversos ordenamientos de carácter 
Judicial, en materia civil y penal (criminal), para la solución a los conílictos 
de indios; así, las leyes de indias fueron suplementarias ele la vieja legislación 
castellana. 

Cuando un conílicto no se podía solucionar por medio de leyes que la 
Corona había expedido para regir en el virreinato, se aplicaban las 
disposiciones contenidas en distintos códigos netamente espaiioles, tales como 
el Fuero Juzgo o el Fuero de Castilla; esta impartición ele justicia se aplicaba 
verbigracia, un olicial cspaiiol, podía sentenciar a un delincuente indígena en 
la nueva Espaiia, basado en la legislación espaiiola, que en muchas ocasiones 
habían siclo expedidos en la península antes del descubrimiento de América. 

En el virreinato, se consideró a la real Audiencia como el máximo 
órgano ele justicia. l~sta se encontraba dividida en dos salas, una de orden 
netamente civil y otra que manejaba los asuntos del orden criminal, y poseían 
autoridad de apelación sobre tocios los casos. Uno de los actos en que más se 
patentizó la autoridad legislativa ele la audiencia fue la fonnación del tribunal 
de la acordada (en 1 71 O), creado para acabar con los salteadores de caminos. 

"En sus inicios, el tribunal ele La Acordada fue ambulante; el juez 
acompaiiado de un escribano, sus comisarios, un sacerdote y el verdugo, se 
presentaba en una población, juzgalm sumariamente a los reos y, si la 
sentencia era de muerte, ésta era ejecutada sin dilación y se dejaba el cuerpo 
del convicto colgado ele un árbol." 1 

Sin olvidar que "La Acordada" fue una especie de santa hennandad 
establecida en México por los aiios 1700, para juzgar a los saltendores; no hay 

1 N11e"'dr11 cnn,liludón. lli\h•riw. 11!! In lihc11.1tl ,. ,.,h ... •rania dd 1'11chl11 M('"h;.1110; ln,.tilul11 N:tdu11.1I tic r ... 1u1lio" lli~t¡,r¡ .... ,.,. 11.- l.i 
Rcn1l11dún Mc,h:.111a, l'i1J? 17. l'ág IMM, f•J•m . 
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que olvidar In inequidnd entre las leyes espnílolas y los usos y costumbres que 
para aquel entonces prevalecían en nuestro país. Por lo que surgía la necesidad 
de aplicar el derecho comparado; verbigracia: aplicaban las mismas penas 
para casos similares y en asuntos con menor similitud se tomaban ciertos 
elementos, nunca olvidando que en sus manos descansaba el poder de quitar la 
vida. 

Durante la Colonia fueron creados otros tribunales que, aunque no 
procedían de In Audiencia, cooperaban en la administración de la justicia. 
Destacaban entre ellos: el Consulado de México, que conocía de los pleitos 
entre comerciantes y sobre mercaderías; el Real Tribunal de Mineria 
constituido por los mineros para la solución de todo lo concerniente a su 
gremio, y los Tribunales Eclesj¡íslicos y Militares, que por su amplia 
jurisdicción hacían confusa la administración de la justicia. 

En el siglo XVIII existían en México, cuando menos otros quince 
Tribunales, con jurisdicción de diversos fueros. 

SIGLOS XIX Y XX 

El antecedente 1rnis reciente del artículo 14 de nuestra Carta Magna, 
dala de la Constitución de Apalzingán, misma que fue sancionada en el aiio de 
1814; la cual planteó en su artículo 28 el primer respaldo legal al mexicano 
respecto de la nplicación de lns leyes. Ade1rnís de que el artículo 31 otorgnba 
la facultad de ser escuchado antes de ser juzgado o se le siguiera alguna cnusa. 

En el acta Constitutiva (primer documento Constitucional). quedó 
prohibido el ejercicio de juicios por comisión especial o el uso de la aplicación 
de las leyes de manera retroactiva. Dicho precepto se repitió en la 
Constitución de 1824, dentro del artículo 148. 

Esta constitución continuó hasta 1836, cuando se promulgó lo que es 
considerado como la primera Cm1a Centralista de México; la que contenía las 
siete leyes (nombre con el que esta Constitución fue conocida), su artículo 
segundo, estableció la imposibilidad de establecer comisiones o tribunales 
especiales para juzgar a los ciudadanos o a los coníliclos que existieran entre 
ellos, así como la irretroaclividad de las leyes. 

En la Republica Mexicana en el aílo de 1843, surge la segunda 
Constitución de carácter centralista, y que conservó dentro de sus artículos 9° 
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y 182 la garantía ofrecida a los ciudadanos; como la de: no alterar los trámites 
de un proceso seiialado por la propia legislación y en caso ele alteración, la 
responsabilidad que por ello recaería en los jueces; entre otras. 

El 18 de mayo de 1847, el Congreso Constituyente con gran inspiración 
liberal y en el que se encontraban hombres de la talla de Benito Juárez, José 
Maria La Fragua, Ignacio Comonfort y Mariano Otero, aprobaron el acta 
Constitutiva y de Refonna, que introdujo una reforma muy importante, el 
artículo 25, en el que por primera vez, en nivel federal, quedó instituido el 
juicio de amparo.2 

Como resultado de la Revolución de Ayutla, se presentó un nuevo 
proyecto de Constitución Política, en el aiio de 1859, en el que se contempló 
dentro de las garantías, lo referente a la irretroactividad de las leyes, a la 
imposibilidad de despojar de sus propiedades a ningún individuo, ni 
desterrarlo, ni proscribirlo, salvo mediante sentencia judicial; seiialó que nadie 
podía ser privado de su libertad, ni de la vida o de sus propiedades, sino en 
virtud de una sentencia dictada por una autoridad competente. Esto se podía 
encontrar básicamente en los artículos 4º, 21 y 23 del proyecto de 
Constitución. 

En los debates del Congreso Constituyente de 1856-1857, se retomó la 
discusión de estos artículos, los cuales se unificaron y dieron creación al 
artículo 14 de la Constitución de 1857. La participación de los congresistas 
file muy amplia y se concluyó de la siguiente manera:·' 

"No se rmdrú e.wedir ninguna lev retroactiva. Nadie puede ser 
juzgado ni sentenciado sino por leves dacias con anterioridad al hecho v 
exactamente a11/icad11.1· a él por el triln111al c(lle previamente hava 
estahlecido la lev " 

La Constitución no fue reformada al respecto, sino hasta 1916, cuando 
Venustiano Carranza dio su Mensaje y Proyecto ele constitución. La cual en la 
sesión ordinaria del 21 de diciembre de 1916, sin discusión se procedió a la 

J Nn~ra c11n"tiludt\11, lli~toriit 1le la lihet1"1l y <ioher:ml:t del l'uchlo Mexh::m••; ln'<liluln Nadonal 1fo F'-lllllio" Jlio¡h;tkn<1 de la 
Rc\·oluci1\n Mc1¡k1mn, l'.11:. 211, rg,IMM, l'J?ll 
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nprohación del artículo 14, nprobndo por unnnimidnd y quedando ele la 
siguiente mnnera:'1 

"Artículo 1./. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en pe1juicio de 
persona alguna. 

Nadie podrá ser pril'Cldo de la vicia, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o clerec:ho.1', sino media/l/e juicio seguido ante los tribunales 
previamente estahlecidos, en el 1¡ue se cumplan las fim11alidades esenciales 
del procedimiento y c:m¡filrme a las leyes expedida.1· con alllerioridad al hecho. 

/in los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple 
analogía y mín por mayoría de ra:::rín, pena alguna que no esté decretada por 
una ley exactamente ap/icahle al cielito ele que se trata. 

/in los juicios ele/ orden civil, la sentencia definitiva deberá ser 
co1¡(<1rme a la letra o a la inte171retacirínjurídica de la ley, y a falta de.ésta .ve 
.fimdar<Í en los principios generales del derecho. " · 

TliXffJ ACTUAi, 

En la actualidad este artículo no ha sufrido rCfÓnnas ·ni :dérógaciones, 
continuado intacto su texto original. 

El articulo 14 Constitucional es uno ele los pilares prin~ipales del Juicio 
ele Amparo. 

l.2. l-.ll/S71C/1I 

La definición del término .Justicia, a lo largo de la existencia de las 
sociedades ha sido ambiguo y controversia!. Las muchas definiciones 
conocidas y pronunciadas por los grandes estudiosos, tanto del derecho 
como de la lengua, han intentado plasmar en los diversos diccionarios la 
definición más exacta y cercana al esplritu mismo de la expresión. 

4 "lllSTOIUA l>E 1.A ~o~STl'llf«IÚN Ul·. l'H7, ·10Mo Ir', Fl:I IX 1 1'1\I ,\\'ll.'INI. C:ONS"l ITl'Cl(1N MEXIC1\NA Mal fl"!:iu:i• 
nr.. (llJIUFUN<l J)l"I. l'.ST·\IH) lff fJI 'EHrTAIHl. l'.i1: <>·I'' 
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El primer antecedente histórico registrado en los anales de la 

humanidad, es el nacimiento de la justicia salomónica, encontraremos 
una similitud en la actitud tomada p~r Salomón en el entendimiento de la 
prueba pericial, ya que este hecho tan conocido fue un detonante para la 
evolución del derecho en todas sus partes; ya que no solo fue el hecho de 
razonar la impartición de la justicia, sino también intervino su calidad de 
sabio que le permitió ver la reacción de las personas. Esto es, que al 
someterse a su voluntad el famoso caso de la nifia que dos mujeres se 
disputaban la maternidad, en base a la observación de la actitud de las 
mismas rue que resolvió este caso. 

Es de considerar que la relatividad de la misma palabra los ha 
obligado a llegar a conclusiones ideológicas; de las cuales plasmaré a 
continuación las que a entender del presente trabajo se aplicarlan más al 
tema a desarrollar: 

La profesora Maria Morineau lduarte, en su libro de Derecho Romano, nos 
dice Ulpiano definió a la iustitia o j11sticia como "la voluntad limte y 
constante de dar a cada quien lo suyo" (iustitia es/ constm1s et perpetua 
vo/1111/ans i11s s1111111 cuic¡ue trihuendi).5 

Una corriente doctrinaria representativa del siglo XVIII en Francia, fue la que 
proclamó los derechos del hombre o derechos humanos, que son considerados 
como inherentes a toda persona humana, y que se encuentran plasmados sobre 
el derecho positivo. De lo anterior podemos comprender que la justicia social 
es una de las más importantes fimciones del Estado. 

".JUSTICIA; Virtud que inclina a dar a cada uno lo que le 
pertenece. /\tributo de Dios por el cual arregla todas las cosas en número, 
peso y medida. Ordinariamente se entiende por la divina disposición con 
que se castiga las culpas. Una de las cuatro virtudes cardinales, que 
consiste en ajustarse a la suprema justicia y voluntad de Dios. Derecho, 
razón, equidad. (Poco usado) Conjunto de todas las virtudes que 
constituye bueno al que las tiene. Lo que debe hacerse según derecho o 
razón. Pena o castigo público." 

5 
MARTA MIJIHNE,\1111>1 fAlflT. /Jr't'•ll·~-fü!!H.i•.~!· hlih1ri1'l ll.ul.1. St·1:11111l:1 l:•lidi111. Mé\ico 1?"2. l'.i¡: 111 
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También tiene su interpretación teológica. 

".JUSTICIA DE DIOS; Para dar a entender que aquello que ocurre 
se considera una manifestación de la justicia de Dios. Imprecación con 
que se da a entender que una cosa es injusta, como pidiendo a Dios que 
la castigue."'' 

. l:lna de las acepciones práctic,as de la p~Iabra justicia se expresa de 
la s1gu1ente manera: . ··.· · · · . · . 

Ofr. erijusticia; Examinar un~juez•o tfibünal losd:scargos o excusas 
del funcionado a quien impllso algtÍna',cofrección:F·:' k · · 

•• ' - . ·-.; ¡' ·, __ :, . .,_,.: ..• ,,_,·:· .• !_-·: . • _..·.,1--·.;·;" ·,- , .. 

' .. :.- ,:'< .· -:··: ·>·._:··:··:<~.:--.;}~;:··. ¡~<-: -.. ~~;··;:-_~,:.'., .. ':'··_,. .. >.'"' ·. 
Pedir en . justicia; ·(Derecho){: Póne(c deínarida ante el juez .. ,:~··· ,-.-::· ._ .-.. '.·.·; -,:- ·--· . ,, __ ;;:->;>~--·. -··· --·· - . . ~ 

competente. -~·::fr ~-:> '.:::::: '~ ;~·:'..·_·¿; •. .f: ·-~- "" -'~- ,'.,., 

< Ponerhorjlisti~ia.'a :1)1Cl;~be·1~a~~llrl•e m1teel juez competente. 
('- ·o.:<' 

Tenerse i.í;Ío 'a''1a~Ji¡stiCiri/Óetenérse y rendirse a ella. 

. . . 1 E11 C:Ls~;1tid~j~iifdic~ de fa palabra, lo que es confonne al derecho 
(jus);'.Ej.: fa.jÚsticia:ile una cmrsa, pedir justicia, administrar justicia, remitirse 
n_ In _il~~ti~i~.?~f:<-~ >i- -.,_.;,:o 

'. ,- • .. ,.' . . 

11. Sirióniri10 dé orgarÍización judicial. EJ.: ministro de justicia, acdóil 
ante fa jt1sticia. 

Administrar justicia; (Dered10) Aplicar las leyes en los juicios 
civiles o criminales y hacer cumplir las sentencias. 

" ldcm 1101:1 5. u1.1: <tl44<• 

' idcrn nota 5. un: (;1446 
"Ídem nola 5. 1>1.E <tl·l·lti 
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Después de haher valorado las definiciones anteriores la pregunta 
conducente es ¿qué fin tiene la justicia en la prueba pericial?. Lo correcto seria 
conocer las acepciones de la prueba ¡1enda/ para poder entrar al comparativo 
de esta pregunta inicial; sin desviar el tema de la Constitucionalidad de la 
prueba y su sentido evolutivo por el derecho mexicano, descartando que una 
cosa no este ligada con la otra en virtud de que la íundamcntación lógica de 
toda ley y precepto contenida en ella emanan de la misma. 

1.3-ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL 

l'/WniCC!ÓN A DHRECHOS /J/ll, INDIVIDUO 

lil'OCA l'Rfül/Sl'ÁNICA 

A pesar del derecho represivo que ejercian los pueblos aztecas, el 
procedimiento judicial civil se realizaba, en lo posible, de manera que no 
daílara la integridad lisica y moral, ni los bienes materiales de los ciudadanos 
que podrían estar implicados. Los conílictos legales se comenzaban con una 
forma de demanda (tetlaitlaniliztli), de la que surgiría un citatorio 
(tenanatiliztli), el cual tenia que ser ordenado o expedido por el juzgador. 

Se encargaba de cumplir esta orden el tequitlatoqui, y se encargaba de 
notificar a las partes en asuntos de carácter civil, mientras en lo criminal era el 
topilli quien se avocaba a la aprehensión del acusado. Bastaba un simple 
rumor para poner en marcha la maquinaria judicial, cuando se trataba de 
asuntos del orden criminal. 

/~º/'OCA COLONIA/, 

En la Nueva Espaíla, se pretendió imponer la organizac10n judicial 
propia de la península, así como los procedimientos para impartir justicia. 
Toda demanda debía ser presentada ante el juez del domicilio del demandado; 
la ley exigía además la narración de los hechos qne motivaban la demanda, la 
descripción de aquello que se pedía. 

Una vez presentada la demanda, se tenía que notificar o citar al acusado 
para que la contestara. Las formas en que se le citaba podían ser verbales, por 
escrito o real. 
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La primera citación era hecha por el Juez en persona o por el escribano, 
para ello se buscaba al acusado en su casa, o dejándole la notificación de la 
citación en su casa; cuando se realizaba una citación por escrito, ésta era por 
medio de edictos y procedía cuando el demandado se ocultaba o carecía de 
domicilio establecido en el cual se le pudiera notificar. La citación real 
consistía en aprehender al demandado si era sospechoso de fuga, o no tenía 
arraigo en el pueblo, y llevarlo al juzgado. 

Los órganos encargados de la impaitición de justicia, en pocas . 
ocasiones podían realizar calcos sin contar con los permisos especiales 
necesarios de esa época; Tal es el caso del juzgado de la Acordada, que 
facultaba a sus agentes para registrar haciendas, ranchos, trapiches, fübrieas de 
azíicar, almacenes y farmacias, así como los domicilios particulares. Este tipo 
de acciones las realizaba La Acordada fundamentalmente para suprimir la 
producción, distribución y consumo de bebidas alcohólicas. 

SIGLOS XIX Y XX 

El Decreto Constitucional para la América Mexicana, fue uno de los 
primeros documentos legales, el cual fue sancionado en Apatzingán el 22 de 
octubre de 1814 y en el cual catalogó de tiránicos y arbitrarios los actos 
ejercidos en contra de un ciudadano en contra de las fonnalidades de la ley, a 
través de sus artículos 28 y 166. Así mismo, puso frenó a la autoridad, para 
que no fuera posible arrestar a ningíin individuo, por más de 48 horas, dentro 
de cuyo ténnino debería remitir al detenido al tribunal competente. 

Se dictó el Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano una 
vez consumada la independencia y proclamado Agustín de lturbide 
emperador, suscrito en 1822. El cual estableció la inviolabilidad del domicilio, 
de la libertad personal y la garantía de que ningíin mexicano podía ser 
apresado o detenido por la acusación de otro, a menos que el quejoso pudiera 
probarlo. El juez dictaminaría si la denuncia ameritaba un proceso, en el caso 
ele que no hubiere sido posible probarlo. 

El sistema federal se adoptó como fomia de gobierno, la instauración de 
la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue 
eonfinnada por el Congreso General Constituyente de 1824. 

La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos en sus 
artículos 11, 150 y 152, dedicó las garantías que hemos venido tratando. Puso 
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freno a las posibles arbitrariedades del Presidente de la República, en lo 
referente a la privación de la libertad de algún individuo, salvaguardo la 
necesidad de que fuera mediante arresto, para que en un ténnino de 48 horas 
pasara a disposición del juez competente; otorgó el derecho de no ser 
detenido, sin existir prueba o indicio de que el acusado había realizado los 
actos que se le imputaban (delinquido); así mismo, restringieron las 
autoridades la posibilidad de registrar las casas, papeles o propiedades de los 
ciudadanos, excluyendo los casos expresamente dispuestos por la ley. 

El cambio de gobierno, de federal a central, en 1836, no alteró en 
esencia, las disposiciones de estas garantías. Las Siete Leyes, en sus puntos 2°, 
18, 4 1, 42, 43 y 44 respaldaron los derechos del individuo en los siguientes 
aspectos: Nadie podía ser aprehendido sino por mandamiento de un juez 
competente, cfCctuada la aprehensión, antes de tres días deberfan de 
presentarse los cargos correspondientes; el presidente estaba imposibilitado de 
privar a algún ciudadano de su libertad; el ciudadano tenía derecho a saber los 
cargos por los que se le acusaba; se autorizaba el uso de la fuerza en caso de 
fuga; seiialaba los puntos para proceder al auto de fonnal prisión y fijaba las 
penas necesarias para reprimir las arbitrariedades de los jueces. 

En el año de 1836, cuando se da el cambio de gobierno de federal a 
central, no se alteró en esencia las garantías consagradas en estas 
disposiciones. 

" ... Las Siete Leyes, en sus puntos 2º, 18, 41, 42, 43 y 44 respaldaron los 
derechos del individuo en los siguientes aspectos: Nadie podfa ser 
aprehendido, sino por mandamiento de un juez competente, efectuada la 
aprehensión, antes de tres días deberían de presentarse los cargos 
correspondientes; el presidente estaba imposibilitado de privar a algún 
ciudadano de su libertad; el ciudadano tenía derecho a saber los cargos por los 
que se le acusaba; se autorizaba el uso de la fuerza en caso de fuga; señalaba 
los puntos para proceder al auto de fonnal prisión y fijaba las penas necesarias 
para reprimir las arbitrariedades de los jucccs.'·'1 

En 1856 se fonnuló un proyecto de Constitución que contemplaba el 
respeto al individuo en casos de aprehensión. Los artfculos dedicados a éste 
tema fücron el 5° y el 27. Los debates estuvieron encabezados por Francisco 

9 Nue'l1r• i.:umtiluciún. lfoltori11 tic la lil>l"r1ml y tmlto:rnnl.1 del l'uchln McKicnno; fn,lituh' N1u.:ioníll de l·'.\IU1!ifl'll flio;tliticn" tic la 
Re\'uluci1\n Mc.,kan.1. l':i•:· ~ J, e lh l'it 
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Zarco, Isidoro Olvcra, José Maria Mata, Ponciano Arriaga y Francisco 
Zenclcjas, entre otros. Después de acaloradas discusiones el artículo que 
integraría el número 16 ele la Constitución Política ele la República Mexicana 
ele 1857, quedó ele la siguiente manera: 

El proyecto ele Constitución de 1856 contemplaba el respeto al 
individuo en casos de aprehensión, y este respeto se consab'l"Ó en los artículos 
'5º y 27 y después de acaloradas discusiones el artículo que integraría el 
número 16 de la Constitución Política de la República Mexicana de 1857, 
quedó ele la siguiente manera: 

"Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de un mandato escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 
En el caso ele delito in fraganti, toda persona puede aprehender al delincuente 
y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a disposición de la autoridad 
inmcdiata."10 

Esta Constitución se vio obstaculizada a la intervención rrancesa en 
México, la cual estableció El Imperio ele Maximiliano de Habsburgo. Éste 
estableció sus propias leyes, conocidas como Estatuto Orgánico Provisional 
del Imperio Mexicano, mismo que fue promulgado en el Palacio de 
Chapultepec en el aiio de 1865. Los artículos 60, 61, y 63 de este estatuto 
estuvieron dedicados a defender a cualquier individuo de los abusos de las 
autoridades en caso de una detención. 
Los debates del Congreso Constituyente de 1916 y 1917 fueron muy largos; 
pero pese a todos los puntos de contradicción, éste artículo fue aprobado, 
quedando ele la siguiente manera: 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reforma la 
de 5 de febrero ele 1857. 

Antecedente~'> del Artfcu/o 

05 de febrero de 1917_1 1 

10 idcm. rAg. $2. 

11 CITA LIURO .. lllSTORIA m~ L.A CONSTrllJCIÚN llE 19107, TCU.lfl 11"', ¡:¡.:1.1x l. p,\f.AVICINI, ('(JNSTl'llll'IÚN 
MEXICANA. lota! ragimu 79íi, OOBIF.RNO tJm. l~STADCl l>EQIJERlff1\lH>, l';\g. C.50. 
Constitución Politicn de los Esl;1dos Unidos Mexicanos. que reforma la de :e; de febrero de IR57. 
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Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud ele mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que .fimde y motil'e la causa legal del procedimiento. 
No podrá librarse ninguna orden de aprehensicín o detencicín, a no ser por la 
autoridad judicial sin que preceda denuncia, acusación o querella de un 
hecho determinado que la ley castigue con pena cmporal, y sin que estén 
apoyadas aquellas por declarac:i<ín, hajo protesta, de persona digna de .fe o 
por otros datos c¡ue haJ.:ml prohahle la res¡w11sahilidad del inculpado, hecha 
excepcitín de los ca.ms ele .flagrante delito en que cualquiera persona puede 
aprehender al delincuente y a sus cómplices, poniéndolos sin demora a 
disposicicín de la autoridacl inmediata. ,<,'olamente en casos urgentes, cuando 
no haya c11 el lugar ninguna m1toricladj11dicial, y tratándose de delitos que se 
persiguen de oficio, podrá la c111toriclacl administrativa, hqjo su más estrecha 
rc.1po11.mhilidad, decretar la cletenci<Í11 ele un acusado, poniéndolo 
inmediatamente a disposici<Ín de la autoridad judicial. En toda orden de 
cateo, que .wílo la a11toridad judicial podrá expedir y que será escrita, se 
e.,·prc·sw«Í el !11gar que ha ele inspeccionarse, la persona o personas que hayan 
ele aprehe11der.1·e y los ol1jetos que se h11scan, a lo que 1ínicamente debe 
limitarse la diligc11cia, lew111tá11dosc al co11cl11irla, una acta circunstanciada, 
en IJ1"ese11c:ia de dos testigos ¡iropuestos por el ocupallle del lugar cateado o 
en .rn ausencia o 11egati1•a, por la autoridad que practique la diligencia. 

La autoridad administrativa podrá practicar 1•i.\'ilas domiciliarias 
1ínica111e111e para cerciorarse de que se han c11111plido los reglamentos 
sa11itario.1· y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles 
i11dispensahle.1· para comprohar que se ha11 acatado las di.lposiciones fl.w.:ales, 
st!ietándose e11 estos casos, a las leyes respecti1•as y a las .formalidades 
prescriptas para lus cateo.1·. 

Tl!~\7'0 ACTUAL: 

A111ecede11tes de Artículo: 

07 de septiemhre ele 1999 
AIJICIONAIJO IJ.0.1·: 3 IJH FBBRBRO /Jll 1983. 
RH/i"ORi\4AnO IJ.0.1-: 3 /JE SHl'Tlli/llBRE IJB 1993. 
AIJICIONAIJO IJ.O.F 3 IJIUUUO !JE 1996. 
RHFORMAIJO D.0.1·: 8 /JE /llARZO IJ/i 1999. 



;f¡ff 

'.:;<;J/¡f¡';!1 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado e11 su per.l'ona, familia, 
domicilio, pape/e.I' o po.l'esiones, .l'ino en virtud de mandamie/1/o escrito de la 
autoridad competente, que jimde y motive Ja causa legal del procedimiento. 

No podrá librarse orden de aprehensión sino por /a autoridad judicial y 
.l'in que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley seflale como 
delito, .l'ancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan 
datos que acrediten el c11e1¡10 del delito y que hagan probable la 
respon.l'abilidad del indiciado. 

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá 
poner al inculpado a disposición del Juez, sin dilación al&:rzma y bajo su más 
estricta res1mnsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por 
la ley penal. 

En lo.1' casos de delito .flagrante, cualquier persona puede detener al 
indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata y 
ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. 

Srílo en ca.l'os urgentes, cuando .l'e Ira/e de delito grave así calificado 
por la ley y ante el riesgo .fimdado de que el indiciado pueda sustraerse a la 
acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad 
judicial por raz1ín de la hora, lugar o circ1mslancia, el Mini.l'lerio Público 
por/reí, hajo .1'11 rc>.l'prmsahilidad, ordenar su detención, jimdando y expresando 
los indicios r¡ue moti1•en su proceder. 

Hn casos de urgencia o flagrancia, el Juez que reciba la consignación 
del detenido deherá inmediatamente rat(ficar la detención o decretar la 
libertad c:on la.1' reservas de ley. 

Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio P1íhlico por más 
de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 
ponér.l'ele a disposición de Ja autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse 
en a11uellos casos que la ley prevea como delincuencia mxanizada. Todo 
ahu.w a lo anteriormente dispuesto .l'erá .l'ancionado por la ley penal. 

lln toda orden de cateo, que .l'ólo la a11/oridadjudicial podrá expedir y 
que será escrita, .l'e expresará el lugar c¡ue ha de ins11eccirmarse, la persmm o 
personas que hayan de aprehenderse y los ohje/o.1' c¡uc se huscan, a Jo c¡ue 
1Í11icamen/e debe limitarse la diligencia, lcl'antcíndosc al concluirla, una acta 
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circ1111sta11ciada, e11 prese11cia de dos testigos propuestos por el ocupante del 
lu1.:ar cateado o e11 s11 ause11cia o 11egatil'a, por la autoridad que practique la 
dilige11cia. 

Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancio11ará 
pe11alme11te rnalquier acto que atente co/l/ra la libertad y privada de las 
mismas. l!.:r:dusivamente la a11toridad judicial federal, a petición de la 
autoridad.federal que faculte la ley o del titular del Ministerio 1'1íhlico de la 
e/l/idad federativa correspondiente, podrá autorizar la inter1•enció11 de 
cualquier co1111111icaci<Í11 prfrada. /'ara ello, la a/l/oridad competente, por 
escrito, deberáfimdar y motivar las causas legales de la solicitud, expresando 
además, el tipo de intervención, los Sl!ietos de la misma y ,\'11 d11ración. La 
autoridad judicial .federal no podrá otorgar estas a11torizaciones cuando se 
trate de materias de carcícter electoral, fiscal, merca/1/i/, civil, laboral o 
administratfro, ni en el caso de las comunicaciones del detenido con s11 
de.fi!llsor. 

Las intervenciones autorizadas se aj11starán a los req11isilos y lfmites 
previstos en las leyes. Los res11/taclos de las intervenciones que no cumplan 
con éstos, carecerán de todo valor probatorio. 

La a11toriclacl administratfra podrá practicar visitas domiciliarias 
rínicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos 
sanitarios y de policía; y e.r:igir la exhibición de los libros y papeles 
indispe11.1·ables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, 
Sl!jetónclose en estos casos, a las leyes respectivas y a la.1· fbrmalidades 
prescriptas para los cateo.1-. 

!.a corre.1prmde11cia que hajo c11hierta circ11/e por las estafetas estará 
lihre de todo registro, y s11 1•iolacirín será penada por la ley. 

l:'n tiempo de paz ningún miemhro del Ejército podró alc¡jarse en casa 
particular contra la voluntad del duelio, ni imponer prestación algu11a. En 
tiempo de guerra los militares podrán exigir al<¡jamicmto, bagajes, alimentos y 
otras prestaciones, en /0.1· términos que establezca la ley marcial 
correspo11diente. 12 

12 llet."tdu ('<'r el •1ue 11e rcfom111 y ntliduna el 1trtlmlo 102 "r:u1alfo 11 de la C1m<tlitucilin rolllic11 de I·~ l~l:ulo111luidn"1l.l1!"k11111''· 
Arth.,1lu l111ko. s~ r~fom1n el JU1knln 1112 npnr1Mlo 11 ti~'·' (.'uu~i1udún l'olllkn ti~''" l·:,t:id•" 1 •ni1lo, Mc,k.1111". 
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El artículo 16 expone los principios jurídicos propios ele tocio régimen 
clemocrútico y engloba gran parte ele los derechos políticos individuales. 

1.3.1-EQUIDAD 

Desde el punto de vista gramatical se entiende: 13 

EQUIDAD; Igualdad ele únimo. Templanza habitual; propens1on a 
dejarse guiar por el sentimiento del deber o de la conciencia, más bien que por 
las prescripciones rigurosas ele la justicia o por el texto tenninante de la ley. 
Justicia natural por oposición a la letra de la ley positiva. Moderación en el 
precio de las cosas o en las condiciones de los contratos. Cualidad que 
consiste en dar a cada uno lo que se merece por sus méritos o condiciones. 
Cualidad que consiste en no favorecer en el trato a uno perjudicando a Otro. 

El punto de vista jurídico da la siguiente acepción: 14 

Equidad (Equité) 

l. Concepción de una justicia fundada en la igualdad ante el derecho 
y el respeto por los derechos de cada cual. 

II. II. P.or oposición al derecho positivo, concepción de una justicia 
que no se inspira en las nonnas de derecho en vigor, y que puede 
aún ser contraria a esas normas. Ej.: juzgar con equidad. 

Así pues podemos entender a la equidad como la justicia aplicada a un 
caso concreto. La cual deberú de requerir los elementos de convicción 
necesarios para la aplicación de tal justicia; esto es asl, que al fundarse el 
derecho en tan noble definición todos los elementos participes del mismo 
deberán llevar consigo el valor intrínseco de su acepción. 

Uno de los temas de mayor similitud lo es el de la Igualdad, la que nos 
dice el Profesor Burgoa, se debe de entender primordialmente en relación a la 
ley. 

l.1 l>icdonntio tic fo 1 t'O~lln F'11aíl11ln. \'Mlm Jurf1lka l'wl"c<lion;1l C11p~·rit~ht llJ'JK., llJ'J'J Cl\~1 lernl . .S. A 1le C. V., TtMlo<i lo<i J> •. m."l·ho" 
Rt''tt\'a1lm1, f)J .E -- •t2í•'J2 

1" ldcm nola 1 J. IHJ2 - •J1M 
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1.3.2-LEGALIDAD 

Desde el punto de vista gramatical se cnticnde: 15 

LEGALIDAD; Calidad de legal. {Filosofía} Confonnidad de una 
acción respecto a la ley. Régimen político estatuido por la ley fundamental del 
Estado. 

El punto de vista jurídico da la siguiente acepción: 16 

LEGALIDAD; Calidad de legal. {Filosofía} Confonnidad de una 
acción respecto a la ley. Régimen político estatuido por la ley fundamental del 
Estado. 

Legalidad; Derivado de legal; ver Legal. Confonnidad con la ley. 17 

Uno de los principios generales del derecho nos precisa que "el 
individuo puede hacer todo aquello que la ley no le prohíba y por el contrario, 
el gobernante solo puede hacer lo que la ley le pcnnite'". 

Así pues el profesor Burgoa nos define a la legalidad diciendo que es el 
acto que "Implica adecuación ele los actos de autoridad a la ley'.<'. De lo que se 
colige que la legalidad será siempre aunada al sistema de justicia y a la estricta 
aplicación de las leyes. 

1.3.3-IGUALDAD 

Desde el punto de vista gramatical se entiende: 1
R 

IGUALDAD; Confonniclad de una cosa con otra en naturaleza, fonna, 
calidad o cantidad. Correspondencia y proporción que resulta de muchas 
partes que uniformemente componen un todo. 

1' ldcm nol:t D. nu: -r.JllK 

1'' Ídem nota 13, 1>1.E-<1lllK 

17 ldcm notn 13. IHJ2 - 1474 

6 JONACIO llURU<>A. D1ccwn1mtJ clelJrrt•,·hoCnm11t11cwne1IG11ramla.• 1•A1ncam Tnccr:t fülid1\11, IMitori1d rorfÚa, Mbicu 19?2, 

r:,~::,:, nola 1 J. T>U: - sr.·n~ 
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El punto de vista jurídico da la siguiente acepción: 

IGUALDAD ANTE LA LEY [tem1. comp.) {Derecho} Principio que 
reconoce a todos los ciudadanos capacidad para los mismos derechos. 
Igualdad de oportunidades. Situación en que los individuos tienen los mismos 
derechos y opciones, no teóricamente, sino de hecho, y en que no se atiende a 
las diferencias sociales. 19 

IGUALDAD IEgalite] Latín aequalitas (de aequalis, i¡,'lial).(Der. públ.). 
Principio según el cual todos los individuos, sin distinción de personas, 
nacimiento, clase. religión o fortuna, tienen la misma vocación jurldica para el 
régimen, cargos y derechos establecidos por la ley. Se distingue: 1 ) la 
igualdad civil, que implica la igualdad ante la ley civil, penal y administrativa, 
y que importa principahnente la igualdad para las cargos públicos (impuestos, 
servicio militar, etc.), la igualdad anle la justicia y la igual admisibilidad en las 
funciones y empleos públicos; 2) la igualdad política. que implica la igualdad 
ante la ley política, es decir, la que organiza la participación de los individuos 
en el gobierno del pueblo.20 

Se decía con antelación que el Profesor Burgoa nos da una idea jurfdica 
del ténnino de igualdad, diciendo que ésta "se traduce en que varias personas, 
en número indetenninado, que se encuentren en una detenninada situación, 
tengan la posibilidad y capacidad de ser titulares cualitativamente de los 
mismos derechos y de contraer las mismas obligaciones que emanan del 
Estado"21 

Del análisis previamente trascrito podemos considerar que la igualdad 
es un derecho natural que adquiere todo individuo por el hecho de fonnar 
parte de una nación, así también adquiere las obligaciones inherentes a los 
mismos. Además de esto debemos de observar que esta garantfa no 
únicamente se encuentra consagrada en nuestra carta magna, sino que se 
encuentra plasmada en todas y cada una de las leyes que regulan nuestra vida 
diaria. 

19 ldcm nota 13. 1>1.1~ - 569.14 

20 idcm nota 11. t>TJ2 - 12H7 

21 
IONACICJ BUR<aJA. /)1ccwnartP 1k__C!!rrsJro Cm11U~!'!1!!!.!"' fir1~_n.!IQ.U'..L!!'~!Q. Tem~ra 1:1tidi111, l'.1litorial 1'11rnm. Mtl\:in• l'J'Jl, 

l'Ag.llío 
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1.4.-/\rtículo 17 CONSTITUCIONAL 

.Jl /ST/C.'IA f'IWN7'A I' EXl'EIJ/7'A. 

/~"!'OCA l'REHISl'ANICA 

La venganza privada no era aceptada en el derecho indígena. Los 
ciudadanos por ningún motivo se hallaban acreditados o facultados para hacer 
justicia por sí mismos, ya que eso equivalía a usurpar la capacidad juridica del 
monarca. Sin embargo, a éste si le era pcnnitido hacerse justicia por su propia 
mano. 

El funcionario al servicio del tlatoani se encargaba de impartir justicia, 
en virtud de ello se encargaba de su sustento y alojamiento. Además de ello, 
los jueces recibían productos ªb'fícolas y servidumbre de los macehuales. El 
servicio ofrecido por el sistema judicial azteca no implicaba gasto alguno por 
parte de los acusados o demandantes. 

/~"POCA COLONIAL 

En la época de la colonia, la persona que adquirfa deudas de. carácter 
civil y no las cumplía de ncuerdo ni contrato previamente establecido con la 
acreedora, se hacia merecedora al encarcelamiento. Sin embargo, tenían el 
beneficio de In cesión de bienes. 

El procedimiento se efectuaba cuando el deudor mostraba ante el juez la 
lista de los bienes de su propiednd, de la cunl el juez debín de tomar los bienes 
y venderlos en subasta públicn, cediendo el producto de la subasta al acreedor. 
Ante esta situnción el juez valorabn n su criterio y conocimiento qué bienes 
debcrínn de ser cnnjcnndos pnra que el deudor cubriera lo convenido, para lo 
que tomaba n su consideración los bienes de vnlor similnr n lo convenido; esto 
es que en hnse a su conocimiento se decretaba el valor ele los bienes y se 
subastaban. 

Los que se podían ncogcr ele este derecho eran los que gozaban 
plenamente ele sus derechos civiles, también los menores, los pueblos, la 
iglesia, la universidad y tocias las instancias que se veían presionadas por sus 
acreedores. y los deudores librados de encarcelamiento con el fin ele llegnr a 
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un arreglo con su acreedor podían disponer de la ayuda real tras satisfacer sus 
deudas, aunque la corona no eliminaba del todo las obligaciones del deudor. 

S/GUJS XIX Y XX 

La Constitución de Apatzingán de 1814, da la primera reglamentación 
nacional sobre los Tribunales de Justicia. Esta ordenanza consistió en omitir el 
pago de derechos del Supremo Tribunal de Justicia de origen hispano. 

La figura del tribunal para la impartición de justicia, se deriva del 
Derecho Romnno, el cual se entiende que ingresó a la legislación de nuestro 
país a través de la legislación colonial. 

El m1ículo 18 del Acta Constitutiva de In Federación Mexicana de 1824, 
estableció que todo hombre que habite el territorio de la federación, tiene 
derecho n que se le mlministre justicia pronta, completa e imparcial. 

Ésta gnrantía estuvo en el nislmniento, hasta que se empezó el proyecto 
de Constitución de 1856 en la que se rescató y se reglamentó con mayor 
detenimiento; quedando de la siguiente manera: 

"Artículo 28.- Nadie puede ser preso por deudas de un carácter puramente 
civil. Nadie puede ejercer violencia para recobrar su derecho. Los tribunales 
siempre estarán expeditos para administrar justicia."22 

Esta primera parte fue aceptada por unanimidad, sin embargo, a petición 
de algunos diputados, se discutió la abolición de las costas judiciales.23 

La adición que se le ngregó fue que la ndministración de justicia sería 
gratuita y, en consecuencia quedaron abolidas todas las costas judiciales. Así, 
para 1916 Venustiano Carranza convocó al Congreso Constituyente de donde 
surgió la actual Constitución Mexicana. En el artículo que analizamos, quedó 
aprobado como lo propuso Venustiano Carranza, en su mensaje y proyecto de 
Constitución y el artículo 17 fue aceptado por unanimidad, quedando de la 
siguiente mnnera: 

22 Oh. Cit. Nt1C'<;;ln c11n.,ll\111.:i1\n. lli•t111ia de la lihc1t;ul ~·!lohctanfa 1lcl l'nchln Mc:dcann~ t11~1ilulo Nndnn.d 1le l~qudi1,. lli!1hlrit..·o!'l 111! 
In Rc\·oluáún P.tc!tkana, (llt 7K. r1:•I MM 

2 ' EntcndiCnJnsc pnr ello los µnstos ocusionndns en el proceso, <lcrimtlns Jircdumcntc de él, sohrc i.:uyn pago c!'>lith<i 
nhligndu el juez 11 n:snl\·cr u cunl de li1s partes cnm:spondln 11honurl11s n tk•dmm t)lh! no prm:l•tlin. 



TEXTO ORIGINAL: 

"Artículo 17. Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter 
puramente civil. Ninb'lllla persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni 
ejercer violencia para reclamar su derecho. Los tribunales estarán expeditos 
para administrar justicia en los plazos y términos que fije la ley; su servicio 
será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judicialcs".24 

Antecedentes de Artfculo 
07 de septiembre de 1999 

TE,'<TO ACTUAi,: 

REFORMA/JO /J.O.F. 17 /JE MARZO DE 1987. 

"Artículo I 7. Ninguna persona podrá hacerse j11sticia por sf misma, ni 
ejercer violencia para reclamar su derecho. 

Toda persona tiene derecho a que se le administr:e Justicia por 
trilnmales que estarán expeditos para impartir/a en lo.~ plázos y términos que 
.fijen las leyes, emitiendo SUS resoluciones de manera pronta, COnlpfeta e . 
imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, elÍ consecuencia, prohihidas 
las costasjudicia/es. 

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para 
que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de 
sus re.m/uciones. 

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente 
civil. "15 

En 1987 a éste artículo se le agregó un párrafo con la intención de 
establecer los medios suficientes y necesarios para que los tribunales ejecuten 
sus resoluciones. 

24 Oh. Cit. CITA 1 IBRO .. lllSTOJUA nE LA l"ONSTl'llJCIÓN DI~ 19107, TOMO 1r. l-'m.1x l. l'ALAVICINI, CONSTITUCIÚN 
Ml~XICANA. tntlll rn~in;\.• 1'Jfi, <ltUUFRNCJ l>J:I. EST,\l>O l>E QUl~Rl~TARO, pg650. 
c,1n~til11ción l'ollticn lle lo<i E . ..:tMlo• l 'nilln'I Me'(tcann". t¡ue 1cli1nni1 111 Je 5 de íehreru de 1H57. 
2• l>eneto ror el IJUC o;c reforma\' 1ulicin11l1 ti 11111culn 102 a111tr1ad11 n tic la l.'.'an"ti1tu:i1\n rolitic1llle 1~ 1: .. tatfO't l'nido!' Me1dcnm,._ 
Af1kulo único. Se tcfomu. el a11lmlo 1112 :ipaf'l,11ln 11 tic IA Con<diludi\11 rulilkA de lo'I E<dado11 l!ni1lo" Mc'IÍCAllll'I. 



1.4.1.-LA JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA 

Esta definición es en estricto sentido; una comunidad de los conceptos 
antes expresados y que se sintetizan en el poder de estado para el ejercicio de 
la impartición de justicia, con la exigencia de la gratuidad por parte de la 
autoridad en el imperio de sus funciones. 

La acumulación de los presentes artículos, as! como las definiciones de 
los conceptos que los han acompaílaclo, forman parte integral del derecho 
constitucional que asiste a la práctica jurídica de todo proceso. Ello es de 
importancia para el presente trabajo, puesto que de ello se advierte la 
importancia que conlleva toda actividacl judicial. 

Esto es, que toda contienda judicial al momento de resolverse, debe de 
contener un sentido de igualdad, legalidad, justicia, etc.; por lo que resulta 
trascendente precisar, que para que un juzgador pueda alcanzar la verdad 
buscada y resolver conforme a derecho, requiere propiamente que las partes en 
conflicto prueben sus pretensiones y el juzgador dé el valor adimensional que 
contraiga toda probanza ofrecida por las partes. 

Por otro lado, la parte ética de la prueba en estudio del presente trabajo, 
en si misma descansa sobre la moral, la fílosofia y obligaciones del hombre 
que habni de fungir como perito. Un dictamen conlleva en si mismo los 
elementos de justicia, ecuanimidad, equidad, libertad y conocimiento, para 
que el individuo pueda estar en posibilidad de emitir su juicio u opinión, lo 
más ajustada a derecho. Esto es, que las leyes procesales fijarán los elementos 
que deberú de cubrir la prncba materia del presente trabajo, sin jamás 
sobrepasar los lineamientos constitucionales y basúndose en los elementos de 
conocimiento, convicción y justicia que ellos mismos tienen. 

El primer intento de reglamentar la prueba pericial en nuestro derecho, 
fue desafortunada y este lo encintramos en el Código de Comonfort. En este 
bosquejo de Código no llevo su nombre como tal ya que se le dio el nombre 
de "ley que arregla pos procedimientos judiciales en los tribunales y juzgados 
del distrito y territorios federales". En el cual la prueba pericial recobra las 
practicas de la prueba pericial en el juicio de peritos, del cual hablaremos más 
adelante. 

El Código de Procedimientos Civiles para el distrito Federal y 
territorios de Baja California de 1872, que tubo en el derecho mexicano una 
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vida efimera, contemplo a la prueba pericial reglamentándola con base en el 
juicio de peritos que contemplaba la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855, y el 
cual ya preveía que este juicio tendría lugar en los negocios que tuvieran 
relación con una ciencia o arte. 

En el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito y Territorios de 
1884, abandono la tradición tomada de los códigos espaíloles y dejando a un 
lado el denominado juicio de peritos, simplemente mencionó al resultado de la 
evaluación como dictámenes periciales. 

Cabe hacer notar alguna consideración alrededor de la evolución que 
han tenido nuestros preceptos procesales, provienen de la evolución social que 
ha sufrido nuestro pals y las cuales son apoyadas de manera jurídica en la 
evolución de los preceptos constitucionales desarrollados en el presente 
trabajo. Esto es así, al momento de evolucionar las sociedad mexicana es sus 
aspectos sociales, culturales y científicos, fue requiriendo de leyes modernas 
que afrontaran las nuevas problemáticas y que rigieran el estado de derecho; 
de esta manera fueron combinándose las refonnas al código procesal 
basándose la legalidad plasmada en los artículos 14, 16 y 17 constitucionales. 

Considero que con esa razón el Código de 1932 se aparto de la tradición 
espaílola y plateo la pmeba pericial como tal. Siendo ocho los articulas que en 
el código procesal se consignaran para la Prneha Pericial 
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CAPÍTULO 11 

LA TEORÍA PROCESA/, Y LA IMPORTANCIA DE LA PRUEBA 

La pmcba debe de considerarse como una serie de esfuerzos 
encaminados a descubrir y comprobar la vedad. Para lograr este objetivo se 
requiere de una serie de investigaciones, encaminadas todas a recoger y 
presentar los elementos que sirven para reconstmir la historia de los hechos a 
fin de que la hipótesis de la imputación se concrete como hecho comprobado o 
se evapore y desaparezca como hipótesis falsa. 

En su sentido más genérico la prueba es todo medio que produce un 
conocimiento cierto o probable acerca de cualquier cosa y en sentido amplio 
es un conjunto de motivos que nos suministran ese conocimiento. Lo cual 
abundaremos más adelante. 

De ahi la extraordinaria importancia que tiene la pmeba, pues ella 
impregna todo el proceso, le imprime movimiento y llega hasta convertirse en 
la base de la sentencia; por lo que al legítimo desarrollo de la prueba se le 
vincula con un interés público muy alto ya que ella constituye un objeto 
peculiar de protección jurídica. 

2.1- GENl!RALIDADES EN EL PROCESO 

2.1.1.-CONCEPTOS 
PROCESAL. 

FUNDAMENTALES DEL DERECHO 

Gran parte de los tratadistas del derecho procesal, consideran a la 
acción, la jurisdicción y proceso, como los conceptos fundamentales de la 
materia procesal; en virtud de esto, he considerado necesario entrar al estudio 
de las mismas. Con el fin de lograr una visilin global del proceso, se considera 
necesario incluir en este apartado los conceptos de procedimiento y 
competencia, que aunque no sean considerados fundamentales por In doctrina, 
deben de tenerse como parles esenciales del marco jurídico de todo proceso. 

2.1.1.1.- ACCIÓN 

El conjunto de normas que componen el Derecho, se halla compuesto 
de hipótesis ;10rmativas generales; sin embargo, para que éstas sean aplicadas 
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a los casos concretos, es necesario un medio a través del cual la persona que se 
sienta perturbada en su esfera jurídica, exija la restitución de su derecho. 
Debemos entender cómo ese medio por el cual se rccstablecerá el daño, se 
encuentra conjugado en el proceso jurisdiccional, el cual da comienzo con el 
ejercicio de la acción, y que se puede entender como la potestad del ciudadano 
de poner en marcha la actividad jurisdiccional del imperio de Estado. 

Con el fin de dejar en claro, en el estudio que se pretende realizar de la 
acción, considero necesario, aclarar lo que se entiende por Derecho Subjetivo 
y Derecho Objetivo; ello con el fin de alcanzar a comprender con mayor 
exactitud la definiciones que los tratadistas nos clan de la acción, y las cuales 
serán estudiadas en el presente trabajo. 

Uno de los tratadistas más importantes, como lo es Eduardo Garcla 
Mayncz, al respecto precisa lo siguiente: 

"El derecho, en su sentido objetivo, es un conjunto de nonnas. Trátase 
de preceptos imperativo atributivos, es decir; de reglas que además de imponer 
deberes conceden facultades. Frente al obligado por una nonna jurldica 
descubrimos siempre a otra persona facultada para exigir el cumplimiento de 
lo prescrito. La autorización concedida al pretensor por el precepto es el 
derecho en sentido subjetivo .... " 1 

El derecho Objetivo, segiln lo anteriom1ente precisado es el conjunto de 
normas existentes en un orden jurídico. El derecho subjetivo, es aquél que 
surge, al actualizarse la hipótesis nonnativa prevista por el derecho objetivo, a 
un caso concreto particular. 

De confonnidad con lo antes citado podemos entender que el Derecho 
Objetivo es el conjunto de nonnas existentes en un marco jurídico. Y al 
Derecho Subjetivo como una función del Objetivo. Es decir que éste es la 
nonna que pcm1ite y prohibe; y que no se concibe fuera del objetivo; 
verbigracia: 

Un ejemplo de derecho objetivo, es el establecido por el articulo 390 del 
Código Civil del Distrito Federal que textualmente dispone lo siguiente: 

I CIARCIA MA't'NEZ r1>tJ1\RllO, !Jil.H!lL?Jll"c'lfÍN A~J~7J!J..!J!LJ.,!fiL_l1f:J].HCl(Q. 45~ htici~n Rcimrre--iim, Edilorfal l'nm1a. 
Mbkn 199.\, r·~.:ina Jf1. 
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"Articulo 390. /!"/ mayor ch.• \!c•inficinco m1o.\'. /ihrt' dt• matrimonio, ''" phono t•jc.•rclcin de 
,\'U.\' clt.•rt•chos, ¡ml'dt• adoptar a 11110 o más mt.•non•.\· o a un incapacitcrdo, atín cttanclo éste sea mayor 
el!' t•clacl, ,\'Wmpn• t/flL' el mloptantt• tc•n¡.:a diecisiete afto.\' má.\' que el adoptado y qm.• acrl'clltc 
cuh•mcíx: 

/. Que tiene mee/los bastantes para proveer a la suhslstcncla y cclucación clel menor o 
al cu/dacio o .rnhsi"tc11cla ele/ incapac//aclo, como ele hijo propio "cgtín las 
clrctmstmrclas ele la pcr.wma que trata ele adoptar; 

//. Q11c la aclopció11 r.1· he11~fica paro la per"º"ª que trota ele aclnptarsc. 

111. Que el adoptante es ¡wr.wma de h"cnas castmnbrcs. 

Cuancla c:lrcun.ftanclas e,\'f1t'ciah•s lo aconsejen, el juez puede autorizar la adopción ele dos 
n más incapacitados o ele menores e lncapacitaclos ,\'/multcineamcntc. "1 

El artículo anterior prevé la hipótesis nommtiva de un derecho, el 
derecho de adopción, norma que pertenece al derecho objetivo. 

El precepto en cita prevé la hipótesis nonnativa de un derecho (el 
derecho a la adopción), la cual concierne al Derecho Objetivo. A su vez, el 
derecho subjetivo, según lo cutendido párrafos atrás, surge cuando se actualiza 
la hipótesis nom1ativa contemplada por el derecho objetivo; lo que significa, 
que toda persona que cumpla con los requisitos previstos por el artículo 390 
del Código Civil, tiene a su favor Derecho Subjetivo a la adopción. 

Una vez entendido lo anterior, considero pertinente comenzar a 
desarrollar el estudio del concepto "acción". 

Como es sabido, en Roma se definió la "acción" como "El derecho de 
perse6'11Ír en juicio aquello que nos es debido o lo que nos pertenece". Este 
concepto originalmente se le atribuyó a Celso, y mismo que fue mejorado por 
los Glosadores, quienes agregaron al concepto "o lo que nos pertenece" con lo 
que quedan incluidos los derechos reales además de los derechos crediticios. 

En el siglo XIX se empiezan a desarrollar diversas teorías sobre la 
naturaleza de la "acción", a lo que a continuación procuraré resumir: 
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A continuación, procederemos a mmliznr en fonna breve, cada una ele 
las teorías más representativas que explican la naturaleza jurídica de la acción, 
son las siguientes: 

La Teorfa Clásica o ~lo11olftica. El concepto romano de "acción" 
citado con anterioridad, se destaca, porque vinculaba la "acción" con el 
Derecho Sustantivo, y en virtud de ello, las acciones fonnaban parte del 
estudio ele las disciplinas sustantivas, careciendo de autonomía; concepción 
que prevaleció hasta el siglo XIX, cuando surgen las Teorías Modernas de la 
Acción, en las cuales se le trata de ciar autonomía, y con ello se provoca el 
surgimiento de la ciencia procesal. 

La Teorfa de la acció11 como tutela co11creta. La presente teoría fue 
sostenida por Windschcid, Muther, y Wach, entre otros; a lo que Cipriano 
Gómez Lara dice, da origen a que se desarrolle una verclnclera diversidad ele 
estudios referentes a la acción, a partir del siglo XIX, con lo que se da inicio al 
proccsalismo científico. 

Wimlsclteid. Nos dice que lo que surge de la trasgresión ele un derecho, 
no es un derecho ele accionar, sino una pretensión contra el sujeto autor de la 
violación, y que pasa a ser acción cuando se hace valer en juicio. En 
conclusión, se puede decir que para dicho autor, la acción es la pretensión 
jurídica deducida o planteada enjuicio. 

Jlfutlter. Este autor concibe a la acc1on como un derecho público 
subjetivo, por razón ele la cual se obtiene la tutela jurídica, y se dirige al estado 
para la obtención de una Sentencia Favorable y contra el demandado para el 
cumplimiento de· una prestación insatisfecha. De lo anterior se debe de 
entender que la acción presupone la existencia de un derecho privado, del cual 
la violación al mismo, es independiente del Derecho Subjetivo, empero su 
estudio compele al Derecho Público. 

Wacl1. Considera a la acción como un derecho autónomo contra el 
estado y frente al demandado. De ahí que la acción sea un derecho público al 
que corresponde la obligación del estado de ciar la "Tutela de derecho". 

En esencia, lo que considera esta teoría, es que la "acción" corresponde 
sólo a quien tiene derecho a una Sentencia Favorable y tiene la pmdcncia de 
separar el derecho subjetivo, de lo que es el derecho de "acción". Esto es que 
por primera vez se le da autonomía a la "acción"; por lo que se da el 
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surgimiento de la verdadera Ciencia Procesal en fonna independiente del 
Derecho de Fondo o Ohjctivo.*J 

/,a Teorla de la acción como derecho a la jurisdicción. Uno de los más 
destacados exponentes de esta teoría lo es el Uruguayo Eduardo J. Couturc 
quien nos da su definición de la "acción" como "el poder jurídico que faculta 
para acudir a los órganos de la jurisdicción".'1 Como podremos ver la presente 
teoría admite a la acción, como a un acto provocatorio de la jurisdicción. 

De esta teoría se puede entender, que la acción no se encuentra 
simplemente en el derecho material del actor, ni su pretensión plasmada en el 
derecho que hace valer, sino la facultad que tiene de acudir ante los órganos 
judiciales o jurisdiccionales, para hacer valer ese derecho. 

/,a Teorla de la acción como derecho potestativo. Esta teoría tiene 
como principales defensores a Weisman en Alemania y Chiovenda en Italia. 
Los exponentes de esta Teoría consideran que a lado de los derechos 
personales y reales a los que corresponden detenninadas obligaciones 
jurídicas, existen los derechos potestativos que consisten en un mero poder 
jurídico, que no va seguido de una obligación, y cuyo contenido se resuelve 
en una modificación del estado jurídico existente, producida por un simple 
acto de voluntad individual del respectivo titular. 

Esta teoría tiene como máximos exponentes a Weisman en Alemania y 
Chiovenda en Italia. Ellos consideran que al lado de los derechos personales y 
reales de los que se desprenden determinadas obligaciones jurldieas, existen 
los derechos potestativos*; que consisten en un mero poder jurídico, y el cual 
no se encuentra seguido de una obligación, y cuyo contenido se resuelve en 
una modificación del estado jurídico existente, producida por un simple acto 
de voluntad individual del respectivo titular. 

Los seguidores de esta teoría, dicen que la accion, pertenece 
exactamente a la categoría de los derechos potestativos, porque consiste en el 
poder jurídico de poner en movimiento las condiciones necesarias para la 
realización del derecho objetivo. 

' • \'Ca•C', Oilmc/ IA'trn l'ipria.nn. 7l'otlll <i.r..!'.f!~Llh•l.1.1.!.._'U:.!~!. Fclitnrinl llarla, Nt1\'Ctm F1lkil1n. Mé'l:il.•n llJ'J(1. f1agina I04 y lhnnlicrto 
Jlrkc1111 Sinr:1. (l!'_!_!'~!l!! t!.•!•_1·..fl!, hl1ln11al ll:ul.1, Sc¡._'11111!.1 hlwill11, l'.ig ·177. 

·t CJl•111u l ..at<1 Cit•ri:uw, 7.!'_!_'!.lit!.~•'.!'.!:!.!!l!kU-'!..!.!!.·1:~. r1litcorial lfotla. N1w.:na E1lidú11. MC\:i~·" l'J'Jí1, r:1¡:in:i 105. 

' • •c)nc-c .. 1a en l.1 l:i•·11ha1llfr mw 
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Froihín Bañuelos Sánchez, respecto de lo que se debe entender por 
acción manifiesta lo siguiente: " Al proponer la acción, el actor, no hace sino 
usar de un poder jurídico destinado a producir un efecto sobre la persona del 
adversario, efecto que consiste en la emisión de la Sentencia a la que el 
demandado queda sujeto. El actor no puede exigir del demandado cualquier 
actitud particular; frente al poder ejercitado contra él, el demandado no tiene 
que satisfacer ninguna obligación, sino que queda sujeto a sufrir el ejercido 
del mismo poder.'"'' 

En esta concepción, la acción se caracteriza como un derecho contra el 
adversario y frente al Estado, y por cuyo medio, el órgano jurisdiccional se 
sustituye a la actividad del actor para la protección de su derecho, y a la del 
demandado en su caso, para el cumplimiento de su obligación. La acción se 
concibe pues, dentro de esta teoría, como un derecho a obtener una sentencia 
favorable que se conceda a quien tiene razón. 

Así pues, debemos entender a la "acción" como el derecho que se tiene 
en contra de individuo y que está frente al estado, el cual proporciona los 
medios para que el órgano jurisdiccional se sustituya a la actividad del actor 
para la protección de su derecho, y para que el demandado dé cumplimiento 
de su obligación; para la obtención de una sentencia que consienta a favor del 
sujeto que tenga la razón. 

La Teorla de la acción como derecho abstracto de obrar. Esta teoría 
nos dice que, " la acción es un derecho subjetivo público del ciudadano para 
con el estado, y sólo para con el estado, teniendo por objeto la prestación de la 
actividad de los órganos jurisdiccionales para la eliminación de los obstáculos 
que la inobservancia o la incertidumbre de la nonna jurídica oponen a la 
realización de los intereses tutelados por el derecho objctivo."7 

La Teorla de la Acció11 como i11sta11cia proyectiva. El mexicano 
Humberto Briscño Sierra, exponente de esta teoría; ubica a la "acción" corno 
una fonna de instar. *8 Según el autor citado, por una instancia se debe de 

" BAf;/11ELOS SANCllF.7, rllOYl.AN, Nuera /'IVIC]/CA C/111 HJ/~ hlilntial Si•ta. <>m:c1wa füfü:ión. Méicim l'J1Jtt, Tomo l. 
raginn 2111. 

7 
litnn.ragin1121K. 
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entender la pretensión de algo en un procedimiento, considera que existen 
diversas fonnas de instar a las autoridades, tales como la petición, la denuncia, 
la querella, la queja y por último la acción. En las fonnas de instar 
jurisdiccionales se crea la relación lineal, entre el pretensor y la autoridad, con 
excepción de la "acción", lo anterior en virtud de la existencia de un tercero 
denominado parte demandada, de lo que se desprende o es provocado el 
fenómeno de la proycctividad, el cual se origina por el actor, en forma 
ascendente hacia el juez y el cual lo proyecta al demandado. El tratadista 
Humbcrto Briscño Sierra, indica que la acción no solamente se ubica al 
principio del proceso en la demanda, sino que ésta se desarrolla a través de 
todas las etapas procesales, considerando que se acciona tanto al demandar, 
como al probar. 

Como ha podido observarse a través de las diversas Teorias que 
pretenden explicar la naturaleza jurídica ele la acción, la fonna de concebirla 
varia substancialmente, por ello es que los tratadistas de la materia, proponen 
conceptos que entre sí difieren unos ele otros; para ilustrar lo anterior a 
continuación se citan diversos conceptos de acción, fonnulaclos por 
reconocidos autores: 

El Argentino Alelo Sacre, concibe a la acc1on como: " El derecho 
constitucional, que tienen tocios los habitantes del pais a efecto de solicitar se 
le administre justicia por parte del Estado, a través de sus órganos judiciales, 
para obtener la satisfacción ele una pretensión cleclucicla mediante la demanda, 
y lograr la paz social "9 

Para Luis Guillermo Torres Díaz, "La acc1on puede concebirse, como 
un derecho sul~jctivo público por virtncl del cual los gobernados acuden ante la 
autoridad judicial en demanda de la tutela de una pretensión fundada en el 
derecho substancial " 111 

En nuestra legislación podemos encontrar en el articulo primero del 
Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, que para iniciar un 
procedimiento judicial basta que se tenga interés en que la autoridad judicial, 
declare o constituya un derecho, o imponga una condena. 

IU 1"0lllWS l>L\7. t lllS lil111 I rro.10. ll:"t_!fild.JJ[:',\'f~li,-11. PE/. J>IWfTStJ, 1-'.tlilnrial CAul~n.1•. Eclilnr y l>i~tiilmidor, rrimcf't 
rc.fü:i1in, l'JM7 p:1¡.:in<l ~.l 
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"Articulo /" Stilo ¡nu.•d<.• iniciar 1111 proceclimlcnto j11cliclal o lntcrvcntr en él. quien tc11J.:a 
intt'rés en que la autoridad jtulicial cA•clar<.' o constituya rm derecho o imponga una condena y 
qufr·n tcnJ.:a el /nll'rt~.\- contrario. " 

"/'oclrém 11romover los lntcrrsaclos, ¡mr si o por sus rc.•prcst•ntantes o apoderados. el 
fvlinlstcrio /'tihlico y ac¡ul'lfo.,· cuya inten'l'l1ci<Ín c,,·té autorizada por la l1ey en casos cspec.:tales. " 11 

En ese entendido, quien sostiene tener un derecho puede entablar una 
demanda a efecto de que obtenga el reconocimiento del mismo, y así le sea 
satisfecha la pretensión que reclama; todo lo anterior con independencia de 
que realmente le asista la razón y el derecho de fondo, puesto que puede 
iniciar el procedimiento, aún a sabiendas de que no tiene derecho. 

En virtud de lo anterior, únicamente puede iniciar una demanda, quien 
sostenga o crea tener un derecho y pretenda que el mismo le sea reconocido, y 
así le sea satisfecha la pretensión que reclama. Ello con la salvedad de que en 
verdad le asista la razón y el derecho pretendido; puesto que puede iniciar el 
procedimiento de cualquier fonna. 

Por su parte, nuestro máximo Tribunal considera que no hay acción sin 
derecho de fondo, baste citar ahora como ejemplo la Jurispmdencia número 5 
(Sexta Época}, página. 31, Sección Primera, Volumen 3" Sala.- Apéndice de 
.lurispmdencia de 1917 a 1965, identificable bajo la voz: 

ACCION /'U~NAl?/A /JE POSESIÓN.- La accirín plenaria de 
posesitln, o p11Micia11a, compete al adquirente de /mena fe que no está en 
¡msesitln de la cosa que tiene derecho a poseer cm1j11sto título, aunque no lo 
acredite como propietario; se da contra quien posee con menor derecho y 
tiene la (t11alidad de ohtener la restit11cirí11 de la cosa cm1 sus frutos y 
accesion~s. Consecuentemente, el actor deberá prohar los siguientes 
eleme/l/os: 1. Que tiene justo título para poseer. 2. Que es de huena fe. 3. 
Que el demandado posee el hien a que se refiere el título . ./. Que es mejor el 
derecho para ¡mseer del actor que el que alega el demandada. /'ara este 
efecto, el ,111::gador dehe examinar cual de los títulos invocado.1· por las 
partes es ml{jor para acreditar el derecho a la posesi<Ín civil. 

Así tmnbién la jurisprndencia de la Novena Época, Instancia: Primera 
Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: VII, 
Marzo de 1998, Tesis: la./J. 13/98, página:99, identificable bajo la voz: 
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ACCIÓN PLENARIA DE POSESIÓN. NO ES REQUISITO 
DEMOSTRAR HABER DISFRUTADO DE LA POSESIÓN MATERIAL 
DEL BIEN. Para que se declare fundada la acción publiciana deben 
acreditarse los siguientes elementos: a) tener justo título para poseer; b) que 
ese título se haya adquirido de buena fe; e) que el demandado posee el bien a 
que se rclierc el título; y d) que es mejor el derecho del actor para poseer 
materialmente, que el que alegue el clcmanclaclo. Por lo que el juzgador debe 
examinar únicamente la existencia de tales requisitos, sin que deba exigir la 
comprobación de que el actor tuvo la posesión material del bien, ya que, de 
acuerdo con las circunstancias especiales del caso, lo dejaría en estado de 
indefensión, a pesar de contar con los elementos anteriores, al ser 
improcedentes la reivindicación, por no tener el dominio de la cosa, y los 
interdictos posesorios que proceden, dentro de un año, cuando se ha siclo 
despojado de la posesión material del bien, o exisn; perturbación en la 
posesión; de tal manera que la acción publiciana protege la posesión jurídica y 
no la material. 

Contradicción de tesis 50/95. Entre las sustentadas por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Segundo Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. 11 de febrero de 1998. Cinco 
votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Manuel Rojas, 
Fonscca. 

De las anteriores jurisprudencias se observan los requisitos para la 
procedencia ele una acción intentada, que consiste en acreditar el derecho de 
fondo y si éste no es debidamente acreditado, por consecuencia no tiene 
acción el demandante; por lo que podemos concluir que la acción en nuestra 
legislación, es también vista como sinónimo del derecho sustantivo. 

Como se ha podido observar, la acción es uno de los temas más 
debatidos por los estudiosos del Derecho Procesal, quienes no logran 
unifomrnr su criterio respecto a su definición. No obstante lo anterior, 
debemos concluir que la acción puede entenderse cuando menos con tres 
acepciones distintas, que según Cipriano Gómez Lara son las siguientes: 

"Como si11ó11imo de derecho. Es el sentido que tiene el vocablo cuando 
se dice "el actor carece de acción", o sea, se identilica a la acción con el 
derecho ele fondo o sustantivo, o en tocio caso se le considera una 
prolongación del derecho de fondo al ejercitarse ante los trilmnalcs" 



"Como sinónimo de pretensitJn y de demanda. La accmn en este 
supuesto se interpreta como la pretensión de que se tiene un derecho válido y 
en razón del cual se promueve la demanda respectiva. De ahí que se hable de 
demanda fundada e infundada." 

"Como simfoimo de facultad de provocar la actividad de la 
jurisdicción. Se alude, entonces, a un poder jurídico que tiene todo individuo 
como tal, y en cuyo nombre es posible acudir ante los jueces en la demanda de 
amparo de su pretensión. El hecho de que ésta demanda sea fundada o 
infundada no afecta a la naturaleza del poder jurídico de accionar; pueden 
promover sus acciones en justicia aím aquellos que erróneamente se 
consideran asistidos de razón. 12 

Sin lugar a dudas, el ejercicio de la accmn, da pie a que se inicie la 
actividad jurisdiccioual que desarrolla el Estado dentro del proceso, "la acción 
es la constante excitación al órgano jurisdiccional (maquinaria de estado), con 
el fin de obtener una pretensión o un derecho que se considere quebrantado, y 
con el fin de resolver el litigio existente, a través de la obtención de una 
sentencia favorable. 

A mayor abundamiento es necesario ahondar el hecho de que el 
individuo que se siente transgredido en su esfera jurídica y que motiva el 
ejercicio de la acción, debe ser conciente de contar con los elementos de 
convicción que habrá de presentar al juzgador, para efecto de demostrar la 
afectación en su esfera jurídica y en su caso el daño que por ello le esta 
parando perjuicio, de lo contrario resultaría inútil hacer funcionar a la 
maquinaria de estado con el fin de lograr sus pretendientes. 

2.1.1.2.- JURISDICCIÓN 

Entendemos a la Jurisdicción, nos dice Cipriano Gómez Lara como: 

"Es unafimci<Ín soberana del estado, realizada a través de una serie de 
actos que están proyectados o e11cami11ados a la solución de 1111 litigio o 

12 Véase ut'1ME7.l.J\RACll'RIANf1,nhl'it l'1'¡:i11;1M7. 
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controversia, mediante la aplicaci<ín de una ley a ese caso concreto 
c:m1trovel'/ido para so/11cfonar/o o dirimirlo. "13 

Es conveniente, por un lado, hablar de las fonnas antibrtms de solución 
de los litigios, entre las cuales se encuentra la autocomposición,* 14 la cual ha 
sido desterrada por la mayoría de los órdenes jurídicos de los Estados; basta 
con observar lo que dispone el articulo 17 de la Constitución Federal; 15 

consecuentemente es el propio estado a quien corresponde resolver las 
controversias que se suscitan entre sus integrantes. 

La tutela del derecho que en un principio era una atribución particular, 
se convierte poco a poco en una función del Estado, denominada Función 
Jurisdiccional. 

Al Estado moderno, compete desarrollar su actividad mediante el 
ejercicio de distintas funciones encaminadas al cumplimiento de sus 
finalidades; por lo que se entiende que la definición de jurisdicción no sólo 
perlenece a la ciencia procesal, sino a la Teoría del Estado y al derecho 
Constitucional. Así mediante la fünción legislativa, crea las nomias juridicas a 
lns que hnn de someterse los particulares y el Estado mismo. 

La función jurisdiccional que emana de la Soberania del Estado, 
consiste en establecer la pacificación jurídica al sustituir el instinto por la 
razón; por ello es que, se puede entender que la solución de un conflicto, 
aparenta ir lignda con la función jurisdiccional. La jurisdicción* 16 es entonces 
la actividad del Estado orientada a obtener la actuación de la ley. 

lJ OÓME/ l.AR;\ Cll'RIANO, Oh Cil l'a1:ina K7 

14 •f.1 rrocc:ulit.1 NÍl'l'tn i\kalA 7~1m11r" ~· l":i.•till~>. c:n •u t•hrn rr11l'C:'in, i\11111 comro"id1in y Aulodt'ftn•a, de: "'" Ultima arunta In 
•iguiC"nlc:: "1-n ;mln1.lclm•a t'1i nn o;illn la fonn.1 má• ¡•rimili\'!I dl• l:t.'I "" (rcliriémlo•c Al proct'1in, In auto cotnpo'lidt'ln y la aulmleftfi<11t). 
•inn a In \'C:7 la de mcrwr l'lllllJ1le.1i•l:1tl e11 •u 1lc<ic11\nh·i111icntu j111ltlic11, 11uc: genernlmc:nlc: ~urgt' 1.:1111 l"~criorid¡ul n ~u f'l'tttlm·ciún, 
cu:mtl11 'C' l'""W' en 1d.1 de jukio «11 ""i~eiwia v '<CMl nl"lc«a1in1 d :1ú"r1<unicn1o \' l:t hnninlot;ación j111liciall"1 En •I rnnmn. ¡mr lo ltJriftt. 
111 m1tmlefe11111 1•t:p,1•111 la mmual 1r't1CCIÚ'1 r/1•/ 1.,11•f1> /1•11011r11/o 1•11 11111111•••''· oumdo 1111 f'I mrr11ho de In' corrtn1d11•ntf'., 1•rr l111~w. '{llf' al 
dllff/¡r 1/ l"i/" lf' Ú1'/f"1 l/t"n1r /'"' t"t>MU./1•1111'1•"1<'1 1·gt1hM•, cmr /11f'IC!llderfl"lll r/1• fp1/111d1•f.11/e f(>/u/<1r1d11rJ HJC'lll/'. l..a. ,\11!11 Cllnl!'l'l'lidi•n, 
e1 Alllldla l11n11:t tic 1<nlt1l'iú11 lle !no; n•111fid11' j111i1lil't>'<. t'll la llUl" illl¡>t'JA 1111 1;a1.-\d('f AJlnli'<lól, t''< d._.dr. '<C IC'lllllll:i:t Al rrorin inlcté'<, 
<onme1iC111l•1«c al mlefl"'< 1lc l.1 l'n111Tap;utc l .a hct .. rnl'•lfllJ'H'<iuiin. l"'< la lunna 1lc '<nhtdi•n 1le l•ri lilit;io1 C'll la cual la'I r;u1" ffi:tlfTt'll a l:i 
11pi11il111 1lc un tc1n·ru imp.ul·i.tl, a cll•dn 11 .. • .... 111l'inn.lf la \'1111lr1wtuia 1 •t<c parle<'. '<t' \'l'll ohht;.nla• a Al't'f'IM la cl.-..·i1irin i¡uc lome ~tidin 

tcr .. ·crn 

1
' \'ja11e C1111'<li1udún J'11lllÍl':t .... lt1<c 1-: .. 1011111• l 'nitlm ~lc,i..'an .... Oh Cil \''o \'O::t"(' L'apitulo rriml'Tn 

1" • fl lénninn Jmi'<1lin·if•11 'I(' 1ll•ti\·:1 1lt h• \'C"-•"' f,1li11.1" Ju, l>c1cdm ~- l>ÍL'l"f(' Ucdr. I"'' c111!.: .l111i~lkdi111 <cit'Jlilkn "tll·cir el 
tktN.ho" Sm ('111hari;1•. en 1.1 Rdualitl.nl d IC1111i11u j111i.;1liu·1.-.11 1111 , .. lin1il.1 <1ol.1mcntc a 1kd.iiar 1l••fl•,·ho•. 'inn 1111(' cum¡11cmk atlcrn.i<c 
otra• RL1ivi1l.u!C'1, tmla• ttl.ld1•na1l.i.11tn11.u \·i,:cnda a la'I nn1m.1" jmltli.:a• 
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A través de la historia, al término jurisdicción se le han atribuidos 
contenidos qnc tradicionalmente se reconocen sin mayor análisis: Vocatio 
como facultad de citar a las partes, 11otio como facultad de conocer de las 
contiendas, imlicium como potestad para resolver el litigio, y el imperium 
como potestad de usar la fuerza pública para ejecutar la fuerza pública para 
ejecutar los fallos. 

Luego entonces, es pertinente dar continuación al tema en estudio, por 
lo que, daremos las diversas acepciones jurídicas de la palabra Jurisdicción: 

a)ámbito territorial. Se puede decir que la primera de las acepciones, es 
la que la relaciona con el ámbito territorial. Uno de los ejemplos claros en la 
vida litigiosa moderna, es el hecho de decir que -las diligencias que deban de 
realizarse en diversa jurisdicción, se harán por otro juez.- Esto es que la idea 
de esta acepción, puede comprender como ámbito territorial de un país las que 
se prolongan hacia las vías fluviales o marítimas, o lo que se puede entender 
como los bordes o límites de un país. 

b) si11ó11i1110 de competencia. Hasta el siglo XIX, aparecen corno 
sinónimos las palabras jurisdicción y competencia, se alude de manera 
indistinta la falta de jurisdicción como falta de competencia. En la actualidad 
se ha pretendido superar este concepto, quedando residuos de aquel error. 

El concepto de que se trata se debe de entender como una medida de la 
misma jurisdicción. Un ejemplo de ello es que, todos los Jueces tienen una 
jurisdicción detenninada, pero no todos tienen competencia para conocer de 
determinados asuntos. 

e) como poder. La jurisdicción en esta acepción, indica la prerrogativa, 
autoridad o poder de detenninados órganos públicos, se alude más que a la 
investidura o jerarquía más que a la función, es decir, que no se le ve como 
una obligación del Estado, sino como el ejercicio de una prerrogativa que éste 
tiene. 

d) como fl111ci<J11 ptíhlica. Esta acepc1on es la más compleja y más 
cercana entre sí, puesto que de ellas emana cierta sinonimia entre función 
jurisdiccional y función judicial. De lo anterior se debe desprender que no 
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toda la función judicial debe de ser jurisdiccional, esto es, w•e sólo en 
ocasiones la función jurisdiccional coincide con la función judicial. 1 

La Jurisdicción, siguiendo el criterio adoptado por Castillo Larraílaga y 
De Pina, citado por Cipriano Gómez Lara, se ha clasificado de la siguiente 
manera: 

1- Secular y eclesiástica. Por Jurisdicción eclesiástica que era la 
desarrollada por la Iglesia en los asuntos de su ingerencia, a diferencia de la 
secular, se entendía aquella desarrollada por los órganos del Estado. Esta 
división es en nuestros días sólo una referencia histórica, en atención a que en 
México no se da eficacia a los actos o determinaciones que realice un tribunal 
eclesiástico. ello en virtud de que el Estado mexicano ejerce el monopolio de 
la impartición de justicia. al prohibir los tribunales especiales. 

2- C01111i11, et.7iecií1l y extraordinaria. La Jurisdicción que imparte el 
Estado a sus ciudadanos es la considerada como común, antes de la 
especialización por materia en el úmbito jurídico; la jurisdicción especial debe 
entenderse 1rnís bien como especializada y se origina con la división de los 
tribunales del trabajo, administrativos, penales, etc. 

/\si pues la Jurisdicción extraordinaria, es la que realizan tribunales 
establecidos con posterioridad al hecho que sanciona, este tipo de jurisdicción 
es la que proscribe el artículo 14 de nnestra Constitución Federal. (véase 
capitulo primero) 

3- Civil, penal, atlmi11istrativa, laboral, etc. La Jurisdicción se clasifica 
por la materia del derecho de que se trate y en base a la partición de los 
asuntos que se ventilan, según sean las contiendas de naturaleza civil, penal, 
laboral etc. 

4- Vo/1111taria y co11te11ciosa. La jurisdicción voluntaria se debe de 
entender como aquella de carácter administrativo, y la cual por disposición de 
la ley deberá ser ventilada ante el Poder Judicial. Una de las características 
más notables es que no existe litigio alguno y por ende no hay controversia a 
resolver. La jurisdicción contenciosa, es aquella que se suscita cuando se insta 
al Juzgador a efecto de resolver un litigio. 



5- Retenida y Delegarla. La jurisdicción retenida, se le llama al poder 
supremo contenido en un jerarca por sí mismo; a contrario sensu, la delegada 
era la facultad con la que contaba un jerarca para designar a un funcionario 
subordinado para que resolviera determinada especie de contiendas. 

6- Propia, rle/egarla arbitral, forwsa y prorrogarla. La Jurisdicción 
propia es la conferida por la ley a los Jueces y Magistrados en razón de su 
encargo; la delegada arbitral es aquella que se ejercita por encargo de quien la 
tiene propia; la forzosa es la que no puede ser prorrogada ni delegada y la 
prorrogada es aquella que se confiere a un Juez por acuerdo de las partes 
conforme a la ley, (sirva precisar que en este caso lo que se prorroga es la 
competencia y no la jurisdicción.) 

7- Acumu/atfra o pre11e11tim y privativa la Jurisdicción preventiva es 
un criterio afinador de la competencia que confiere la ley a dos o más órganos, 
en donde el primero que llega a conocer del asunto y que excluye a los demás 
originalmente competentes. La jurisdicción privativa es la que corresponde a 
un dcte1111inado tribunal. 18 

8- Co11c11rre11te.- La Jurisdicción ele que se habla, se encuentra, 
conf'onne a lo establecido por el articulo 104 Constitucional que en lo 
conducente precisa lo siguiente: 

Articulo /0./. - Corresponc/,• a los trihunah•s ele /a.fCclt!racit'm conocer: 

/.A. /Jc todas las cm1frovcr.fias ele/ orden civil o crimina/ que se susciten sobre el 
c11mplimic11to y aplicación c/e /eyl'S .ft'c/c•n1lc.\· o ele los tratados lnternacirmahw celebrados por L'I 
/!staclo mexicano. Crmmlo dicha.t contrm•crsias sólo afecten intcnwcs particularc.r, podrán conocer 
también ele c•l/a.'t, a elcccicín ele/ actor, los jm•ccs y trihunalcs ele/ orden comlin e/e los Estados y del 
Distrito FccA•ral. La.\· St•nt'-'111.:ias clt• prinwra in.\·tanc:ia f'Oclrán ser apelables ante el .rnperlor 
inmecliato ele/ juez qrw conozca del a.rnnto en primer Krtulo. 

Cuando un determinado asunto puede ser del conocimiento de los 
Tribunales Federales o de los locales. 

La naturaleza jurídica de la función jurisdiccional se explica si se 
considera a la Jurisdicción como un servicio público, en cuanto importa el 
ejercicio de una función pública. El Juez no dispensa justicia ni procede 

IK \'h .. 'le Oómcz J.ARA Cll'RIANO, Oh. l'it. l'a~in" K9. 
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arbitrariamente, su actividad est:í regulada por normas imperativas, por ello 
debe concluirse que la Sentencia emanada de la actividad jurisdiccional, es un 
acto intelectual de autoridad, fundado en la razón y el derecho, que así mismo 
debe ser congruente con las pretensiones deducidas. 

Luis Guillenno Torres Díaz, considera que "la función jurisdiccional 
comprende la actividad del órgano estatal que dirige el proceso, conoce y 
decide el litigio, y eventualmente, recurre al poder coactivo del Estado para 
imponer la solución, cuando ésta no es acatada voluntariamente por el 
obligado" 19

• 

El uruguayo Eduardo J. Couture, define a la jurisdicción de la siguiente 
manera: "Función pública, realizada por órganos competentes del Estado, con 
las fonnas requeridas por la ley, en virtud de la cual, por acto de juicio, se 
determina el derecho ele las partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y 
controversias de relevancia jurídica mediante decisiones con autoridad de cosa 
juzgada, eventualmente factibles de ejecución."211 

La función jurisdiccional que imparte el Estado en el Distrito Federal, 
se encuentra encomendada al Tribunal Superior de .Justicia, así su Ley 
Orgánica previene lo siguiente: 

"1frt/c11/n /./.a cu/ministración 1.• imparlic:ilm clej11sticla en el J>istr/fo Federal, corresponde 
al Tril11mal ,\'upL•rior ele ./11sficia y clt•má.,· úr}!ano.\· j11diciah.•s que rsta l~ey sella/e, con hase en lo que 
estahh•c<' la Constifuciún Po/llica ele fo.,. E\·tado.'i (Inicio.\· kfrxicmw.\·, l'I Estatuto ele Gobierno cid 
/Ji.\·trilo 1-"t•deral y clt•má.\· orclenamu.•ntos legales a¡1/icahh•s. 

"Articulo 2. JU t'.il'rcicio Juri.wlicl'imml en todo tipo"'' a.nmtos civiles, merc:a1111/cs, penales, 
.fi11'1iliar1.•s. c/1.-•I arrt'lulamiento i11mohi/1err10 y cmu·111·.w1h•s cll'I orc/,•n cmmín. y /o:r ele/ orden federal 
l'll los ca.wa ,.,, qm• ''X/Jl"l'samcllfl' /aJ h•yt•.\· fr.,· cm~/ic.•,-cm jur;.,·c/iccián, corrt•s1mnclrn a los 
,,·,•n•i<lorc.•s ¡nihllco.\' y rif·gmW.\' jwlicw/tos que.• .H' H'llalan n c:ollfimwcuín:" 

/, AfaJ!.i.,·trculo ... dl'I Trihwwl ,\'upt•rior "".Justicia: 
11. .l11cn'.1· ch• lo C11•il: 
111. .l11ecc.v dt• fo f'c•nal: 
lf': .hu•cl'.\' ele lo /•"'ami liar; 
V. .luC'cl'.f cll'I Arrt•1ulamicntr1 lnmohiliarit1: 
VI. .lm•n•s de lo Concursal: 
J'//. .lut•cc•.\' ele Jnmatric:ulaciún .l11clici'1/: 
VIII. .lm•cl'.\' clt• Paz: 

1" TORRl·:S f>l,\Z 1.lllS 01111.1.FIU..tn. Oh C:il. l'ál! ~'7 
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IX. .luratlo Po1111lar; 
.X. /'rc•.'iicf,•11fL'.\" ele /Jdwft•.,·. y 
XI. Árhitro.1·. 

En términos claros se puede decir que la jurisdicción es una función estatal, 
encaminada parcialmente a la impartición de la justicia y la cual delimita en 
cuanto a materia y tc1Titorio esa función. 

2. l.1.3.- PROCESO 

El Diccionario de la Lengua Española define al proceso de la siguiente 
manera: 

En su acepc1on común, la palabra proceso si¡,,'llifica avanzar, marchar 
hacia un fin dctenninado, no de una sola vez, sino en momentos sucesivos. 
Estos momentos constituyen los diferentes procedimientos que inte¡,,'fan el 
todo que es el proceso. En si, todo proceso es una secuencia. 

Diversos tratadistas han tratado de explicar la naturaleza Jurídica del 
proceso; en el presente trabajo analizaremos las que nos señala el Doctor 
Cipriano Gómez Lara21 y nos hace referencia a las siguientes: 

l- Teorfa del proceso como co11trato. La teoría contractualista, supone 
la existencia de un acuerdo de voluntades entre actor y demandado, a través 
del cual se fijan los puntos del litigio y del cual emanan los poderes del 
.Juzgador. Esta teoría, olvida que no es necesario el acuerdo entre actor y 
demandado, para que tenga lugar el proceso, y así mismo, no considera que en 
el juzgador, el Estado delega su imperium, es decir que el poder del juez no se 
lo conceden las partes sino el propio orden jurídico. 

2.- Teorfa del proceso como c11asico11trato. La posición que sostiene 
esta teoría, en la que se considera al proceso como un cuasicontrato, se obtiene 
por eliminación de las fuentes de las obligaciones; es decir el proceso no cabe 
en la categoría de contrato, ni de delito, ni de cuasidelito, quedando por 
exclusión de Iris antes menciom1s el cuasicontrato. Esta teoría, al igual que la 
contractualista no loma en cuenta que no hay acuerdo de voluntades entre 
actor y demandado, y que inclusive pueda desarrollarse un proceso en rebeldía 
del enjuiciado, sin su consentimiento. 

:!1 vea~~ Oh l'it ClrlUANO rn'1r..n:z LAltA l'it~in1' 20'J. 



3.- Teorla del proceso como relació11 jurídica. Esta teor!a afitma que la 
actividad de las partes y del juzgador está regulada por la ley, por ende, el 
proceso determina la existencia de una relación de carácter procesal entre 
todos los que inte1vienen, creando obligaciones y derechos para cada uno de 
ellos, pero orientados todos a la obtención de un fin común, que _es la 
actuación de la ley. 

4.- Teorfa del proceso como si111ació11 jurfdica. Esta teoría, considera 
que en el proceso no existen derechos ni obligaciones, en atención a que dado 
su aspecto dinámico, sólo existen posibilidades, expectativas, cargas, y no asl 
un derecho a obtener una sentencia favorable, sino sólo la posibilidad de esa 
sentencia. Seilala igualmente que el juzgador no tiene obligación para con las 
partes, sino solamente tiene un deber para con la Administración de Justicia. 
De esta manera, al no configurarse una relación entre las partes y el juzgador, 
sólo se tiene una situación jurídica. 

5.- Teorla del proceso como """ plurali<lad de relaci011es. Según esta 
corriente, la relación jurídica nace de la combinación de una obligación, y 
eventualmente de un derecho que tiene por objeto la prestación de una 
actividad para el desenvolvimiento del proceso, por ende, si por un lado hay 
una obligación y por la otrn un derecho correlativo, se dice que existen tantas 
relaciones juridicas procesales, cuantos sean los conflictos, de lo que resulta 
que el proceso es un complejo de relaciones. 

6.- Teorfa del proceso como e11ti<la<I jurf<lica compleja. El proceso es 
un conjunto complejo de actos, del Estado como soberano, de las partes 
interesadas y de los terceros ajenos a la relación sustancial, actos todos que se 
enfocan o proyectan a la decisión de una controversia o litigio mediante la 
aplicación de una ley general a un caso concreto controvertido, por ende se 
dice que el proceso es una entidad jurídica compleja. 

7 .- Teorfa <le/ proceso como i11sti111ció11. Se considera que el proceso, es 
una organización puesta al servicio de la idea de la justicia. Por institución 
debe entenderse, un complejo de actividades relacionadas entre sí, por el 
vínculo de una idea comim objetiva, la institución se compone de dos 
elementos fundamentales, que son la idea objetiva y el conjunto de voluntades 
que se adhieren a esa idea para lograr su realización. En el proceso la idea 
objetiva lo constituye la actuación o denegación de la pretensión y las 
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voluntades que se adhieren a la idea son los sujetos que intervienen en el 
proceso, entre quienes se crean vínculos jurídicos. 

De lo anterior podremos observar que ninguna de las teorías que nos 
explica el doctor Gómcz Lara explica en si la verdadera naturaleza del 
proceso; así mismo, nos podemos dar cuenta que no existe una unifom1idad en 
los criterios que manejan los diversos tratadistas del derecho procesal. 

Para el caso de clasificar al proceso, tenemos que observar que no 
siempre se encuentra regulado por las mismas características ni modalidades, 
diversas circunstancias tales como observar el órgano que interviene en la 
existencia de un litigio, por ello la fonna como se estructura el proceso nos 
permite clasilicarlo en diversas clases. 

El citado profesor Aldo 13acre proporciona la siguiente clasificación: 

"J) Según la naturaleza del órgano que interviene, el proceso puede ser : 

a) Judicial. Que es el proceso por antonomasia, 

b) Arbitral. La ley admite la posibilidad de que las partes 
sometan la decisión de sus diferencias a uno o más jueces 
privados, llamados ¡írbitros, o amigables componedores, segim 
que, respectivamente, deban de ser o no actuación a fonnas 
determinadas y fallar a con mTCglo a las nonnas jurídicas. "22 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, prevé que 
las partes se puedan sujetar en cuanto n sus diferencias, a un juicio arbitral; 
esto en su nrticulo 609. 

"JI) De ncuerdo a la existencia o inexistencia de conflicto entre partes se 
clasifican en: 

a) Contenciosos. Se detennina al proceso que tiene la obtención 
de un pronunciamiento que dirima 1111 conflicto u oposición de 
intereses suscitados entre dos personas que revisten cnlidad de 
partes. Tienen por objeto una pretensión, siendo indiferente 

22 B1\CRE ALI><>. Oh Cit. l';\g J'Jl 
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que el demandado se oponga a ella o que rehuya a la discusión 
o a la controversia, ya sea no compareciendo al proceso 
(rebeldía), o por expreso reconocimiento de la pretensión del 
actor o allanamiento). 

b) Voluntarios. En los órganos judiciales, ya los hemos visto, 
cumplen una función administrativa consistente en integrar, 
constituir o acordar eficacia a ciertos estados o relaciones 
jurídicas privadas. Su objeto está dado por una o más 
peticiones "extra contenciosas" y sus sujetos privados se 
denominan "peticionarios" o solicitantes."2J 

El procedimiento de jurisdicción voluntaria, el cual tiene sustento legal 
en lo previsto por el Titulo Décimo Quinto del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, el cual en su artículo 893, previene lo 
siguiente: 

"Articulo tV9J. / .. a juri,'idicc:ilm voluntaria c:omprcndc todos los actos en que por cllspnsfc/ón 
cit.• la /c>y o por solicitucl ele lo.\· intcre.wulos ,'ie requiere la fntcr\'enc/lm del juez. sin que esté 
promovida ni se promucL'a CIU!.\'f/fÍn alKtma entre! partes determlnaclas. 

A .\·o/icitucl ele parle legitima podrán practicarse en c."ita vla las notljlcac/nncs o 
emplazamit•nto.\' lll'c.:c•.w1rio.\' en proci·.,·os C.\'IY<11!jc•ros ". 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
SC.IN - Compilación de Leyes Federales. 

Asl mismo el juicio sucesorio es uno de los considerados como 
voluntarios, el cual es regulado por el Título Décimo Cuarto del mismo 
ordenamiento, y el cual en su articulo dice lo siguiente. 

AR71Clll~O 769.- /4ttc~o que el lrihmwl ll'nga cunocimiento ele la muerte de una pcr.rnna 
clictart.1 con audit'nc:ia ele/ /\1ini.\'l''rio /'úhlico mil'ntras no .n• pn'.n•ntcn lo.f intcrc.,·aclo.f y .fin 
l'''rj11icio cit..• In clis1m,•.\'/O en d articulo 205 tll'I C 'ridil!o Civil. las providencias nec:e.\·arias para 
ascJ:urar lo.\· hien'"'" y si el cl{!imto no e,.a conocido o '"''taha cb .. • tran.\·etínf'' ,.,, el luJ:ar o si hay 
mt•nort'.\' interesaclm· o peli~ru de que .H.' ocult<'n o dilapiclt•11 los hit•11t>.\'. 

Ill) Por el grado de conocimiento se clasifícmt en procesos: 

~ 1 
fdem. Plt¡;ina.194. 
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a) Declarativos. Este proceso también conocido como de 
"conocimiento", tiene por objeto que una pretensión 
presentada ante un Órgano Judicial o un órgano arbitral 
dilucide y pueda declarar confonne a la aplicación de las 
normas y de confonnidad a los hechos alegados y probados. 

b) De ejecución. El proceso de ejecución, tiene por objeto hacer 
efectiva la sanción impuesta por una sentencia anterior de 
condena, que impone al vencido la realización u omisión de un 
acto, y éste no es voluntariamente acatado por el condenado.24 

El proceso de ejecución lo encontraremos regulado en el Capitulo V 
sección 1, relativo a la ejecución de sentencia. 

c) Cautelar. A través de éste se pretende asegurar y resguardar el 
resultado práctico de la sentencia que se pronuncia en diverso 
proceso o en el mismo; un ejemplo claro de este tipo de procesos 
lo es el .Juicio Ejecutivo mercantil, el cual a través del embargo 
trabado en los bienes garantiza en su par:te la totalidad del adeudo. 

IV) Por la fonna de su estructura se dividen en ordinarios o especiales. 

a) Ordinarios. Este proceso es uno de los más utilizados en la 
legislación, es decir, a través de éste se absorben, en última 
instancia todas las cuestiones que no tengan una tramitación 
especial. En cmmto a la estmctura del proceso ordinario está 
compuesto de cuatro etapas: infonnativa, probatoria, decisoria 
e impugnativa.25 

El Juicio Ordinario se encuentra regulado en el Código de 
Procedimientos Civiles del Distrito Federal, en el Título Sexto. 

2~ ld~m. 

b) Especiales. Estos son todos los procesos Judiciales 
contenciosos que se hayan sometidos a trámites o características 

43 



''i"'&.·· 
f.if~Li:J 
l~-e 

específicas y reguladas específicamente en la ley. Se caracteriza 
por la simplificación de sus fon11as y su ccleridad.26 

El título séptimo del Código de Procedimientos Civiles contempla los 
Juicios especiales, así, en su capítulo 11 se regula el Juicio ~jecutivo y en el 
capítulo 111 el Juicio Hipotecario. 

V) Procesos singulares y univcrsalcs.27 Los primeros son aquellos cuyo 
objeto consiste en una o más pretensiones o peticiones referentes a hechos, 
casos o situaciones jurídicas específicamente detem1inadas. Los segundos en 
cambio versan sobre la totalidad de un patrimonio con miras a su liquidación y 
distribución. Los juicios universales tienen el denominado fuero de atracción, 
en cuya virtud los jueces que conocen de éstos, deberán conocer de los 
procesos pendientes que se promueven contra el caudal común o acervo. 

El autor mexicano Luis Guillermo Torres Díaz, considera que "el 
proceso se constituye por una serie de actos jurídicamente regulados, que son 
ejecutados por los sujetos procesales para solucionar un litigio, mediante la 
aplicación de la ley general al caso concreto controvcrtido".2

R 

El profesor Urnguayo Eduardo J. Couture, define al proceso como" una 
secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el objeto 
de resolver, mediante un juicio de la autoridml, el conílicto sometido a su 
decisión. "2

'' 

El doctor Cipriano Gómez Lara entiende al proceso como un "conjunto 
complejo de actos del Estado como soberano, de las partes interesadas y de los 
terceros 1\icnos a la relación sustancial, actos todos que tienden a la aplicación 
de una ley general a un caso concreto controvertido para solucionarlo o 
dirimirlo "·111 

Zl'i ldcm. 

~ 11 TORRr.s l>IAZ LtTIS OllllJ.l·:RMO, 1EtJRJA Colf/:ili&JL..llliL. . .l:Ji!l<:.Efi!li!lL...Cánlcn11~ <"tlit1•, y 1li~rihuid11t. 1'iju1tn1t, MCskn, 
l'1tgin<1 124. 

29 cntrrtJlll~ r.J>t IARl>Cl J. «Jh. cit. l'agina 121 

Jo llOMF.Z t.ARA CIPRIANO, Oh. cit. 1'1t~i111t CJS. 

-------------------------------- 44 



De lo anterior podemos determinar, que el proceso jurisdiccional es un 
conjunto de pasos sistematizados y concatenados, que tienen como fin 
resolver un conílicto. Por ello se dice que la finalidad del proceso es dirimir la 
cuestión debatida a través ele la sentencia del juez, dando fin con esto a la 
probable intención de los particulares ele hacerse justicia por sí mismos. 

2.1.1.4.- PROCEDIMIENTO 

La terminología ele las acepciones proceso y procedimiento, tienden a 
ser relacionadas e incluso a ser confuncliclas, por lo que he considerado la 
necesidad ele hacer la diferenciación; daré a continuación la definición de la 
palabra procedimiento. · 

Según se ha precisado en el apartado anterior, el proceso jurisdiccional, 
está compuesto de una serie de pasos concatenados que tienen un objeto en 
particular y que es instrnir al juzgador a efecto de que éste declare el derecho a 
favor de alguna ele las partes, para alcanzar la sentencia. El procedimiento, en 
cambio, constituye cada una de las fases o etapas que el proceso puede 
comprender. 

La etimología Procedere, de la cual los vocablos proceso y 
procedimientos provienen y que significa avanzar o ir hacia delante, resulta 
útil para distinguir las diferencias referidas y existentes entre las dos 
tenninologías, desde el punto ele vista teórico e inclusive práctico. 

Se debe ele considerar al proceso como el género o la gencraliclacl y al 
procedimiento la especie o la parte que conforma esa gcncraliclacl. Así pues, 
dentro del proceso, pueden existir diversos procedimientos, tales como el 
procedimiento probatorio o de impugnación. Esto es que el procedimiento en 
sí es un escalón ele la serie ele escalones que confonnan un proceso. 

2.1.1.5.- COMPETENCIA 

En este rubro podemos entender, que como nos lo marca el Licenciado 
Cipriano Gómcz Lara, la competencia se debe ele estudiar el sentido estricto y 
el sentido lato. En el sentido lato podemos entender a la competencia como la 
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esfera, el <irnbilo o el cam~o dentro del cual una autoridad puede desempeñar 
válidamente sus fimciones: 1 

En sentido estricto podemos entender a la competencia como la facullad 
delegada a el Órgano .Jurisdiccional para conocer o entender de detem1inado 
asunto. 

Así debemos entender que la función jurisdiccional del Estado debe de 
ser desplegada a través de personas 11sicas Uuzgadores), las cuales 
materializan el impcrium del Estado para poder dar paso a la impartición de la 
justicia. Es por ello que los mismos deben de contar con los elementos 
suficientes para la solución de los coníliclos que se presentan entre los 
particulares, surgiendo así la necesidad de tener que contar con sujetos 
jurídicos que conozcan de ciencias, artes y demás materias, de las que el 
juzgador por virtud de su instmcción, no tenga conocimiento. 

Por ello es que el Doctor Cipriano Gómez Lara precisa que el tema de la 
competencia no es exclusivo del derecho procesal, sino que está referido a 
todo derecho público. 

De lo anterior podemos dilucidar que existe una verdadera diferencia 
entre los ténninos jurisdicción y competencia, entendiendo al primero como la 
función estatal; y al segundo como la ley que impone limite en el desarrollo de 
las funciones jurisdiccionales a los órganos en que se delega. 

El maestro Eduardo J. Couture, a este respecto nos dice " que hasta el 
siglo XIX estos conceptos se apreciaban como sinónimos, ya que se aludía a la. 
falta de jurisdicción como falta de competencia". Después concluye diciendo· 
que la competencia es una medida de jurisdicción. 

Un ejemplo claro de esto, es decir que todos los jueces tieneri 
jurisdicción, pero no todos tienen competencia para conocer de .detenninado' · · 
asunto en cuanto a la materia, grado, cuantía, ni territorio. 

En ese entendido, podemos decir que existe incompetencia cuando la 
autoridad no está legitimada o facultada por la ley, para desarrollar tal o cual 
actividad, y en este caso su actuar ·será nulo o ineficaz. Así el articulo 154 del 

ll VlHe, OOMF.l. l.i\R1\ Cll'RJ,\Nn. flh Cit. l';\~ 127 
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Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal sanciona con 
nulidad lo actuado por un Juez incompetentc.n 

,\·a/vo: 
'"Articulo 15./. E.'i 1111/0 tocio lo actuado por el juez c¡11c fuere.• declarado incompc.•tcntc.•, 

/. La clcmancln, la co11tL0stac:/ó11 a la demanda, la reconvención y s11 
contestacicín, si las hubo, las que .se tendrán como prcscntadns ante 
el .Juez en que reconocida una incompetencia, sea dcc/araclo 
competente; 

//. /.,a.1· ac111aclones re/arivm al cm1fliclo compelencial, o aquellas por 
las que se decrete ele <~flcio. 

fil. Cuando la incompetencia sea por razón del territorio o convengan 
las partes en su w1/ic/c.•z; 

IV. Que se tral'' fk inc:omp<•lcncia sohrcvcnicla. y 
J"; /.O.\' ÚClnÓ.\' CCJ:WS CIJ /os <Jlll' /a /c•y /o t'XCC{J(IÍC. " 

Regresando al análisis que realiza el Doctor Gómez Lara, la 
competencia se puede dividir en dos dimensiones, que serían objetivas y 
subjetivas. Entendiéndose por las primeras, las que se refieren al órgano 
jurisdiccional en sí como la abstracción; así mismo debemos entender a la 
competencia subjetiva no aduce en sí al órgano jurisdiccional, sino a su titular 
o a los encargados del ejercicio de sus funciones. 

Para determinar la competencia objetiva el maestro Luis Guillermo 
Torres Díaz, el cual en su libro "TEORIA GENERAL /Jli/, PROCESO" nos 
dice que existen cuatro criterios tradicionales que son, la materia, el grado, el 
territorio y la cuantía.33 

Así pues una de las manifestaciones más claras en nuestra legislación a 
este respecto, la encontramos en el Código de Procedimientos Civiles para el 
Distrito Federal, el cual en su articulo 144 dispone lo siguiente: 

"Artfcu/o 144. /,a competencia de los trib1111a/es se determinará por la 
materia, la c11a11tía, el grado y el territorio. " 

Código de procedimientos Civiles para el Distrito Federal, SCJN Compilación 
de Leyes Federales 
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a) La competencia pur materia, radica en la especialización de la 
función jurisdiccional, así pues se encuentra un trabajo de distribución de la 
competencia tomando en cuenta las pretensiones del actor; esto es si el 
conflicto prcsenlado al órgano jurisdiccional es de orden civil, se substanciará 
a través de la aplicación de mm ley civil, y lo mismo si es de carácter familiar, 
penal, laboral, etc. 

Lo anterior provoca que la división del trabajo judicial sea asi¡,11iada a 
ciertos órganos que de antemano cuentan con la facultad para conocer del 
conflicto, con exclusión de los demás que cuentan con esa misma jerarquia, 
pro de otro tipo de controversia; es por ello que en el sistema judicial 
encontramos diversos tribunales especializados en las diversas ramas del 
derecho. No así en aquellas en las que, por el poco trabajo que ocasiona la 
región, un solo Juzgador puede resolver todas las contiendas que se le 
presentan, sean de naturaleza civil, mercantil, familiar o penal. 

Nos dice el maestro Carlos Cortés Figueroa que la repartición de 
facultades de la competencia se puede satisfacer cuando menos en tres 
finalidades: 

"... dÍl'idir el traha¡o propnrcio11a/111e11te, lograr has/ante 
especialización y declicaci<Ín espec(fica ele los rírganos jurisdiccionales ... "·14 

Cabe aclarar que en nueslro sistema legislativo, la ley es la encargada de 
determinar la tan referida naturaleza de los conflictos o la litis, han de conocer 
los diferentes tipos de órganos jurisdiccionales. Esto es así, que en el Distrito 
Federal, el artículo 48 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 
para esta entidad establece lo siguiente: 

"Artlc:u/o ./8. Son .llll'Ces e/e• />riml'ra Jn.,·tunda: 

/. J11ec<'.'ii de lo Ci\•il; 
11. .h1c•c't.'S ele fo Penal: 
///. .Jm•c1.•s cit.• lo Familiar: 
/V .Jm•n•s clt•I An·t•ndamh•ltlo lnmohiliarlo: 
J,: .lm•n•.\· tic• lo Crmcur.,·al; 
VI. .l11ec:1.•s ele lnmatric11/m:iú11 .ludidu/, y 
J7/. Pn•sidenl<'S ele d<"ht1/t•.\·." 

·
14 

CARLOS CORT(~S rlOllEROA. /N1U0f!J..!!.J.'l~IJ!1B!A CiENHHAI. {JEI. l'UfWE.\'{l 1° l:1lidón, C..trilcnn.it E1lilor y 
()iqrihui1l11r. t.fhko 1974,fll\¡:ina 122 
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Un ejemplo más claro de la delimitación de la competencia por materia, 
la encontramos en lo dispuesto por los artículos 50 y 52 ele la Ley Orgánica 
del Tribunal Superior ele Justicia del Distrito Federal, los que a continuación 
se transcribcn:~5 

"Articulo 50. / ... os jurcc.'i de lo Civil cmwct•rán: 

l. /Je /o.i; asunto.\' el<• juri.wliccitSn volunrar/a, cuyo conocimiento no 
corresponda a los .luece.'i de lo Familiar. dd A rrcnclcmric'nto lnmnhlliarlo y ele lo Co11c11rsal; 

11. /Je los j11/clos contrncio.ms que ver.ren .rnhre la propiedad o demás 
deri•c:lw.'i n•a/cs sohrc imm1t•hles, .'iicmpn• quc el valor de estos .'fea mayor ele sCSL'llfa mil pesos, 
cantidad qm• se actualizará en .fhrma anua/izada pn el mes de clicicmhrc para empezar a regir el 
¡ir/mero el<• 1•1u•ro siR11ien1t·. ele m:ucrdo con t.•/ Jndict.• Nac:imurl t!L• Pn•cios al Consumtclor cjue 
determinl' ,•/ llaneo ch• /iléxico. 

///. /h.' los c/,•nu'rs lll'gocios de j11ri.wli<:ciú11 común y conc11rrcntc, cuya c11ant(a 
cxct•cla de \'t'il1ft• mil pt•sos y qlll' ,\'t'l'Ú actualizada t'l1 los m/.\'l1WS términos ele la fraccicin anterior; 

/Jt• ICJ,\' lntt•rclic:to.\',' 

I". /Jt• las cliligt•ncias clt• los cxlwrtas, rogatorias, sup/icatorias, rcqu/,\'llorfas 
y clt•spachos, y 

VI. /Je los clcmcís a.nmto.\· qw.' le encomlenclcn las leyes. " 

"Art/c11lo 52. Los fll<'ces ele lo firmlliar co11ocerá11: 

/. l>t• Jos proct•climh•ntos clt• j11ri.w/ic:c:i1h1 vo/1111taria rclacimraclos con el derecho 
.ft1111///e1r. 

JI. /)e Jos juicios c:onte11cio.w.,· rc.•lat/\'o.'i al matrimonio a su Ilicitud o nulidad: de 
cli\'orc:io: q11t• .H' rc.fh•r1m al régimen clt• hit•nt•s t'l1 l'I matrimonio: que tengan por objeto 
mocl~ficacione.\· o rt•ctijicm:lone.\· clt• las actas del /legistro Civil: que ,~fectcn al parentesco, a los 
alimento.\·, o Ja paternidacl y u la.fi/iac.:id11, que tt•n)!an por ol~jt•to c11t•.,·t1mws clerivacla.\' ele la patria 
potestad. t'.\'laclo tic intl'rcliccit'Jn y tutela. y las cllt'.\'timws ch.• cmst•nc:ia y dt• pn•.\·tmc:ltin el!' muerte, y 
que .'ie re.fh•ran a c11alq11ic•r c:ut•.\·tiún r<.'laciomula con el patrimonio de fim1ilia, con,,.,, con.ftif11ció11, 
cli.\·111/1111cftín. t•xtincitin o t!fc'ctacidn ('11 c11a/q11il'r.fiu·ma; 

///. /)e los j11ic10.\· .vuc.:esorios; 

/lf, /Je los a.\'lmtos fuclicia/co.\· conct•r11it•11tes a otras acciones relativas al estado civil, a 
la capaciclacl ele la.\' fJt'r.wna.'i y.a la.\· clerivmla.\· cid 1mrt•ntc.w.:o: 

V. /Je /m; dili~c·ncia.\· ele con.'ii)!nm .. ·itín en todo 1" relativo cr la mcrtcriafamiliar: 
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VI. De la cliligcnclacicín de los t•xlwrtos, .\·uplicator/a.\·, req11isilorias y clcspaclws. 
n•/m.:ionados con el ordt•n .fi1mi/iar; 

1 "/ /. /Jt• la.\· c1u•.\·fioncs relativa.\' a los asuntos que afi•ctt•n en sus clcrecho.f ele persona a 
los me1u,,·es ,. inc:a¡mcitados, y 

VIII. Hn }.!Clwral, toda.,· /a.\' cut•stionc.'ifamiliares que reclamen fa /11/en,enclónj11clic/a/." 

De los cuales indica que los Jueces de lo Civil y de lo Familiar, 
por citar un ejemplo, conocerán sólo del tipo de controversias 
correspondientes a su especialidad. Esto es así que un Juez de lo Civil del 
Distrito Federal, resultaría incompetente para conocer de un Juicio de 
divorcio, en virtud de que ese tipo de controversias se encuentran reservadas 
para los Jueces de lo Familiar. 

Se puede entender que generalmente la competencia en función a la 
materia no es prorrogable o transferible, sin embargo la excepción a esta regla 
nos la da el artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal, permite que sea prorrogada en materia civil y familiar, siempre y 
cuando se actualicen las hipótesis contenidas en dicho precepto. 

"Artlc.:11/0 l·l'J. /.a comf'<'/t•nda por raztin ele/ territorio y mntt•rin son las IÍnlcas que se 
pw•clt•n prorro~w·. safro 'I"" corn•s¡,,,,u/an al.fi"•ro.fi.•tl"r"I. 

/.,a compt•ft•ncia por ra;:cin dt• la matt·ria. únicamc•nte c•s prorro>:ah/e t'IJ las mnlt•ria.\' civil y 
fim1iliar y t'n aqlu..'l/os cn.,·os c•n qut• la.\ 11n•s1ac.:ionc•.\' lt·n~cm Intima conexión t•ntn• si, o por los 
nexos <'llfrt• la.\· f't'r.rnnax t¡llt' liti~w·n .. wa por ro:án ele/ ¡1m·c·nh•sco, 11t'J!Ocios sociedad o similares, 
o deri\'l'll dt.' la muma c:a11.w1 de pt•clir ,,.,,, c¡11c para qnc Of'l'l'L' fa prfirroRa dl.0 competencia en las 
materias seiJe1/cula.\·, ,\'l'O 1wc.:t•xario cmJvt•nío l'n/re la.\· partes. ní ciará lugar a excepción sobre el 
¡mrlícular. Hn con,·<0c:m•11c.:ia ninRlin /l'ihunnl podrá ah.,·tenerse ele conocer de a.mntos 
arJ.:mnt•ntmulo Ji.rita d<' c:ompl'tcnda por mafl'ria cmmclo .\'C' pre.H•ntt• alr.ww clt• los ca.m.f scnalaclos, 
t¡lll' ciar/a IU}!Cll' a la cfi\•isiún dt• la crmli11c•nch1 dl' la causa u a 1mtlt1p/icidad cll.0 litiy,ios con po:fifhle.f 
rt'.\'t1/11cituu•.\' c..:011traclictoriaJ. 

7'amluh1 .H•rcí />l'on·o}.!ahh• d ca.,·o rn q11<', c:onocíenclo l'I trihunal superior de apt'lacliJn 
contra auto o inft'rlocutoria, /ns parfl•x t•stén ele acuerdo en que cmw:ca de la c11e.ftiti11 principal. 
¡.._·¡juicio ,\'l' S<'Y,llirá tramitando c:m~fi11·mc a las n•y,/a.,· dt• su clase•, prosiy,uiénclo.\'l' é,,.,,. cm/t' el 
,\'upl'rior." 

En conclusión se puede definir que la competencia por materia se 
constriiie en el hecho de conocer las pretensiones del actor, pnra que el Órgano 
Jurisdiccional que cuente con la investidura que la ley le faculte, pueda 
conocer ele detenninaclo asunto ya sea ele Orden Civil, Penal, familiar, etc. 
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b) La competencia en función del grado, nos dice el maestro Torres 
Díaz, tiene una doble fundamentación la cual se encontraría en la organización 
jenírquica de los tribunales y la necesidad ele un estricto examen de oficio o a 
instancia de parte, para la cual se pueda corregir los diversos errores 
ocasionados por omisiones o mal valoración en los elementos que pudiera 
contener un fallo:"' 

Este criterio ele cletenninación ele la competencia nos presupone los 
diversos escalones o instancias que el proceso trae consigo a través de las 
diversas jerarquías que los órganos desempeñan en la función Jurisdiccional. 

Entendamos así el proceso como la organización jurisdiccional, en la 
que la primera instancia (A quo) el órgano se encargará ele conocer, dirigir y 
resolver la litis a través del proceso. La segunda instancia revisará los folios 
emitidos por él A quo, los cuales senín órganos de menor jerarquía o grado; es 
decir que lo resucito en primera instancia será revisado nuevamente y el 
encargado de revisarlo es el superior jerárquico del juez de primera instancia; 
lo que en el caso del Distrito Federal son las Salas del Tribunal Superior de 
.Justicia, integradas por tres magistrados, quienes en fomm colegiada o unitaria 
confinnanín o revocar<in lo resucito por el Juez ele origen. 

Es el caso que los magistrados se consideran con mayor preparac1on, 
por lo que al llevar a cabo sus funciones debed de ciar mayor alcance al valor 
ele las pruebas ofrecidas por las pm1cs, durante la secuela procesal; esto no 
quiere decir que respecto ele la pmcba pericial que pudiese haber sido ofrecida 
por las partes el Magistrado tenga los conocimientos suficientes para 
clcsacrcclitarla, sino que, valornní las que ya se hayan en los autos del asunto 
en estudio. 

El tribunal ele primera instancia cst;í impedido para conocer asuntos que 
correspondan a su superior jenírquico, es decir es incompetente para resolver 
controversias en segunda instancia. Así mismo, el tribunal de segunda 
instancia está impedido para conocer de asuntos que competen a los jueces ele 
primera instancia, salvo lo previsto excepcionalmente por el último párrafo del 
artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
que textualmente dispone lo siguiente: 17 

. 

"' \'in~e. 1.1 llS ot JJl.I rR~H 1 TORRES llf,\/. l'á~ tm 
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"Artlc11/o / ./9, ..... (último párrafi•). .. También será pmrrogahlc el caso en q11c, conociendo 
el tribunal supt.•rfor ele apdaci<ín contra auto o lnterlocutnria, las partes e.o;tén ele acucrclo en que 
conozc:o ele la cm•stitín principal. El juicio,\'(' SCJ.:lllrá tramifanclo cm!fiJrmc a las regla.~ de su clase, 
pro.,·i,;ttiénclo.H! i1.,·te ante el superior. " 

La Ley Orgánica de del Tribunal Superior de .Justicia de Primera 
instancia en su artículo 43 lija qué clase de asuntos conocerán los juzgados 
civiles de primera instancia y cuáles las salas civiles: 

"Artlc11/o .JJ. /.as Salas en materia CM/ en los a.wntos ele /o.v j11zgaelos ele .rn aelscrlpción, 
conocerán: 

/, De los ca.rn.r de rcspmrsahi//clacl civil y de los recursos de apelación y 
queja que se intcrponJ;an en CJsunto.r civiles. contra las resoluciones 
cliL'tmlas por los jm•ccs ele los Civil, ele/ Arrendamiento Jnnwhtliario, de lo 
Concw·.n1/ ''ele lnmatric:ulacicin .fudicial; 

11. /Je las cx,:u.w1s \' n•cusac:iom•.,· "'' los itu.:ct'.\" Civiles. del Arrendamiento 
Jnmohiliario, c;mcursale.,· v de lnm¡,triculacirSn .Judicial del Tribunal 
,\·upc•rior dt• .Justic:ia: ~ 

111. /Je los COl!flictos cmn¡1t•t,•nc:iah-.f que• se suscitc•n ,.,, materia civil entre las 
autoridndl'S j11cltcialcs cid Tnhunal .\·upc•rior ele .Justicia y, 

IV. /)(• fo.,. cll!mCÍ.'i n.'iWJlos lfll<' c/t'll'rminf'n ln.f lt'J'<.'.\". " 

Se puede concluir diciendo que la competencia por grado, nos refiere a 
las facultades jurisdiccionales de instancia, en la cual se tramite el proceso. De 
lo que se podría decir que en nuestro sistema legislativo existen dos instancias, 
en la primera se plantea la pretensión y se instruye al juzgador a efecto de que 
resuelva la controversia que le fue asignada; la segunda instancia estudia la 
legalidad del fallo emitido por la primera instancia. La ley delimita el ;ímbito 
de competencia de los distintos órganos jurisdiccionales resultando 
incompetentes los Jueces de primera instancia para conocer de asuntos 
encomendados a las Salas, y viceversa, salvo los caso en que es prorrogable la 
competencia de acuerdo a la propia ley. 

c) La competencia en función del territorio, se plantea por el maestro 
Gómez Lara, como la división geográfica para la distribución del trabajo 
jurisdiccional, consistente en asignar a un tribunal en particular la facultad 
para resolver los conflictos suscitados entre particulares en una porción del 
territorio nacional. Esto es que, implica en si mismo una división geOb'fálica, 
demográfica, económica y social 

Se puede entender asl, que la competencia por territorio tiene una 
finalidad similar a la denominada competencia por materia, en cuanto a la 
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distribución del trabajo, empero ésta lo distribuye entre órganos de igual 
jerarquía y ramal del derecho. Es así como la Constitución Federal, 
principalmente en los artículos 43 y 45, nos delimita los territorios de las 32 
entidades que conforman la nación y la fonna de solucionar los conílictos que 
pudieran existir entre las mismas, como a continuación se transcribcn: 3

R 

"CAl'ITULO 11. 
De las partes integra11te.1· de la Federación y del territorio nacional. 

Artíc11lo 43. /,a.1· partes integrallle.1· de la Federaci<ín son los listados 
de Ag11ascalie111es, 1Jc1ia Cal(/i1mia, Nc!ia Cal!fr1rnia Sur, Campeche, 
Coal111ila, Colima, Chiapa.1·, Chihua/111a, D11ra11go, G11aní!j11ato, Guerrero, 
Hidalgo, .falisco, flvh;xico, /l.licl10accí11, flvforl!/os, Nayaril, N11evo León, 
Oaxaca, /'uehla, Querétaro, Q11i111a11a Roo, San /,uis /'otosí, Sinaloa, 
,\'mwra, 'llthasco. Tamaulipas, 11m:cala, Veracruz, Yucatán, Zacatecas y el 
/Jistrito Federal." 

"Artículo 45. /,0.1· Estados de la Federación conservan la extensión y 
límites que hasta hoy han tenido, siempre que 110 haya dificultad en cuanto 
a l~.\"/OS. 11 

Por su parte la Ley Orgánica, del Poder Judicial Federal, asi como las 
respectivas de los Tribunales Superiores de Justicia de las treinta y dos 
entidades federativas y el Distrito Federal, se encargan de dividir los 
territorios en que ejercen su jurisdicción, en demarcaciones gco!:,'l'álicas, a las 
que se denomina distritos judiciales, circuitos o simplemente demarcaciones, 
dentro de los cuales sólo pueden actuar validamente los órganos 
jurisdiccionales que en él residen. 

Es pertinente aclarar en este punto que los juzgados integrantes del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, no tienen esa delimitación 
territorial, pues pueden actuar válidamente en tocia esta demarcación, no así 
los Juzgados de Paz, los cuales tienen una competencia detenninada a través 
de las Delegaciones que lija la Ley Orgánica de la Administración del Distrito 
Federal; pudiendo así tener competencia detenninado Juzgado de Paz en una o 
más Delegaciones, segíin lo dispone el artículo 69 de la Ley Orgánica del 

.\JI cnNs·rt1'llt'll1JN rcu.ITICA 1>1~ 1 os nrr,\JlllS l/NlllOS ~ffXl<'ANOS 
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Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, mismo que a continuación 
se transcribe: 

"Artlc11/o 69. m Con<~i" de la .lmliccrt11ra .<ellalará la COlll(JL'/enc/a /crrilortal de Jos 
.l11zgado.\· ele /•uz. ¡11ulil'1Ulo un juzgado oharcar jurlsdíccidn t•n una o varia.-r /Jc/egacfoncs. ~r..·c 
podrán c.vtahlcct•r dos o má.v .JuzJ.:mlo.\· t•n una clelcgac:i<ín. " 

Según se ha dicho, Sin embargo, para dctem1inar ante qué Juzgado 
deberá promoverse una demanda, además de identificar cuál es el competente 
en determinado territorio, la contienda judicial. 

Debemos entender así, que las Leyes Orgánicas de cada Tribunal 
Superior de Justicia delimitan las áreas geográficas en las que cada .Juzgado 
tendrá competencia. La determinación de cuál juzgado conocerá de una 
demanda o contienda judicial confonne lo antes precisado, será necesario 
además tomar en cuenta las reglas para la fijación de la competencia que 
establece la Legislación Procesal de la entidad federativa en que se pretenda 
tramitar. 

Los Códigos Adjetivos Civiles de cada Estado, contemplan hipótesis 
jurídicas de muy diversa índole que sirven para fijar la competencia, 
dependiendo de la clase la controversia que se pretenda instaurar, así el 
artículo 156 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal 
previene lo siguiente:·'9 

"Arrlculo 156. /;;s .Juez cm,,petcnte: 

l. H/ del l11Kar que t•/ dt•11dor /Jaya clesiKnado para .<C'r rcq11crtclo j11dicia/mentc de 
paJ.:t1; 

//. El del lugar sc.•11a/aclo en el contrato para el cumplimiento dt• fa ohligaddn. Tanto 
t•n esta caso como t•n d mJtl•rior. surte d fuero no solo para la cjec11ción o 
c11mplimic11to cid contrato, .'fino para la rc.,·ci.\'ltÍn o nulidad; 

JI/. El e/(• la uhic.:acián ele la cosa. si se cjcrdta una acción real sobre bienes 
innmehlcs. /,o mixmo .n• oh.\'t•nurá n»vu·cto ele la.\' cuC.\'liones clcrlvadas del 
contrato ele arr(•ndamicnto e/(• lmmwhlcs. 

JI~ El del clomicllio dt.'I c/(•manclmlo, si .H' trata c/pf ej(•rciclo de una acción sobre 
hlt•nes muchlcs o ele acdont'.\' pcr.wnales o del t•.\·taclo civil. Cuando sean varios /ns 
clemmulados y tuvit.•n•11 cli\'('r.\·os domicilios, será compdente d juez que :w 
cm .. ·ucntre ('11 turno dt'l clmninlto que ese, ya l'I actor; 

V. Hn los juicios hc·1·t•1htario.\" d jtw= c•n cuya Jllri.w/iccit'm haya tt•niclo su último 
domicilio d autor de la lll'rcncia; a fi.tltn ch• ('.H' domicilio los será el ele la 
uhicac:ián e/(• ¡,,,,. hit·ne.\· raJn•.v c¡m• fhr;n,m la lu•rcncia; y a .fOlta de clomic:ilio J' 
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VI. 

VII. 
VIII. 

IX. 

XI. 

XII. 

XIII. 

hil'nes rain•.\', d dt'I lu;:ar dl'I fi1/h•c:imfrnto dt•I autor"'' fa herencia. f.o mismo se 
oh.\·i·rvará en cn.HJ.\' clc· aust•ncia: 
A c¡ut'I en cuyo territorio radica un juicio ,f11cesorlo para conocer: 

a) l>t• la acciont's dt• pc•ticirín de herencia; 
h) J.Ji• las acc:io11c.'.\' contra la succ.•.\'ic'm antes ele la parlicfrín y ac(judicación 

d1!/o.\·/Jienc.\': 
e) De• la.v acci<mt•s ele 1111/iclacl. rescisión y evkcfdn de la partición 

lwreditarit1: 
En lo.f concur.,·o.v ele• acr,•cclon•s el .lut•z ele/ clom/cilio cid deudor 
En lo.v actos ch• jurisdiccián \•oluntaria. el de•/ c/umicilio del que promueve, pero .ti 
se• /rata,.e dt• hic•nt•s ralc:t•s, fo st•rá t•/ del lugar donde estén uh/cae/os,· 
En los nexocios rl'lalivo.t a la tutela de• nu!twn•s e incapacitados, el juez de la 
n·.,·iclt'ncia dt• éstos, ¡wra la dl'.\'IJ!nac.:iún del tutor, y en los demás casos el del '· 
clomicilio dr t~ste: 
l!n los ncgocws rl'/atil'O.\' a st1plir el c:mucntimicnto de q11fr11 ejerce la patria 
potestacl, o impt•dime1110.\· para contraer matrimonio, el del lugar done/e .ve hayan 
f'r<'.\'c•ntaclo lo.\· pr<'lt•ndit•ntc.,·: 
/,ara c/,•cir la.\· cl~/i'renc:ia.\· cm1y11}!ales y losj11iclos ele 1111/iclacl ele/ matrimonio, la e.v 
el dtunici/i11 c:onyu)!al; 
En los .Juicio,,· dt• c/il'r1rcio, t!I tribunal e/el clomlcllio conyugal, y en caso ele 
abcmclmw dt• hoJ!ar. d cid domicilio dd cónyuge abandonado: 

Un los Jllicios cit.• alimrnto.\", C'/ clomicilio del actor o el ele/ clcmandaclo a elección 
cid primt•ro. " 

Las anteriores reglas, detenninan ante qué Órgano Jurisdiccional, 
dependiendo al territorio en que por ejemplo, tenga su domicilio el deudor o 
bien se haya establecido el domicilio conyugal, segiln corresponda al tipo de 
controversia que se instaure. 

El precepto en cita nos proporciona las reglas que deter111inan ante que 
Órgano .Jurisdiccional deberá desanollarse la controversia judicial, 
verbigracia: se toma como domicilio el del demandado o en su caso el 
domicilio conyugal para detenninar dependiendo del tipo ele controversia de 
que se trate, esto es que se fija la competencia judicial por materia, territorio, 
cuantía y grado, del juzgador en base al domicilio y al monto del adeudo. Por 
ende si las reglas para la fijación de la competencia y la demarcación 
territorial del Juzgado ante el que se promueva no son to111adas en cuenta, se 
producirá la incompetencia del Órgano Jurisdiccional con sus respectivas 
consecuencias legales. 

En conclusión, la competencia en razón del territorio obedece a la 
circunscripción territorial en que legitimamente puede actuar el Órgano 
.Jurisdiccional, de acuerdo a lo que establezca la respectiva (Ley Orgánica del 
tribunal) ante el que se promueva, y las reglas para la fijación de la 



competencia contenidas en la Legislación Adjetiva de la entidad federativa 
que corresponda. 

el) La competencia en razón de la cuantla o importancia del asunto. Para 
la deten11inación de la competencia de los Órganos Jurisdiccionales se debe de 
partir del supuesto que a mayor cuantía, mayor importancia, de modo que los 
asuntos de mayor cuantía debenín de ser asignados a jueces de mayor 
jerarquía. 

Este criterio, podemos observar que al igual que a la designación de 
competencia por territorio y materia, obedece a la división del trabajo para un 
más eficiente cumplimiento y desarrollo de la función jurisdiccional. 

En el Distrito Federal, existen Juzgados denominados de Paz o de 
menor cuantía, y juzgados de primera Instancia. En materia Civil, los 
Juzgados de Paz conocen de controversias de cuantía inferior a la de los 
asuntos de que conocen los Juzgados de Primera Instancia; esto es que en la 
actualidad en el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, para que un 
asunto se asigne a los Juzgados de Primera Instancia la cuantía del asunto 
deberá ser mayor a $54,000.00; y los que no tengan esa cuantía se dirigirán a 
los Juzgados de Paz. 

El artículo 71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, nos delimita la clase de asuntos de que han de conocer los 
jueces de paz en materia civil. 

Articulo 71. Los .Jueces ele l'oz cid /Jlstr//o l'ecleral, en materia civil, conocerán: 

/. /Je lo.\' juicios colJlenciosns qnL' versen sobre la propil•dad o demás derechos reales 
sohre inn111ehles, qm.! ll'nJ:an un valor ha.\'la clt• ,\'t'.'ienta mil PL'.HJ.'f. Jfn lo.t demá.\' 
casos clt• jw·i.,dicchh1 CfJ11IL'nc10.\·a, común y concurn•nff.!, cuyo co.rto no exceda de 
veinte mil f'l'.HJ.\", /JidU1.\' c:anticlcuh'.\' se actualizarán en fi1rma anua/lzacla que 
dc•hcrá regir n partir ele/ prinu.•ro tic t•nero ele cada ano. ele acuerdo con el Índice 
Nacional ele Prccio.r al Cons1m1iclor q1U' detc.•rmine el Hanco ele México. Se 
cxccpt1ia11 lm; intc•rclic:tos. lo.\· a.\·1mto.v de c:ompctc.•nc:in de los .Jm•ces de lo Familiar, 
los re.\·ervcu/os a los .l11ec:c'.'í dd ArrC'ndamit•nto Inmobiliario y t/,• lo Concursa/; 

11. J>c las cllligrncia.\· preliminar<'.\" dr c.·muignación, con la misma /lmllacltín a que se 
rt;fiere la fracctrin i1"1tl1cliala antc•rwr, y 

///. /)e la clillgc•m:im:ián e/(• /ox exlrorto.\· y ch•spaclw ele los demás a.\'mrtos q11c• le.\' 
t•ncomi<•ndan /ax h•yt•s. 
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Del ordenamiento en cita podemos observar cómo la ley limita la 

competencia de los Jueces ele Paz, con base en la cuantía de los asuntos, y de 
esto cabe concluir, que la competencia en función a la cuantía, es un criterio 
que delimita la facultad jurisdiccional para conocer de un asunto y que se basa 
en el monto de los negocios que han ele someterse al proceso jurisdiccional. 

El Doctor Cipriano Gómez Lara,40 considera también como criterios 
para delimitar la competencia el turno y la prevención. 

El tumo es un fenómeno de afinación ele la competencia que se presenta 
cuando en un mismo lugar, en el mismo partido o distrito judicial, o en la 
misma población, existen dos o más jueces de la misma materia y jerarquía; el 
tumo es un sistema de distribución de los asuntos nuevos entre diversos 
Órganos .Jurisdiccionales, ya sea en orden de presentación de dichos asuntos o 
en razón de la fecha en que estos se inician; a través del cual se pretende que 
la carga de trabajo de cada juzgado sen la misma, y por otra pnrte persigue que 
el litigante no pueda escoger en que juzgado desea trnmitar el juicio. El tumo 
debe de entenderse así, que puede presentarse en razón del tiempo o por fecha, 
cuando en un lugar existen dos o rmís juzgados de similar competencia, pero la 
que se asignaní en razón del lugar al que le corresponda al juzgado al 
momento de la presentación del escrito inicial de demanda. 

La prevención en torno de la competencia se produce cuando existiendo 
dos o más jueces igualmente competentes, se tramiten asuntos conexos en dos 
o más distintos, en cuyo caso, será competei1te aquel juzgador que conoció en 
primer término, es decir con fecha anterior a los dermis. 

2.1.2.-SU.JETOS DE LA RELACIÓN .JURÍDICO PROCESAL 

De los amílisis y razonamientos vertidos en base a las distintas teorias 
procesalistas, hemos llegado al punto rmís complejo del proceso, ya que de no 
existir partes en un proceso tendientes a deducir una contienda de intereses 
distintos y Órganos .Jurisdiccionales que tuvieran la facultad de dirimir estas 
controversias se caería en la anarquía absoluta y las diversas sociedades 
regresarían a la ley del talión. 

~ 11 (1(1~117. l.1\Tl1\ t'll'RIANf), flh Cit l'it1~i1m 1.12 
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Históricamente la doctrina predominante ha dctcnninado que son sólo 

tres las partes o sujetos de la relación procesal: el primer lugar lo ocupa el 
juzgador, que, como órgano del Estado, dirige el procedimiento además de 
tener en su poder la facultad de dirimir la controversia planteada entre las 
demás partes, por encima de los restantes participantes, y en segundo lugar, a 
las pat1cs, actor es quien se siente afectado en sus intereses y demandado, que 
son aquellos sujetos situados en dos posiciones antagónicas que plantean un 
conílicto el cual debe ser resucito en manera imperativa por el Juzgador. 

Es por ende que de los tres sujetos esenciales antes mencionados, se 
encuentra en forma secundaria en el desarrollo del proceso, y en colaboración 
con el Juez o con las partes, diversas personas a las que se les da la calidad de 
auxiliares de la impartición de justicia, entre los cuales podemos encontrar al 
personal de los tribunales, tales como secretarios de acuerdos, mecanógrafos y 
conciliadores; y también por otra parte, encontramos a las personas que 
intervienen en el desahogo de los medios de prueba, tales como peritos y 
testigos. 

El concepto de "pat1e" dentro de la materia procesal toma una acepción 
diferente, y nos dice el maestro Figucroa que "partes son las personas que se 
constituyen sujetos de un proceso para pretender en él el otorgamiento de 
justicia o tutela jurídica, y que, por lo tanto, asumen la titularidad de las 
relaciones que en el mismo se crean, con derechos y las cargas y las 
responsabilidades inherentes.',.1 1 

Se habla además de parte en sentido material y parte en sentido fonnal. 
"parte" en sentido material es aquella que a nombre propio, solicita la 
actuación de la ley. 

El concepto de "parte" en sentido material nos refiere a aquella 
persona a la que el resultado de la detenninación judicial llamada sentencia, le 
afectará en su ámbito jurídico de una forma particular o detenninada. Por 
"parte" en sentido fonnal, debemos entender a aquél sujeto que reclama o 

· , insta, para sí o para otro una decisión jurisdiccional, respecto de la pretensión 
debatida en el proceso. 

2.1.2.1.- ACTOR 

... FIUUHRO CORTES CARl.OS. C>ht·it. 1'11gin11 19(1. 



Debemos entender que Actor es la persona jurídica que excita al 
órgano judicial con el fin de hacer valer sus pretensiones, para poner en 
movimiento la maquinaria jurisdiccional al que corresponde el conocimiento 
del asunto de que se trata; debemos entender que en la legislación Mexicana 
existen casos excepcionales en los que la autoridad de estado puede iniciar de 
oficio el procedimiento judicial. 

Los particulares en la mayoría de los casos como personas fisicas o 
colectivas pueden iniciar un proceso en las diversas ramas de enjuiciamiento, 
también pueden figurar como actores las autoridades públicas; ya sea que lo 
hagan en defensa de sus intereses patrimoniales, o para intentar la nulidad de 
una resolución que favorezca al particular en materia administrativa o fiscal; 
esto también se puede observar en lo que dispone el artículo 21 
Constitucional, el cual establece el monopolio del ejercicio de la acción penal, 
para el Ministerio Público. 

En materia civil puede darse la intervención de oficio del Juez de lo 
familiar en el caso del m1ículo 941 del Código de Procedimientos Civiles, el 
cual dispone textualmente lo siguicnte42

: 

"Artlm/11 9.f /. - El .fll<'Z de /11.fi1111i/iar c.rtaráfac11/tado para intervenir de afielo en /a.r·, 
asrmtos <¡rw afecten a la jimrilia, t•s¡u•c.·talmL'llll' tratándose de menores y de a//m.enl~J.f,· dec~clanclo 
las ml'clidas que• tic•ndan "¡u·t•.n•rvarla y proft•gf..•r a ,\·us micmhros. , 

.. "· 
"Hn todo.1· los a.rn11tas del orden fi1111i/iar los j11ccc.r y tr/h1111a/c.r están oh//gad<Í.r a .r11p//r 

los clt:/iL'iem.:ia.\· de fax partes ,.,, sus plcmtt.•cuuicntos clt• derc•c:lm. " 

Diremos que actor es el sqjeto procesal que mueve la actividad ·judicial en 
beneficio de sus propias pretensiones, las cuales se enc_aminan y se resolverán 
poniendo en marcha el proceso a través de la presentación de la demanda. 

2.1.2.2.- DEMANDADO 

En sentido opuesto a la parte actora nos encontramos con la parte 
demandada, que es la parte que en el proceso deberá de resistir a las 
pretensiones del actor y que deberá ele hacer valer sus excepciones y defensas 
ante el Órgano Jurisdiccional que conozca del asunto. 



"Debemos considerar como tal a toda aquella persona que es 
llmnada al proceso para asumir la posición contraria a las pretensiones del 
actor, demandante o Ministerio Pí1hlico, y a las cuales se puede oponer por 
medio de lns excepciones y dcfensas··.4

J 

El dcmnnclado puede nccptnr las pretensiones del actor 
(allanamiento); o puede constituirse en rebeldía lo que significa no intervenir 
en el proceso por omisión a la contestación a las pretensiones de la parte 
nctorn, absteniéndose de ejercitar su derecho a la defensa; en su caso puede 
controvertir lo aducido por su contraparte oponiendo resistencin a sus 
pretensiones y finalmente, puede contra demandar al actor (reconvención). 

2.1.2.3.- .JUEZ 

Debemos entender que la persona fisica denominada Juez es en quien .se 
delega la actividad jurisdiccional del Estado. 

El juzgador o Juez, es quien tiene en su facultad la conducción y 
dirección del proceso, así como la resolución ele la controversia a través de la 
sentencia; debiendo de aplicar la ley al caso concreto de que se trata. 

En esencia, la función del juzgador es la administración de la 
justicia, la solución de la controversia planteada y la representación de la 
función jurisdiccional del Estado, así el Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal establece obligaciones al Juzgador tendientes a un 
adecuado desmTollo de la impartición de justicia, así observamos que los 
artículos 81 y 83 del ordenamiento citado regulan los principios de 
congrncncia y legalidad, al disponer lo siguientc44

: 

"A rtlculo 81. - Todas la.\· re.w/tu.:iom'.\', .\·t•an clecn•tos ele trámite, autos provislona/c.f, 
clt:finiti\'O.\' o pn•1mratorios o .n•n1t•11cws inlt•rlocutorias, clrhen .n•r claras, precisas y co11i!r11cntcs 
con /a.'i promociom'.\' ch• las parte.\·, r,•w/vif.•nclo sohl'f .. ' tocio lo q11t• ésta.\· hayan pedido. Cuando el 
tribunal sea omi\"o c.•n n•.\·o/,•t·r toc/aJ /ax ¡1t•tic:wne.\· planteada.\· por el promovente, ele <!ficto o a 
simph• i11stancia \•c.•rhal del intercsculo. dl'hl·rá ciar 1111C\'ll Clll'nla y rL•.w1frl•r la.\' cm•sliones omitida.\' 
dentro del tifa s1J!uil'n1t.·. /.as .H'nll'IJC.:W.\' cll'.finill\'as tamhién dclnm .H!r claras precisas y 
con}!nn•mcs, con /aJ c/1•11umc/ax y la.,· c.:0111,·.,·tacionl'.\. y con las clcmá.'f prell'nsi<ml'S cleducidas 
o¡mrllmmm•n/L' en d pleito. c1mclcnando o ahsoll'll'IUlo al clt•mandaclo, y dt•cicliL•ndo tocios los 

H FJX l.AMl.ll>IO 111-:CTllR y JClSE 0\',\I 1 .E FA\TI ,\. L'.IJ3F<'//( J L'JUJc_'f:X..-!f~ E1litmln ¡1or el ln.,liluht ele ln\'e<r;li~AcionC!I Jurlrfü:A'l 
de la l!NA~f. ~fc!-l(ic'o l'J')J.11,1¡;ina ~~ 
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punto.\· liti~iosos que hayan sido ol~jL•to el'-•/ clehatc•. Cuando <'Stos /mhieren siclo \•arlo.\' se hará e•/ 
prommciamh•ntu corre.\¡1mulicnte a cada 11110 de dios. " 

"Artlc11/o 83. - /.O.\' j11e,·c0 !i y trlhwwlc•.\' no podrán bajo ningún pretexto, aplazar, clilatar, ni 
1u .. ·~ar la re.w/11ciún ele• /a.'i cuesti<mc'.\' que hayan ·'·lelo cli.\'ct11ida.\' en el ple/lo. " 

Podremos concluir que el juez es la persona fisica encargada de 
administrar y aplicar la justicia, dirimir las controversias surgidas entre los 
particulares a través de una sentencia y desempeñar la jurisdiccional del 
Estado. 

El desempeño ele la actividad jurisdiccional, demanda indudablemente 
la colaboración de todos los sujetos que intervienen en el proceso; como se 
expuso en su momento, razón por la cual las partes deben instrnirlo acerca de 
sus límites y probarlo en el proceso. Es por ello que surgen las partes 
integrantes ele la función jurisdiccional o auxiliares del juez; entre los cuales 
podemos encontrar como SUBORDINADOS a los siguientes: 

a) Administrativos: porteros, mozos, consejeros, escribientes , 
archivos y oficiales. 
h) Judiciales: actuarios y secretarios. 

Así mismo encontramos como auxiliares del juez NO 
SUBORDINADOS los siguientes: 

a) Autoridades: tocia autoridad s<m judicial, administrativa o 
legislativa. 

" '' ... ;, ' '',, 

b) Particulares: partes, abogados, testigos y peritos. 

2.1.2.4.- TERCEROS 

Bajo la denominación de terceros se encuentran a·b'Tllpados todos 
aquellos sujetos que son llamados al proceso para colaborar con el juez y las 
pnrtes en In solución del conflicto, pero carecen de interés directo en el 
conílicto. 

Los Terceros Interesados, son aquellas personas que de alguna 
manera pueden ser nfectadas por la resolución o sentencia que se pronuncie en 
un conílicto, pudiendo participar en el proceso al comprobar su interés 
jurídico o siendo llamados a solicitud ele una ele las partes. 
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El artículo 652 del Código de Procedimientos Civiles, contempla la 
pm1icipación de los terceros en el proceso civil, el precepto citado 
textualmente precisa lo siguientc45

: 

"Articulo 652. Hn mt juicio ,\'L'J!lllclo f'Or dos o más pcnirmas pueden venir 11110 o máx 
terceros ,\'/empre que ten}!mt lntcrL's propio y cli.\'l/nto del actor o reo e~1 fa materia del juicio. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 
contempla tres tipos de tercerías: 

a) Tercería Coadyuvante. En ténninos del artículo 656, se consideran 
terceros coadyuvantes aquellos que se encuentran asociados a una de 
las partes, con la cual coadyuvan en la tramitación del juicio. · 

b) Tercería Excluyente de Dominio. El articulo 659 indica que esta 
tercería se basa en el dominio que sobre los bienes en cuestión o 
sobre la acción que se ejercita, alega el tercero. 

e) Tercería Excluyente de Preferencia. El artículo 660 indica que esta 
tercería debe fundarse en el mejor derecho que deduzca el tercero 
pma ser pagado. 

Como nos lo dice el maestro Cipriano Gómez Lara, un ejemplo 
característico de los terceros, que son ajenos a la relación judicial, es el de los 
auxiliares del juzgador, el testigo, el perito, el abogado litigante; y se 
caracterizan por intervenir en el desenvolvimiento de los actos del proceso 
pero sin que se afecte su sihmción jurídica. 

Hipótesis diversa indican, es la de los llamados "terceristas", que son 
extraiios al proceso y sin embargo pueden ser afectados por el mismo y por 
ello comparecen, pero no lo hacen como los terceros interesados, al lado de las 
partes principales, sino que en el sentido estricto inician un nuevo proceso 
contra esas dos partes, aún cuando por economía procesal el nuevo proceso se 
acumula al anterior y se tramita en forma incidental. Las dos tercerías 
esenciales son las de la preferencia en los derechos y la excluyente de 
dominio. por medio de las cuales el tercerista pretende que se le reconozca, en 
relación con las dos par1cs del proceso principal, que tienen derechos 
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prelcrentes o que es el propietario de un objeto que se ha considerado como 
materia del proceso. 

Estas tercerías son: 

-Tercerías excluye11tes de dominio o ele prefere11cia: son las que 
suponen que de forma judicial se ha llevado a cabo algún tipo de afectación 
sobre bienes de la palie demandada en el juicio principal, momento en el cual 
el tercerista maniliesta sus pretensiones haciendo balcr su mejor derecho sobre 
los bienes materia de la controversia. /\sí pues en la Tercería de Preferencia el 
sujeto tercerista alega tener mejor derecho a ser pagado con el producto de los 
bienes materia de la relación procesal. 

- Tercería Cocu(r111•a11te: este supuesto se presenta cuando el sujeto 
extrailo al proceso (tercerista), tiene un interés propio para acudir a ese 
proceso existente con el lin de colaborar en la posición que alguna de las dos 
partes adopten en el procedimiento.'u' 

2.1.3.- ETAPAS DEL PROCESO EN EL ,JUICIO ORDINARIO 
CIVIL 

De las deliniciones que a lo largo del presente trabajo se han venido 
ciando de lo que es el proceso, se obse1va que se desarrolla a través de una 
serie ele pasos sistematizados y concatenados que tienen por objeto instruir al 
juzgador a efecto de que se encuentre en la posibilidad de resolver a favor del 
que le asiste la razón y así poder dirimir la controversia. La doctrina ha 
precisado que existen dos grandes etapas: Instrucción y .Juicio. 

2.1.3.1.- INSTRUCCIÓN 

Al referimos a la instrucción nos referimos a aquella etapa en que las 
pm1es exponen sus pretensiones, resistencias y defensas; y en que las pariese( 
tribunal y los terceros desenvuelven toda la actividad ele infonnación y de 
instmcción al tribunal para que cuente con tocio el material jurídico necesario 
para proceder a dictar la scntencia.'17 

· -

4
C. \'Calle Cll'RIF1\NO<lOME7. l.ARA, Oh l"il. 1'1'!! 2117. 
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La instrucción tiene por objeto, allegar al Órgm10 Jurisdiccional todos 
los medios de juicio posibles con objeto de que éste incline su decisión a fovor 
de alguna de las partes, aplicm1do la ley general y abstracta, a un caso concreto 
y particular. /\demás que en ésta etapa procesal puede hacer uso de sus 
facullndcs y de todos los medios de prueba; ya sea lécnica a través de peritos, 
o documentada que ofrezcan las partes. 

2.1.3.2.- FASE POSTULATORIA 

También que en la clapa de lnslrucción, enconlramos la intervención de 
todos los sujetos de la relación procesal (aclor, demandado, terceros y por 
supuesto el juzgador), la inslrncción a su vez, se divide en las siguientes fases: 

a) Postulaloria 

b) Demanda 

e) Contestación de demanda 

d) Reconvención 

En esta fase, también conocida como polémica o expositiva, las 
partes exponen en sus demandas, contestaciones y reconvenciones, sus 
prclensioncs y excepciones, asf como los hechos y los preceptos de derecho en 
que las fundan. En esencia, en esta fase se plantea el litigio ni Juzgador, es por 
ello que una vez contestada la demanda y en su caso la reconvención se dice 
que la litis se ha fijado. 

El Título Sexto, relntivo al Juicio Ordinario, del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, contempla la fase postulatoria 
en su capítulo 1, denominado "De la demanda, contestación y fijación de la 
cuestión. El cual prevé que dentro de la fase postulatoria hay tres momentos 
trascendentes para el proceso que son la demanda, la contestación y en su caso 
la reconvención. 

2.1.3.3.- DEMANDA 

La dcmrmda se concibe como el inicio de la contienda judicial; es el 
documenlo por medio del cual el actor hace del conocimiento del órgano 
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judicial sus pretensiones, acle1rnís ele narrar los hechos en que se basa su acción 
y precisando los fimclamentos de derecho que le sirven ele apoyo. 

El artículo 255 del Código de Procedimientos Civiles, establece los 
requisitos que debe contener la demanda, con la cual se iniciará la contienda 
judicial.'1K 

Articulo 255. Tocia contic.•nda judicial principiará por demanda, en la cual se 
t•:r¡1rc•sará11: 

/. El tribunal ante el que se prmm1cve; 

//. m """''"" y apclliclos ""' actor y el clomicillo q11e sena/e para olr y recibir 
m1tificacic11ws: 

111. /!/ 11011;hrc tic/ clemanclaclo y s11 clomicilio; 
IV. HI ohjc•to 11 oh.f('fo.'f que .'ft' rec:lamt•n con sus accesorios; 
I"'. /Jos hecho.\· c.•n que c•I actor ji111dc• su pt•tición, en los cuales precisará los 

documentos ¡nih/icos o púh/ic:o.\' o privados que tengan rC'lacMn con cada 
hecho. as/ como si lo.\' li<'nc o no a su clis¡mslcilm. /Je Igual manera 
pro¡wrcumará lo.\' nombre• y apellidos ele lo.v tesliJ.:ns que hayan prc:rcnciatlo 
los llt'clw.\· rclatfros. 

VI. Aximi.rnw dl'hl' 11111,,r..•rar y narrur lo.v hl'clws, cxponiéndolo.v s11cinlamcnlc con 
dat'idacl y ¡n·t..•cisiún. 

VI/. HI \•alor de lo dt..•11u111'iaclo. si de dio c/('pencle la compr..•fencia del juez. y 
VIII. La jirma del actor, "cit..• su rcpn•.,·c·ntcmtc• h·~ltimo. Si c•.\·tos no .vupicrcn o no 

pucli<·r,•11 finuar, ¡mnclrán su /mella di~ila/, .firmando otra persona en su 
nomhn• y a .w ruq.:o. imlu:mulo c•stas c:irc11nstancias. 

Una vez presentada la demanda, se correrá traslado de ella a la 
demandada, y se les emplazará para que la contesten dentro de nueve días. 
(Artículo 256 del Código de Procedimientos Civiles.). 

2.1.3.4.- CONTESTACIÓN 

La contestación es el derecho a la legitima defensa que tiene el 
demandado y que se encuentra consagrada en los artículos 14 y 16 ele nuestra 
carta magna; en ella podrá deícnder sus derechos y hacer valer las excepciones 
que considere pertinentes en contra de la acción intentada por el actor, sin 
embargo, es indispensable que ésta se produzca dentro del ténnino de nueve 
días que concede la ley, ya que de no hacerlo se le tendrá por contestada en 
rebeldía y se presumirün confesados los hechos de la demanda, con salvedad 
de la materia familiar y en el caso de que el emplazamiento se hubiere hecho 
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por edictos, en ténninos del artículo 271 último párrafo, del Código de 
Procedimientos Civiles. 

La contestación, deberá contener los requisitos que establece el artículo 
260 del Código de Adjetivo Civil.49 

Articulo 260. - El clt'mmulado .fi1rmulará la contc,{faclón a la demanda en los 
si}!1ticnlL'.\"/f..;rm11ws: 

l. Sc.!1lalará el trihunal ante quien se cmlfcste: 
11. Indicará .rn nomhre y apellidos. el clomlc///o que seF!alc para olr 

not{flcac:iom!.\' y. ('Ir .m caso, las pc.•r.wnas autorizadas para olr rwt~flcm:lrmcs 
y rccihir doc11mL'nlt1J y \•a/ore'.\'; 

JI/. ,\·,~ ri:fcrirá a cada uno clt· los lwcho.\· c•n CJllL' l'I actor.f11ndc su petición, en los 
cualc.\· precisará los donunel11oJ /"ihlico.\· o pri\•ado.\' que ten}!an relación 
con cada hecho. aJ/ como si lo ... th•m• o no a .rn clis¡m.,·fctán. /)e igual manera 
proporcionará los nomhrt•.\' y apcllldo.\' ele los fl'sfiJ.:O.'i que hayan 
pre.u·ncim/o los lwc:/10.\· relatn•o.\·; 

IV. ,\(• a.n?ntará la firma cid 1111110 J' /<.'Ira ele/ c/<.'mandado, o de ,r;,, reprc.r;entantc 
h•Kllimo. ,\'; t•sto.r; no s1111i<.•rc•11 o 110 ¡mclic.•n·n.firmar. lo hará un tercero en .n1 
nomhrc• y a .m rtu').!O, imhcmulo estas c.:ircun.,·tancias. ponicnclo lo.r; primeros 
la /111l'llacl1Kital: 

1"'. Todas la.\· <'Xcc•pciom.•s qm• .H' tc·n~an. c:ualqufrra Cflll' .r;ca su nat11ra/cza, .r;e 
harán \•ah•r simu/tlmeaml'ntc• l'l1 la c:ontc•stac:itin y mmcn c/cs¡m~s. a no ser 
que• fm•ran s11¡1c•n•c·nic·ntes 
/Je• las c•xcc•pc:irme.\' 1won•.rnh.·s se ciará vista al actor para que las conteste y 
rinda la.,. pruehas que• con.'iiclc•rc• oportuna.\· l'll fo.,. términos ele este 
ordcnamic•nfo, \' 

VI. l)c•11tro dl'I lc1 ~mi1m para c:onte.'ftar la clc•mancla, ."ie podrá proponer la 
rc•com•t•ncitSn l'l1 los casos c•n qm.• f'rm:c•da. la que tic•m• que aj11.\·tar.H' a lo 
prevenido por L'I artlc:ulo 255 ele 1!.\·tc ordenamic'nto, y 

VII. ._\'t.• dl'11c•rán acompanar la.\· copias simpfrs de la conte.,·tación de la demanda 
y de tocios los tlocumc•ntos cmc•xo.\· a rila para cada una ele las parte."i. 

La reconvención es la demanda que endereza el enjuiciado contra su 
demandante cuando se cree con mayor derecho y considera las pretensiones 
del cnjuiciante falsas, y debe reunir los mismos requisitos que le exige el 
artículo 255 del Código de Procedimientos Civiles, el cual fue transcrito con 
antelación; dicha contra demanda, tiene que tener las pretensiones reclamadas, 
así como los hechos y fundamentos ele derecho en que se basa. 

El momento procesal para la presentación de la reconvención lo es 
dentro del tennino precisamente de contestar· 1a demanda, acompañando las 
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copias correspondientes con las que se dará traslado al actor el cual será 
demandado en la reconvención, el que deberá de producir su contestación 
dentro del término de seis días, de conformidad con lo establecido por el 
artículo 272 del Código de Procedimientos Civiles. 

Una vez contestada In demanda, y en su caso In reconvención, quedan 
perfectamente delimitados los puntos de controversia, se tienen las 
pretensiones de las partes y sus respectivas excepciones y defensas, es decir la 
litis ha quedado lijada, y con ello culmina In fase postulatoria del proceso. 

El Código ele Procedimientos Civiles, respecto del Juicio Ordinario 
Civil del Distrito Federal, contempla que después de la fase postulatoria, la 
celebración de una audiencia denominada "previa, de conciliación y de 
excepciones procesales", la cual tiene por objeto examinar la legitimación 
procesal de las partes, e intentar el arreglo del litigio por la via conciliatoria; y 
por último se abrirá el juicio a periodo de ofrecimiento de pmebas, en 
términos de los artículos 272 A y 290 del Código de Procedimientos Civiles, 
los cuales a continuación se transcriben50

: 

"AUTÍC'f 1/.0 27 2-A. - Una '-'l'Z conll•stacla la clcmanda y. en su caso. la reconvención el juez 
,,·,.•Ftalará de inml'cltato _fi:clra y hora para la cl'fl'l,racuín dt• una audh•ncia previa y úe cnnciliacllm 
dentro el<' los clu·= e/Ja.\· ,\'i}!llH'IJIC.\'. dando \'isla a la parll' que corre.\poncla con las ('Xcepclones que 
.\"l' lmhh•rcn opm•sto '-'" ·"'' crmtra. ror d término ele ,,., . ..,tilas. En /o,\· juicio.\' de divorcio necesario 
,.,, '/"'-' .\·e Íll\'tu/lll'IJ como cm1salcs únicam,•ntt• las fracciones XI. XVII o XVIII cid articulo 2fJ7 del 
< ·,;,f¡go < '1vtl, In cmelh•11c1e1 pn•\•ia y "'' ccmnliadún .\'l.' Ji/ara e/entro di•/ termino ch.• cinco dlas 
.\'l)!W1.'nte•s a lfl co1111.•staciún ele• la cll'mancla y l'IJ .\'ti c:a.\·o, de• la rec:mwe•ncitín. 

,\'1 ww ele los partes no ccmcurre sin c:au.•w ,111.\·t{fkada. cljurz la sancionará c:on una multa 
havta ¡1or lo.\' momos ''.\'tahh·cielos en la fracd1;11 11 cid arllc11/o fJ2 ele cstt• c:,jc/i¡.:o. ,\'¡ dejaren de 
cont'llf'rir amha.\· pm·tt•s sin .111st~/kac1ún. d .Jll':J!.mlor la.\· sancirmará ele i¡.:110/ manera. En ambos 
caso\· dj11ez ¡n·occclt•rti a examinar fa.\· cm•.Hioncs rclalivtu a la c/1.•¡111raciún del juicio. 

Si e1\'lstil•rw1 las clo.\· parte•.\', el jtu·z t'Xaminará lm· cuc.'itiom•.\· rdativa.t a la leKilimación 
procl'sal y hu·.~o se prm:cele•rá a procurar la conciliacirÍlr que estará a cargo ele/ conciliador 
adffrito al /llZJ!.aelo. FI nmc:ilwdor f'l't'l''""'ú y 11ro¡mndrú a las partt•s, altt•rnativas d1.• solucián al 
l11igio Si los mtt•n•.\·ado.\· lfr).!nll a 1111 f.'11'1\'f.'IJÍO, l'l.JIH'Z lo aprohará dt• plano Ji praet•ch.• /cJ!l1lmcntc y 
d1cho 11ac:to lt•nelrú fi11'rz11 dt• co.\aju:gada. 

Hn c:n.w ele d«.H1c:1u•rclo 1.·Wrl' los /Jli>!1ll1I<'.\·, la audic'm:ia prO.\'<'J!llirá y d Jllt'Z, qm• clis¡wnclrá 
de tU11/lfta.\' ,f(u.:11/tatfl•.\' cft• dll'C'<'C:lfÍll J'rOC.'f.'Sa/, l'XllmillllYÚ. l'll .\'11 Caso. /as <'.\'Ct'/U . .'ÍOl1C'.\' e/e• COIU'.tic/ac/, 
/ilt.\'fJt'l1cll'ncia y co\·a.111:).!acfa. con l'l.fin de clcpurar t•l proc1•c/11ni<"nlo." · 
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AU7'ÍCI //.() 290 .• ¡.,-¡ mismo tila 1•11 q11l' .n• haya c:l'lchraclo la audiencia previa, el!' 
c:m1ci/im:iú11 y de t'X<'CJ'l'Wfü's /Jroc:e.,·ah•s, s1 t'tl la mi.\"ma no se tt•rmimí !'/ juicw por convc•nio o a 
mch fardar al ella SIJ.!UU'l1ft' dt• dicha auchl'nda. d.111cz ahrirá t•I juicio al pcrlotlo dt• c~frcclmiento ele 
prul'has. qm• ('.\' de dil•z día.-. c:om11nc•x, que 1•m¡11•zarán a contar.\'<.' dt•.nlt• 1•/ ella si¡!tlicntt• a aquél t•n 
c¡m• surta t'.fixto.\· /u not~fic:acu'm a tocia.\· la.\· 11artc•s del auto c¡ue manda ahrir (.'/juicio a prueba. En 
/ox j111dos ele cli\'orcfo m.•ct•.\·ario c•n qm• se• im•oq1u•n como causah•s únicamente la.\' fracciones XI, 
.YVll o .\"l'/11 dd ar1/c11/o 267 d1•/ Cácli}.!o Ch·il. d ¡1crioclo clt• t!frt•cimiento de pnu•has srrá ele cinco 
ella.\· co11JJmes a parttr ch• ella .\·iJ.:nh'nli• ch.• ac¡ul'i c·n qm• .~una <'.fi'clos la notUicar.:uín n tocias las 
parlc•s d<"I auto lflll' memela ahrir d p1icio a rrueha. 

2.2-LA IMPORTANCIA DE LA PRUEBA PERICIAL 

Es pertinente comentar que de las fuentes jurídicas a lo largo de la 
evolución del derecho procesal existen muy pocos casos de peritación o en 
relación al sentido evolutivo de In pruehn pericial. 

En el curso de la evolución jurídica de las pruebas, la peritación fue 
adquiriendo para sí un sitio propio, como medio esencial de prueba y esto se 
inició por obra de los jurisconsultos pr:ícticos italianos. 

Resulta inútil buscar como medio de prueba a la peritación en el 
proceso penal romano, pues en éste los únicos medios cuya reglamentación 
pueden establecerse de manera precisa son las disposiciones de los acusados y 
de los testigos, la recolección del material hallado y apercibido en las requisas 
domiciliares y los documentos. En otras palabras se hace evidente la situación 
en que la prueba pericial se hallaba en el proceso civil especialmente en el 
ordinario, que se dividía en dos fases in jure e in judicio; fuera de cualquier 
otro leve indicio, en este procedimiento no se advirtió la necesidad de la 
peritación como institución autónoma. como medio de pmeba especial, ya que 
el modo como se realizaha el nombramiento del juez con lo cual se serraba la 
primera fase (in jure), permitía escoger a una persona que poseyera las 
cualidades y los conocimientos técnicos necesarios para decidir en el caso 
concreto. Era el arbitro pero no era un perito, sino que era un juez que no 
requería del dictamen pericial para decidir la controversia, ya que en si mismo 
era perito en la materia. 

En el proceso gcnnánico y dado el predominante carácter fonnal que en 
él tenía la prueba; a la prueba pericial no le era posible encontrar sitio en el 
procedimiento civil o penal. Los elementos de la doctrina respecto de la 
pruehn paicial como ligura probatoria se encontraba separada y distinta de 
los testigos. fue ahí donde se manifestaron y surgieron los jurisconsultos 
prácticos, a los que se les consideró casi como jueces. 
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Más tarde la peritación toma mayor consistencia, y en los libros se trata 
confusamente acerca ele la peritación civil y la penal pero ante tocio en 
relación con casos concretos. Sin embargo los tratadistas en materia penal 
hablan poco de la prueba pericial y cuando esto ocurre, se hace con respecto a 
la comprobación del cuerpo del delito, y en ocasión de los cielitos en particular 
para la apertura ele la pena. 

El derecho canónico habló ele la prueba pericial, pero no llegó a 
distinguir claramente entre el perito y el testigo, pues a menudo se confünclia a 
los peritos con los testigos, y como faltaban nonnas especiales a los peritos les 
aplicaba las nonnas consagradas para los testigos. La peritación fue ganando 
terreno como institución propia y distinta de los demás medios de prueba, y se 
introdujo ele manera rápida en el proceso inquisitorio. 

De lo anterior se debe concluir que el objeto del dictamen pericial se 
refería única o principalmente a la comprobación del cuerpo del delito, y que . 
sobre la peritación perduró la influencia del testimonio, que es su principal 
fuente de origen, y de la cual surgió y se separó, ya que por lo común a los 
peritos se les aplicaban las reglas de los testigos. 

Al no tener doetrinalmente una base constante ele la evolución ele la 
prueba pericial o peritación, resulta insuficiente pretender crear lo que no se 
puede comprobar. Por lo que sosteniendo las máximas del derecho, es 
pertinente pasar a la funclmnentación y ubicación ele la pmeba pericial en la 
legislación mexicana, la cual encontraremos en los diversos códigos 
procesales. 

2.2.1.- DE LAS PRUEBAS EN GENERAL EN EL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

En un conflicto jurídico siempre nos encontramos con dos partes 
que dicen tener la razón en cuanto a sus pretensiones hechas valer y por ende 
el derecho, desde luego negando que su contrario tenga la verdad en su favor. 
Esta circunstancia provoca que el Juzgador pueda emitir su fallo con 
objetividad, es por ello que a cada una ele las partes corresponde acreditar la 
veracidad de su dicho lo que quiere decir que las partes asumirán la carga ele 
la prueba de sus pretensiones confonne establece el articulo 281 del Código de 
Procedimientos Civiles del Distrito Federal. 



. "All7'/CULO 281 . .:. /~as )mrtcs a.\'Wlll;án la CW'J!Cl di! la prtwha de los hechos constilulivo.\' 
de :nis pretensiones. " 

. 2.2.1.1.- MEDIOS DE PRUEBA 

Esto nos lleva a una ele las disyuntivas menos tratadas por los tratadistas 
del derecho procesal, entre lo que son las Pruebas y los Medios ele Prueba. 

El Código de Procedimientos Civiles, en su articulo 289 nos dice51
: 

AUT/CU!.O 289.- Son admisih/cs como medios de pnieha aquellos elementos que puedan 
producir convicclrín en el ánimo cll!lj1tzJ!.ador ª'''-'rea,¡,,. los hechos crmtroverliclos o d11c/o,\'<JS. 

Como observación podremos hincar con la observación de que el 
Derecho romano no contenía los diversos medios de pmeba, ni las reglas que 
encontramos en la doctrina moderna o en su caso en la legislación, ya que 
cl~jaha al juzgador una amplitud ele criterio y este no se oponía a la admisión 
ele simples indicios que fueran suficientes para ciar la certidumbre requerida. 

El maestro Rafael de Pina nos dice que, "es medio de pmeba tocio aquel 
que el legislador, según el fundamento ele la lógica{; ele la experiencia repunta 
apto para confinnar la verdad de los hechos civiles" 2 

En este sentido el maestro Gómez Lara, nos dice que es conveniente 
distinguir entre lo que son el medio, el motivo y lo que es la finalidad; 
determinando en sentido amplio que e/ medio es tocio instrumento, 
procedimiento o mecanismo que puede en un momento originar motivos de 
prueha. Esto quiere decir que el medio es solo la vía que puede provocar los 
motivos que fundan los razonamientos que pennitirán al .Juzgador llegar a la 
certeza de los hechos planteados. Por último la .finalidad es la manera ele que 
el juez llegue a una convicción y obtenga una certeza sobre los hechos. 

Así debemos entender por medios de prueba, a tocias las fuentes de 
donde el juzgador deriva las razones que producen mediatamente o 
inmediatmnente su convicción. 

!il RAFAl~I. DE l'INA. f&!Idl><J /Jl:' /A.U.~HITE/JA,l\f'/111J§... 2' l\lid1'1n. l~ditntinl rorn1a. Mé'll:ko 197!1, pái;in11 129. 
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Debemos entender por prueba "la acción o efecto de probar, razón con 
que se demuestra una cosa"5

J 

Así el Profesor emérito Eugenio Florián nos dice que pmeba, en su 
acepción más genérica, prueba quiere decir, todo medio que produce un 
conocimiento cierto o probable a cerca de cualquier cosa o el conjunto de 
mol ivos que nos suministran ese conocimiento. 54 

De lo anterior podemos concluir que l'RUEBAS son todo el 
conglomerado de elementos que pueden prodncir Ja convicción de un hecho y 
que se encuentran reglamentados por la ley; así los medios ele prueba son Jos 
elementos probatorios que las partes presentan al juez con el fin de acreditar 
sus pretensiones y corroborar la veracidad su dicho. 

2.2.1.2.- TIPOS DE PRUEBAS 

El Código de Procedimientos Civiles en su Capítulo 11, del Titulo Sexto, 
sobre este tema, nos advierte que el juzgador para conocer sobre Jos puntos de 
Ja litis deberá de valerse de cualquier persona que sea parte o ajena al juicio, 
de cualquier documento y de todo elemento sin mayor limitación que la de 
que las pmebas no estén prohibidas por la ley o sean contrarias a la moral. 

Encontramos que el mismo Capitulo Sexto ele la ley en cita nos marca 
como pruebas las siguientes: 

La confesión. 
La prueba instrumental. 
La pmeba pericial. 
La del reconocimiento o inspección judicial. 
La prueba testimonial. 
La de íotograíla, copias fotostáticas y demás elementos. 
La de la fama pública. 
Las presuncionales. 

De igual fonna el mismo título sexto, nos advierte en un apartado 
específico, de qué manera el juzgador hará eficaz y ciará el pleno valor 

':l f)JCCIONARlll DE l.A RF.AI. At',\l)Ef\llA l>E l.A l.F.N<ilJA i:sr,\~Ol.A.1 1EOllfÑO l¿JUHISSE. 19H7. 

S•I El'Of.Nlf> rJ,ORIAN. f2E.l..dS /'Rtll-;fülS l'fl:!t_llEE,. 1• 1·:1tició11. Fititorial TEMIS, Ungnlá C11l11mhi". l'J'JO, r:\~in~ 4.l. 
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probatorio a cada uno de los elementos apo11aclos por las partes, el cual se 
encuentra plasmado en su Capitulo VII; precisando que las pruebas aportadas 
y admitidas, deberán ser valoradas en conjunto por el juzgador, debiendo 
atender a las reglas de la lógica y de Ja experiencia. En todo caso el tribunal 
deberá exponer cuidadosamente los fundamentos de Ja valoración jurídica 
realizada y ele su decisión. 

2.2.1.3.- REGLAS GENERALES DE LAS PRUEBAS 

De las exposiciones hechas con anterioridad en el presente trabajo, 
podemos deducir que la prueba es en consecuencia el punto fundamental del 
proceso cuando las partes no se hayan eonfonnes con los hechos 
mani fcstndos. 

De los puntos más fundamentales de las prnebns nos encontramos con 
lo que dispone el articulo 278 del Código de Procedimientos Civiles, que a la 
letra dice5 

: 

AR71CU/.O 278.- /'ara conocer la verdad .wbrc los puntas co11trovertidos puede el 
j1tz}!nclor valerse tic cualqufr·r persona, sea parle o tercero, y de c11alq111l'ra cwra o doc11mcnto. ya 
sea que pcrfL'IU'zca a las partc•s o a un tcrct•ro: sin más limltacidn que la de que la.r pruebas no 
estén prohlhiclas por la ley, ni sean contrarias CI la moral. 

El precepto en cita, amplía In gama de posibilidades de las que el 
juzgador puede hacer uso con el fin de llegar a la verdad histórica buscada, y a 
través de esto poder emitir una resolución lo mayonnente justa. 

Por su parte el Articulo 281 del mismo ordenamiento. nos dice lo 
siguiente56

: 

ARTICULO 281.-1.m' part<·.1· ammirc\11 la m1-¡:a ele la pntcba ele/"" lteclw.1· Clll1"tit11/lvos de 
.\'11.f prctcnsimws. 

Este precepto nos indica una de las formalidades de mayor 
trascendencia, puesto que cada parte deberá aportar los medios de prneba con 
los que cuente para efecto de hacer valer su pretensiones; sin antes olvidar que 
el que niega sólo será obligado a probar cuando la negación envuelva en sí la 
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afirmación de un hecho, o cuando se desconozca la presunción legal que tenga 
en su favor el colitigante, o en su caso cuando la negativa fuere elemento 
constitutivo de la acción. 

Es pertinente aclarar que no en todos los juicios, como lo es el de 
amparo, son admisibles todo tipo de prnebas; en este tipo de juicio son 
admisibles todas las pruebas, con excepción de las que fueren de posiciones y 
las que fueren contra la moral y el derecho como lo dispone el articulo 150. de 
la ley de amparo.57 · 

AllT/<'11/JJ 150.- /i11 el }11/c/o ele amparo e.< ac/mlslh/c tac/a clase ele pnteha.<, excepta la ele 
¡m.,·/c:inní's y las que.fiwren contra la mm·a/ o c:ontrn clerec:lw. 

En la fase probatoria, también conocida como demostrativa, las partes, 
el juzgador y los terceros, realizan los actos tendentes a verificar los hechos 
controvertidos sobre de los cuales se ha centrado el litigio. Esta etapa se 
desarrolla a través de los actos de ofrecimiento, o proposición de los medios 
de prueba; su admisión o rechazo; la preparación de las pruebas admitidas, y 
la pníctica o desahogo de los medios de convicción admitidos y preparados. 
La fase probatoria puede subdividirse en la siguientes etapas: 

Ofrecimiento. 
Admisión. 
Preparación. 
Desahogo. 

2.2. t.4.- LA PRUEBA EN PARTICULAR 

Debemos entender que principalmente la prueba se relaciona 
directamente con los Hechos que se pretenden acreditar, lo que nos conlleva a 
determinar que el actor debe de probar su acción, el demandado sus 
excepciones y defensas y que el que niegue no estará obligado a hacerlo. 

Como ya se ha manifestado, respecto ele este rubro la ley nos advierte 
sobre diversos tipos de pruebas procesales; por lo que a éste respecto sólo 
daremos el punto ele vista legal ele las pruebas más usadas en la vicia del 
abogado postulante. 

~1 l.l:Y, AMl'1\RO (1.FY Rl"<il.1\Pt.ll"NT1\HIA DE t.os ,\UTICl 'l.(lS IUl '11' I07C(JNS'l1'11 'Cll INAl.l'S, l>E)SCJN • L\1m¡1ilat:i1'm ti.:" 

l..c:i.·e11rc1lt'r11I~ 
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La Cm1fesití11. Esta prueba se encuentra regulada de los artículos 308 al 
326 del Código ele Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; en esta 
prueba, las contestaciones al cucstionamicnto fonnulado por su contrario 
(posiciones), deberán ser categóricas, en sentido afinnativo o negativo, 
pudiendo el absolvente en todo momento agregar las explicaciones que estime 
convenientes. 

La prueba Instrumental. Esta prueba se encuentra regulada de los 
artículos 327 al 345 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal; en esta prueba encontramos todo tipo de documentos públicos 
expedidos por autoridades federales o funcionarios de los Estados, Notarios o 
Corredores Públicos, los que harán fe en el Distrito Federal sin necesidad de 
legalización. 

La l'rueha l'ericial. Esta prueba se encuentra regulada de los artículos 
346 al 353 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; esta 
prueba por ser el fin del presente trabajo la abordaremos durante los siguientes 
capítulos. 

La del Rec0110ci111iento o Jnspeccirin .Judicial. Esta prueba se encuentra 
regulada de los articulos 354 al 355 del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal; esta prueba deberá de ser solicitada a petición de la 
parte interesada, el reconocimiento se practicará el día, hora y lugar que el 
juzgador seiiale. Del reconocimiento se levantará acta, que finnarán los que a 
él concurran asentándose los puntos que lo provocaron, las observaciones, 
declaraciones de peritos y todo lo necesario para esclarecer la verdad. 

La l'rueha Tesli111011ial. Esta prueba se encuentra regulada de los 
artículos 356 al 372 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 
Federal; en esta prueba deberán ocurrir los que tengan conocimiento de los 
hechos que las pm1es que los ofrezcan deben de probar. 

Las presuncionales. Esta prueba se encuentra regulada de los artículos 
379 al 383 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; en 
esta prueba se debe de entender como la consecuencia que la ley o el juez 
deducen de un hecho conocido para averiguar la verdad de otro desconocido: 
la primera se llama legal y la segunda humana. 
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2.2.1.5.- OFRECIMIENTO Y DESAHOGO DE LAS PRUE13J\S 

a) Ofrecimiento. 

Entenderemos como ofrecimiento para nuestra legislación, como el 
anuncio fonnal de los medios de convicción aportados al juzgador por las 
partes, para acreditar sus acción o pretensiones y a su vez el demandado sus 
excepciones. 

Para el ofrecimiento de pmebas, dentro de la secuela procesal existe un 
momento oportuno, el cual varía dependiendo el juicio de que se trate; en el 
supuesto caso de que si este ofrecimiento se realiza con posterioridad, las 
probanzas no serán admitidas. En el Juicio Ordinario Civil, el periodo de 
ofrecimiento de pruebas es ele diez días, comunes para ambas partes, según lo 
precisa el artículo 290 del Código ele Procedimientos Civiles del Distrito 
Federal, el cual ya ha sido transcrito en el presente trab~jo con antelación. 

Leonardo Prieto-Castro y Femandez, sostienen que "la prneba que se 
debe proponer es la que exija el estado de los hechos. En cuanto exista duda 
acerca de si un hecho está ya probado, o ha sido admitido, o existe fleta 
confesión, o, por el contrario, ha quedado controvertido, se deberá proponer 
prueba."5H 

Como ya se ha dicho las pruebas se deben de ofrecer dentro del periodo 
concedido por la ley, debiéndose observar todas y cada una de las 
formalidades de las reglas de la ley, así como las reglas especificas que para 
cada prueba se determina. Las reglas generales para el ofrecimiento de las 
pruebas, se encuentran contempladas por el artículo 291 del ordenamiento 
antes citado, el cual a continuación se transcribe59

: 

"Artlc11/o 291. /,as prucha.< clt•hrn ofrcccr.•c expresando con tocia c/arldacl cuál es el /Jecho 
o lu .. •c:lws qm• se lratan de clemo.\·trar con la.\· mismas, asl como las razones por las q11c el oferente 
estima que clenwstrarcí sus aJirmacimu•s. ch•clarwulo en su caso en los términos anteriores el 
nombre y domicilio ele ll'.\'liRo.\' y pc•rifos. y picliendo la c:itacMn de la contraparte para ahso/vcr 
posiciones: si a Juicio df.'f trilnma/ la.\· pruebas <~frt•cidas no cumplen con las condiciones 
a¡mntacla.\·, .H•rún ch•.\'l'<.:hacla~. oh.H•n•tim/o.H' lo clis1ml'.\·to cm el artlculo 29ll de <•ste orch.•namiento . .. 

\• rRllITO-C1\STRO Y l'ERN,\Nl>IZ l.FllN1\ltl>O, l>Urnl'llO l'ROCESJ\I. CIVIL. Volnm,,.n 1". Editorial Teme,,, Mitdrid l'J7M, 
Tcrcttll c,liciún, r:i¡:inA 1-14 
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Las reglas generales tienen como finalidad facilitar la labor del juzgador 
respecto de la valoración de las probanzas al momento de dictar sentencia, es 
por ello que al ofrecimiento se deben de razonar con los hechos que se tratan 
de demostrar. 

En lo particular las prnebas tienen una serie de reglas específicas, que el 
oferente de las mismas deberá de observar, pues de ser omiso en el 
cumplimiento ele las mismas, sus probanzas serán sancionadas hasta con el 
dcsechamiento. 

b) Admisión o desechmniento. 

Una vez concluido el periodo de ofrecimiento de prnebas, el tribunal 
decretará sobre la admisión y ofrecimiento de prnebas, según lo dispone el 
artículo 298 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal.fill 

"Articulo 29R. Al ella si}!uientt• en <¡tu~ termine ('/periodo dt• ofrecim/rnto ele pn1chas, el 
.fuez clictará ,.,_._\·oluc.:itin l'll la c¡1w dl•ft•rminará las prrwha.\' que .n• admitan .'inhrc cada hecho, 
¡mdit'ndo /;milar t.'/ mim,·ro el<' h'.\"flJ!OS prudencialmente. ¡.,,,·,, ninJ:IÍn caso el juez admitirá pruebas 
t~fr"c:ida.\' ''x/em¡mrám:am('l1ft.'. qm• .u•an contraria.\· al clereclw o la moral. sobre lwclws que no 
hayan sido cmlfrow.•rtidm· por las ('ar1t·s. o lu·dws imposihhw o notoriomentr tnvcroslmiles, o bien 
que 110 r1.>úne111 lo.\' rc.•q11is1tm· l'Sfah/eciclos <'11 d articulo 29/ cil• t'.'ift' (°ficliRo 

<,'mura d 01110 que admita f'rtu•Jm.'i que ,\·f! cnc1u•111re11 en alRllllOS de los prohibiciones 
cmterlorr.\·, procecle la a¡n•lm:i,in t•n d i'fi•c.:to dei·o/11tivo. y en el mf.\'llW efecto .n• admitirá la 
apdacMn contra d auto c¡uc cle.u•cht• c11a/q11ic•r prueba. ,\'ic'mprt• y c:uanclo jitere apelable la 
,,·,•ntc•ncia c·n lo princi11al. lúr lo.\· dt•nuí.,· ca.W.'i 110 hay más recurso qm• de/e• rt'.'iponsahi/iclacl. " 

Existen lineamientos fijados por la ley, que el tribunal está obligado 
a observar para deten11inar si una prueba es admitida o desechada, así, de 
ofrecerse una prueba en la que se contravenga lo dispuesto por el artículo 298 
del Código de Procedimientos Civiles, el Juzgador no deberá admitirla. 

e) Preparación. 

Concluido que fuere el periodo de ofrecimiento y razonado por el 
juzgador respecto de la admisión o no de las pruebas ofrecidas por las partes, 
alguna de estas pruebas requerinín de la actividad del tribunal y de las partes 
en el proceso con el fin de que sea posible su desahogo. Verbigracia de lo 
antes referido lo es un caso en una prueba testimonial, en la que la ol'crente no 
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esté en condiciones de presentar a sus testigos el día de la audiencia, en la que 
se deberá desahogar dicha probanza; la preparación consistirá en la citación 
que el tribunal realice de los testigos, haciéndoles saber que deberán ocurrir al 
local del Juzgado a rendir su testimonio. 

El artículo 385 del Código de Procedimientos Civiles establece 
textualmente lo siguiente: "Antes de la celebración de la audiencia, las 
pruebas deherán prepararse con toda oportunidad para que en ella puedan 
recihirse." 

Entre los actos que el Juez realiza para preparar adecuadamente una 
prueba, se encuentran por ejemplo, los siguientes: · · 

• /,a citación de peritos, testigos y las partes en su caso, para el desahogo de 
las pruebas pericial, testimonial, y confesional. · , . 

• La designación de peritos en rebeldía de las partes o de'·tercéí-os en 
discordia en la prueba pericial. ··: - , ., . ·:, ·.· -

• La realización y envío de los oficios en que se requiera álguna cle'pén,de'ncia 
o institución, el informe de detenninadas cosas, en la pruebá'.iristrÚniental 
en vía de informe. · ·· ' ·:-. ·~, · · :'- ·· 

Así pues la etapa de preparación consiste en el conjunto de actos 
procesales que realiza tanto el tribunal como las· partes en el proceso, 
necesarias para que puedan desahogarse o concretarse en las actuaciones del 
juicio. 

d) Desahogo. 

El desahogo de las pruebas, se realizará en una audiencia, según lo 
dispone el artículo 299 del Código de Procedimientos Civiles.r.1 

"Articulo 299. El .l11e:: al admitir las pr11chas ofrecidas procederá a la recepcló11 y 
c/('.talrogo ele ellas <'lr.fc•rma oral. /.a rcc('f'Ci<Ín ele las pruchas se hará en una cmdicncia a la q11c :fe 
citará a /a."i parfl'.\' Pn el 01110 clt' admlsi1í11, ."i<'ílalándo."ic al cfi•cto el ella >' hora tcnfi•nc/o en 
con.,·idc•raciún C'I 1frm¡10 l'm·a su pn•¡wra<.:itÍn. /),•/)(•rá c//arsc para t•sa auclicncia e/entro ele los 
trl'inta ellas ,\'iguicnlf'.\' a Ja mlmisi<ín. /úi lo.\· juicio.\· c/(' divorcio necesario que se invoc¡urm cnmo 
c:m1.H1h.•s linicmm.'nle la.\·fraccimws ¿\7. .\'11 u Xl·711. del articulo 267 del Cc'tcli>:o Civil .\'l' citará para 
la audit•ncia de rcct.•¡1dún dv prnehas cil•ntro ele los 'l"int·(· ellas si}!ui<.•nf('.\' al ele la nclmi:"iicín cit.• las 
f"·uehas <!frec:iclas. 
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/,,a auclicnc:ia ,,.,. cc•/chrarú con In.'> /'ruchas que estl!n prcparm/as. clcjánclosc a safro ,.¡ 
dt•r1•dw tic• qm• se ell'si~nc IJIH'\•o ella y hora para rccihir la.r pendiL'lffL'S, y para l'I c.fi•cto se scf1alcrrá 
la .fi.•c.:ha Pª'"ª ·''" contimwc.:ititr la que h.'1ulni vt•rUicativo tlt•ntro dt• los quince dlas Jig11ic11tcs. En 
este• caso no hay qm.• ,\·c.·~uir l'I orelt•n cstahh!cido para la rccc•pcián ele las prucha.i. ·· 

El articulo 388 del Código de Procedimientos Civiles, nos dice que 
Iris pmebns yn prepnradas se recibirán y que se dejnran pendientes pnra la 
contimmción de In nudiencin lns que no lo hubieren sido o en su caso las 
pruebas que no se llegaran n desnhognr en ese momento. 

El desahogo de Iris pmelms es el acto procesnl a través del cunl se 
contraen los medios de convicción nportados por las pnrtes, es decir; que se 
pasa de la simple nbstracción que conlleva su ofrecimiento, al hecho 
perceptible de la pmebn mismn. 

En virtud de lo anterior es preciso, tocar el punto relativo a los 
principios fundnmentnles de la pmeba en general, de lo que se desprende que 
para hacer vnler el poder coercitivo ele In prueba, debe existir una contienda 
judicial en In que lrnya un conllicto de intereses y pretensiones. Con esto 
queremos anibnr ni punto de análisis ele In carga de la prueba. 

La teoría, nos dice el nmestro Manuel Mateas Alarcón "El que afirma 
esta ohligmlo a prohar'"/'2 esto nos conlleva a la estmctura fundamental de la 
elaboración de In demanda, en In cual se plasman los hechos que la motivaron 
y aseveran el derecho de las pretensiones del acto. Esto es asi, la 
manifestaciones hechas vnler por el actor conllevan la necesidad de ser 
acreditadas o probadas y esto se harú a través ele los diversos medios de 
pruebns contemplados por la ley. 

En la siguiente referencia que nos dice ·:cuando el que niega está 
oh/igado a profiar ""3

; esto es implícitamente una deferencia al principio antes 
referido que conlleva un juego nmyor de palabras y pretensiones. 

Lo que se pretende aclarar es la concepción misma del interés de la 
carga de la pmeba en una contiemln judicial, en la que en el supuesto caso de 

lil Mi\NOJ:I. ~1.\TFOS AL\HCc'JN. t.ia /'riu·/tm 1•n ,\foh·rw <"!J:.!Í. .... MdJ-2!"''' 1• FrclnrJJ.. Seg11111la l'tli~·j,;11. Ci\rtl~111t'll falitor, Mhku 
1?79, ri\g l. 

(jJ llfcm nolit anl!:rior, l'Ag 2. 
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que el reo no se defienda o niegue rotundamente sin manifestación alguna o en 
su caso se allane a las pretensiones del actor éste "no está obligado a probar"; 
con la salvedad de que si al manifestar su defensa o su contestación negativa, 
esta conlleve en si misma la afinnación ele un hecho, verbigracia: 

En el caso ele que el demandado por el Incumplimiento de Contrato, 
desconoce como suya la firma que calza al mismo, este está obligado a ofrecer 
ele su parte la Prueba Pericial en Materia de Grafoscopia y Documentoscopia, 
ello con la finalidad ele probar la negación y desconocimiento ele su firma. 
Cosa contraria, si el reo únicamente hubiese manifestado que él no celebró 
contrato alguno, revirtiendo con ello la carga ele la prueba al actor, quien 
tcndní que demostrar que el demandado si celebró el contrato materia de la 
litis y que expresó su voluntad con el mismo al plnsmar su firma. 

2.2. 1.6.- EL JUEZ EN LA RECEPCIÓN Y ADMISIÓN DE PRUEBAS 

Es obligación del juzgador, la realización ele todos los actos 
procesales que sean necesarios para que las pmebas ofrecidas por las partes 
puedan ser recibidas y en su momento procesal valoradas de confonnidad a 
derecho. El articulo 285 párrafo primero del Código de Procedimientos 
Civiles, establece que es obligación del Juzgador el recibir las pruebas 
presentadas por las partcs.r'" 

"Artículo 285 l'.fii. I". W tribunal debe recibir las pl'llebas que le 
presenten las partes siem¡we c¡ue estén permitidas por la ley y se refieran a los 
p1111t11.1· c11esti1111ados. " 

De la disposición citada, se colige que es obligación del juzgador no 
solamente recibir las pruebas que ofrezcan las partes, sino que además, deberá 
realizar las gestiones y actos procesales necesarios para efecto de que las 
probanzas admitidas puedan desahogarse y en su oportunidad ser valoradas. 
En ese entendido, el juzgador deberá realizar en auxilio ele las partes diversas 
acciones, que éstas por no tener la investidura del Juzgador no podrlan 
realizar. 

Por otra parte el articulo 402 del ordenamiento en cita nos dice lo 
si¡p.1iente:r.s 

fi
4 Cbdi~o Je rrn~:ecfinticnln" Ci\'ile<1 rnua rl l>i~ltilo ICtlrrnl, Sl'JN l'flmpilncU>n de 1 e~-coe FC\lctnl" 



All11CI !/,() ~02.- /.os mrcliu.v clr prurha aportados y mlmilido.<. srrán valorado.•,.,, s11 
cm~j1111fo por el JllZRmlor, atcndienclo a las rcJ!ltt.\' efe.• la Mgica y de la cxperiL•ncia. Hn tocio cnxo el 
trihunal cli•hrní t•xpmwr t·11iclmlosamentc los .fiuulamentos de la valoracidn jurldica rcalizacla y ele 
s11 tlt'cüiún. 

Este ordenamiento protege todas y cada una de las pmebas ofrecidas 
por las partes dentro de la secuela procesal; quedando exceptuados los 
documentos públicos, los que tendnín valor probatorio pleno, y por tanto no se 
pe1:judicarán en cuanto a su validez por las excepciones que se aleguen para 
destruir la pretensión que en ellos se funde; según lo dispone el artículo 403 
del Código de Procedimientos Civiles. 

Es de considerarse que el órgano supremo para la admisión o 
desechmniento de la prueba en general lo es el juzgador, siempre que las 
partes den cabal cumplimiento a la ley, dejando a la pmeba pericial en un 
ángulo diverso. 

P:ira el presente trabajo queda ele una manera superflua la · 
designación de los terceros pm1icipcs en el proceso, como ha de considerarse a 
los peritos en la secuela procesal que requiera ele su intervención; ya que la ley 
le permite a las partes la clesigm1ción del perito que los habrá de representar y 
de proyectar sus intereses particulares por en sima de los de la aplicación de la 
justicia. Mús aím a l;i designación del que habrá de hacer el juzgador del perito 
definitivo o tercero, no se reserva en secreto pennitiendo de esta manera que 
las partes tengan acceso y contacto con el, pudiendo de manera adversa influir 
en su detcnninación. 

/\ mayor abundamiento, en el presente trabajo pretendemos 
proponer un modo mús eficaz para la admisión ele la prneha pericial, que 
pcnnita al juzgador estar en posibilidad de confiar de manera plena en los 
dictúmcncs emanados de los peritos que abran de fungir como anxiliares del 
juzgador. Por lo anterior es que en Jos siguientes capítulos ahondaremos en 
esta propuesta, tratando de explicar y justificar cada una de las propuestas que 
se plantean dentro del presente trabajo. 
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CAPÍTULO 111 

PRINCIPIOS DE LA PRUEBA PERICIAL Y PROBLEMAS 
DEIUVADOS DE SU APLICACIÓN EN EL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL 

3.1.- LA PRUEBA PERICIAL 

A lo largo del proceso evolutivo del derecho en México, nos 
encontramos con la fundamentación de esta prueba en las leyes impuestas 
durante la conquista, asi como las de la santa inquisición, en las cuales no se 
presentan antecedentes ciertos de la pmeha pericial, sino que, los breves 
esbozos considerados como el juicio de peritos los cuales cumplían solamente 
con el fin de ser conocedores del asunto a resolver y manifestarse en relación a 
sus conocimientos; caso similar al del derecho canónico. 

Así pues podemos encontrar que cuando se requiere la apreciación de 
un hecho por parte de un observador con una preparación especial, obtenida 
por el estudio científico ele la materia a que se refiere, o simplemente por la 
experiencia personal que proporciona el ejercicio de una profesión, arte u 
olicio, surge la necesidad de la pericia; la existencia de la prueba pericial está 
en relación con el carácter más o menos técnico ele la cuestión sometida al 
juez. 

3.1.1.- PROCEDIBILIDAD. 

Considero pertinente recordar que se entiende por prueba; que es todo 
procedimiento empleado para convencer al juez de la verdad de un hecho, o 
como la averiguación. que se hace en un juicio de una cosa que es dudosa; el 
medio con que se demuestra y hace patente la verdad o la falsedad de alguna 
cosa. 

El maestro Manuel Mateos Alarcón define a la pr11eba Pericial como 
"el dictamen de las personas versadas en una ciencia, arte, en un oficio con el 
objeto de ilustrar a los tribunales sobre un hecho cuya existencia no puede ser 
demostrada sino por medio de conocimientos científicos o técnicos: o bien un 
medio de descubrir la verdad de un hecho o la forma especial de su 
demostración deducida de los fenómenos visibles de él o de sus cfcctos."1 
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La prueba pericial es una de las más técnicas y de las más requeridas 
por los abogados postulantes, esta prueba es una de las que pueden aportar 
elementos tendientes al mejor proveer del juzgador. 

La legislación procesal civil, nos refiere que, la prueba pericial será 
admitida cuando para una mejor aprcciac1on del asunto se requieran 
conocimientos especiales de la ciencia, arte, técnica, oficio o industria de que 
se trate. Así nos dice que los peritos deben tener título o documento que 
acredite sus conocimientos en la rama en la que se desempeñan y si no lo 
requirieran o requiriéndolo, no hubiere peritos en el lugar, podrá ser nombrada 
cualquier persona a satisfacción del juez, ailn cuando no tengan título. 

Así pues tenemos que el articulo 346 del Código ele Procedimientos 
Civiles para el Distrito í-cclcral nos habla de los casos en los que será 
requerida esta prueba, refiriéndonos lo siguientc2

: 

A/17'ÍC'ULO 3./6- La prurha !"'ricial .l'<ílo .1·crá admlslh/c c11anda se requieran 
cmwcimh•ntos l'.\"fJ!'Cia/e.\' cll' la ciencia, al'lt', técnica, <~ficio o industriad<.• que .re trate, más no c11 lo 
relatfro a cmrocimit•n/os ):C11l'rah•.\' <f"" la ley ¡n·esupom• como neci•sarios en los jueces, ¡mr lo que 
se tlL•seclwrcín ch• oficio aquellas pt'riciafrs que st• <!frt.•:can por la.\' partes para c:íc tipa ele 
cmwcimienta. ... o qm• se t•1u .. ·w.•11o·t•11 acn•chtcula.v en a11to.r con otras pruebas, o tan .rdlo se refieran a 
sitn/Jfox opt•racirmt'.\' nrilmt;llCCI.\' o similarc•s. 

l .. o.\' pC"rilo.\· clt•ht•n tt•nt•r tlt11lo t•n la cicncln. nrtc, técnica, r~ficio o Industria a que 
pt•rft.•m•zca la c111.•.,·titin sobre la c¡m• ha ele olrsc "'" parecer .. 'ii la ciencia, arfe, técnica " inclusfria 
rcc¡uil'YC'n fltulo para .Hl Cjl'n:lcio. 

S; no lo rec¡uiril'ran o requiriéndolo, no lmhlí!rc pcri~o.'i en el l11nar, podrán ser nombradas 
cuah•.w¡ulcra personas t•ntcndidas a :mti.~fi1cc:iti11 ele/ juez, min cuando no tengan tlt11lo. 

El titulo clt• lrahi/itac:itJ11 ch• cflrrt·clor público acn•c/ita para tocios los c.fccfns la caliclad de 
pl'rifo va/1wdor. 

El maestro Rafael de Pina nos refiere que la prueba pericial entrará en 
función "cuando la apreciación de un hecho requiere de parte del observador 
una preparación especial, obtenida por el estudio científico de la materia a que 
se refiere, o, simplemente, por la experiencia personal que proporciona el 
ejercicio ele una profesión, arte u oficio, .. .'" 

3 
RAFAEL DI~ l'INA. Tft-IT.-IPQ {._~1.u,..1~rf?VEl~ISJ,.'ll11./!.\: <Jh. Cit. r:\i; 17'>. 
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Podemos concluir que la peritación será el medio empleado para 
trasmitir o aportar al proceso nociones técnicas y objetos de pnteba, para la 
cual se requieran conocimientos especiales y técnicos. 

Para la continuación en el desarrollo del presente trabajo, debemos 
definir el ténnino Perito, y atendiendo a esto el diccionario de la real 
academia de la lengua nos dice lo siguiente: 

"l'ER/7V.- Sabio, práctico, versado en un arte .o ciencia. Persona 
autorizada legalmente para dar .rn opinión acerca de una materia. "4 

Algunos autores, seílalan que al perito debe considerarse como órgano 
de prueba ya que, según seílalan sólo con la intervención de ellos, es posible 
en muchos casos precisar circunstancias técnicas que de otra manera serla 
imposible conocer; y en esas condiciones, debe considerarse al resultado de la 
pericia como un medio de prueba verdadero y especial, y consecuentemente, 
reconocerle a los peritos el carácter de órganos de prueba y no simplemente el 
de auxiliares de la administración de justicia. 

CHIOVENDA a su vez dice "los peritos son personas llamadas a 
exponer al juez, no sólo sus observaciones materiales y sus impresiones 
personales acerca de los hechos observados, sino las inducciones que deben 
derivarse objetivamente de los hechos observados o tenidos como existentes".5 

En su perfil, el perito es por definición general un técnico que posee 
conocimientos especiales adquiridos por la experiencia en el ejercicio de su 
profesión dentro de un campo específico. A su vez, por la función cjue 
dcsempeíla dentro del proceso, el perito es por decisión jurisdiccional o por 
designación de las partes contendientes, para que mediante la aplicación de 
sus conocimientos técnico-científicos, contribuya a la verificación de un hecho 
o circunstancia controvertido. 

En suma, al intervenir en las condiciones antes enunciadas, adquiere así 
dentro del proceso la personalidad jurídica del tercero, pero cuya participación 

4 
UJCCIONAIUO m: LA ltl·:AJ~Al'A(lEMIA ui: t.A l.ENlll rA ESl'AJ\:Ol.A. /'/:l!.fl/!"J~O/.AROUSS/;~ '"-·"-'· 
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se contempla por la nonna procesal, en calidad de auxiliar en el proceso por el 
hecho de aceptar la encomienda y protestar cumplir con ella. 

Así, podemos determinar que el concepto juridico-doctrinal de perito 
según las anteriores reflexiones, es la de un experto, especialista en materias 
diversas al derecho, por cuya aptitud es llamado a emitir opiniones fundadas 
respecto de puntos controvertidos; en virtud de lo cual adquiere calidad de 
tercero auxiliar en el proceso, adquiriendo así dicha personalidad jurídica, y 
por lo cual la norma procesal prevé su comparecencia. 

3.1.2.- OFRECIMIENTO EN LA LEGISLACIÓN CIVIL 

Debemos entender que el desahogo de la Pmeba Pericial consta de dos partes 
distintas, nos dice el profesor Manuel Mateos Alarcón que éstas dos partes lo 
son " la declaración de una verdad técnica y la aplicación de ella al hecho 
propuesto, fundada en el análisis de los fenómenos producidos por él." Esto es 
que los peritos no pueden resolver las cuestiones sobre las que se les ha sido 
consultado, puesto que carecen de facultad para asumir las funciones del 
juzgador; ello en virtud de que los peritos como auxiliares del órgano judicial 
sólo pueden manifcstmse sobre cuestiones de hecho y no de derecho.6 

El Código de Procedimientos Civiles nos habla de la pmeba pericial del 
m1ículo 346 al 353; a través de la cual el legislador ha querido reglamentar el 
correcto desempeílo de la pmeba en cuestión. Entrando en materia del 
ofrecimiento de la pmeba pericial el artículo 347 nos refiere lo siguiente: 

ART/Cll/.O 347.- !.ti.< pt1rtc.< prop011tlrtl11 /ti prueha pericial dentro tic/ término de 
ofrccimic11to de pr11eht1.'i, e11 fo.v .d¡.:11ie11lt".\· térmi110.v: 

/ .. Sena/orón con tocia fJYC'cisicin la ciencia. arti•. t&·nica. oficio <!.JlJJÍustria sohrc lll cual 
dt•ha praclicnr.\·1..• la prw.'ha: los fllllltos sohrc lo.\· '!'"' "''rsaró y las t·1wstiones qm• se clchrn re.fo/ver 
en la pericial, usl cu111..!.LÍJLct.;tÍHÍQJ!!:!.!.Í!'EmIJ!L_g!lül'-ld.it!.f'..!1.Lc:a. arll.-.tica o inclustrtal de>/ perito que 
.H' pro¡ump,o, 11omh1·t•, apl'l/1do.\· y domicilio clt• éstl', con la corrc•spmulfrntl' rdacir'm ele tal prueba 
con /o.\' hcd10.\' contrm'l'rtido.\'; 

JI.- ,\'i fi1/ta cualquiera tic /m; rcq11i.,·ito.,· cmlcriores, el j11ez clc.'icc/1nrd ele plc11ra la pr11eha 
Cll CllC.'i/icÍllj 

fil.- Un ca.w clt• estar dt•hiclomt•nfl• 1~f'recicla, e•/ juez la admitirá, qm·clmulo ohliRaclo.\' los 
o/'crcntcs a qm.• sus pt·ritos,.l_~l'lltro clt•LJ'-.Íf!.?!!_!Íf_fJ:!.:.ullfI.:.~. ¡1rc•.\'l'lltt•n c•scrito en el que acepten el 
t:argo confi·riclo y t'rofl•s/1.·11 .\'11 jil'I y h-Rcll dl'.n'llll'l'ílo, dehil.'ndo anexar copia c/I.' ,\'11 ct~tlula 
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pr<~fi'simwl o cloctm1t·1110.,· qm• m.:n•c/11,•11 .n1 c.:altdml ""!'<'rilo 1!11 e/ arte, técnica o induxtria para ,.¡ 
fJ"'' .n• /t•J tll'ÜJ.!ntl. mcm~f<'.,·tamlo. htyo ¡1roll'sla clt• decir vt•rdacl, que conocen los puntos 
cuc'.\'/ionmlos y ¡1ormP11ort•.\' rdatn•o.\' a la f't'rtcial, a.\·/ c:omo que tfrm•n la capaciclacl s1~/iclc•11ft' para 
emitir d1L·tame11 sohrc.• C'/ ¡1artic11/ar, qt1t•clcmd!!.....!..!l!JJ.gª5.fos !JE!.J..~/ir s_u dic:l<!J.111!11 dt•ntrc_1 el<! lo.\' diez 
ª1_c_1.,· sigw,•111r...'Li!.Ji!.Ji:·_c.)1Cl...X.!1..!JH~:l1m1!!.JJ!.!:.('JTJ!IJ!f.Ít> los c'.H.:rilos e/e• ac:1..·11_Jpciti11 l' vro/C'sfa del C.!1.[.g!! 
fÍs:jJt'rU.!J§. 

IV~ ruando .''it' trate ele juicios sumarlos, e,\'f't'ciales, o cualquil'r otro tipo de controvt•rsta 
ele trámite ''·''f''-'C.:Uicamcnh· sin}!tdar, las par/<.•,,· q1u•cla11 ohlixadas a pn°.H011lar a sus pcrilo.'t dt.•11/ro 
de lo.'t lrt.•.\" dlns .<tiguicnlL's al prtn•t.•lclo L'll qtw n• les f('11J.:a por '"'SiJ.:1mclos para que se• cumpla con lo 
ordenado l'IJ ('/ ¡1úrn~(t1 antt·rior, lo.r c:rw/C's qzlC'dan ohliJ.:ados, en t.•stns ca.fo.\', a rene/ir su dictamen 
(Í!-'Jllro !b.'--Í!.!5_c111t.;,1J . ..JHc_~\· .\'ll!!.!.lf.t1l_L~~ a lafi.·clw t'll ifUC hayan tlC:('fllaclo y prott•stado el carJ.:o: 

V~ Cuando lo.\· !"'rilo.\· ele las parte.,. rrnclan ,\·us dictámenc•s. l' éstos resulten 
suh.,·tcmcialnu.'Jl/l' t·m1J!:f!_1{J_tJ_<.!J:iO.f, .'ic <ic.•iiJ:llllr1l 11/ perito tercero en tli.'ic:or1/ia tomando en cuenta lo 
ort/('naclo por t!I articulo 3.J•J dt' ('.\'/<' c1jc/1}!0: 

F/ .• La ji1/t11 dr prcsc.•11tt1d1S11 del e.\·crito 1/t•I perito 1/cl oferente tic /11 prueba. donde acepte y 
prolt'.\"lt' ('/ car}!o.J{1J..ril !l_1gu!:..E....!J!lfSLJm•:: cle.~fgnc• m•rilo ('11 n•he/clla ele/ okrcnte. Si la contraria no 
clc.HJ!n<irc• /)('rito, o ('/ f'l'rJl11 por é.,·ta cle.,·1)!nt1clo, no prt.•.rtc.•llfmn L'I escrito clt• accptacicSn y prott•sta 
del car}!o. ciará como co11st·c11encia que .H' tenga a ésta por cm!ft1nm• con el clic/amen pericial que 
rinda l'l perilo tld t~f<·n·nte. 

En d .vu¡mcsto ele qt1(' el J'Criln c/(•.fiKltado por a/J!rma de /a.f partes, que haya aceptado y 
pro/('.flaclo el cargo cmifaiclo. 110 prc:wllle SJt dictamen {!.t'ricial en el término concedido. se 
~!dt•rá que dicha rarlc acepta aquél que st• rinda l'Or !.'! nerilo ele la contraria, y la pericial se 
clesalro}!,tlrá c.:on ('.\'(' d1ctamc•n. Si los nerilos de ambas parles. 110 rinclt•n su dictamen dentro ele/ 
término c:onc.:(•c/11ÍJ!.. el j11cz 1le.dJ:11t1rtf c11 rchelt/111 tic amht1.'i 11n perito tinico, el que rendirá su 
clictamt•n d(•ntro dc/ ¡1lazo .fl'flalmlo en la.,·frm.:cimU'.\' 111o11~ scJ.:rin correspmrda. 

En los ca.w.-r c1 que se n'.fi(•re el J'Ól'n~fi1 antC'rior. d pwz sancionará a los f1crilns omisos 
con multa t•c¡ui\•ah•ntt• a ,\'t'.'it'llla ellas dt.• salario mlnimo ¡.:enc•ral vij!entc en el Distrito Federal: 

VII.- Las f'Orlcs quedan ohliJ.:ncla.\· a ¡m}!,ar fo.,. lronnrarios ele los peritos que hayan 
nombraclo, a excepción ele lo que• ,.,,·tahlccc el último párrafo del articulo 353,asl como a 
prc.•.fenlarlo.f cuantas vec:t'.\' n•a necesario al JllZ}!,aclo. '/'amhién qucclarán obligadas a presentar el 
clictamen pericial e/entro del plazo .H'llalado, t/(•hic•nc/o prc'.H!ntar /os peritos el original dt.• su cédula 
pr<~fesional, o ele los dacwncnlo.\· mu•xado.\· a .ms ('Scrilos d1: m:t•ptacltín y protesta del cargo,· 

VIII.- Las partes en cualquier momento podrán convenir en la designación de un 
solo perito para que rinda su dictamen al cual se sujetarán, y 

IX- Tamhién la,,· parles ''n cua/quil'r monwnlo podrán manifi•star su cnnformtdacl con el 
dictamen cid f'l'l'ilo ele la contraria y hacer 11h.\'(•n•acio11es al mi.\'m11, que .fcrán considerada.\· en la 
valoración que rt.'frlicc d 1ucz en .m .H'l11<•ncia. 

De confonnidad con el artículo antes trascrito, las partes están obligadas 
a aportar los elementos necesarios para el desahogo de las prueba ofrecida; de 
ahí que si se propone la pericial para acreditar un hecho y una vez admitida, 
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mandándose citar a la oferente para que proporcione los elementos pertinentes 
para su desahogo, con el apercibimiento que de no ocurrir se declararía 
desierta la probanza; luego entonces, si no cumplió con ese requerimiento para 
que se estuviera en posibilidad de emitir el dictamen correspondiente, por lo 
que es correcto que se declare desierta la prueba. 

Para que el dictamen tenga eficacia probatoria no basta que exista 
jurídicamente y que no adolezca de nulidad, sino que es necesario, que reúna 
ciertos requisitos de fondo7

: . 

A).- Que sea 1111 medio co11d11cente respecto de un hecho por probar. 
B).- Que el hecho oh.Jeto del dictamen sea pertine/lfe. 
C).- Que e/ perito sea expel"lo y competente para el desempeflo de su encargo. 
D).- Que no exista motivo serio para dudar de su desilllerés, imparcialidad y 
sinceridad. 
E). - Que no se haya prohado una 0Neción .for11111/ada en tiempo al dictamen. 
F).- Que el dictamen esté debidamente.fimdamentado. 
Ci).- Que las co11c/11siones del dictamen sean claras, .firmes y consecuencia 
lágica de .rnsfi111da111e11tos. 
/-/).- Que las co11c/11sio11es sean convincentes y no aparezcan improbables, 
ahs11rdas o im¡msibles. 
!).- Q11e no existan otras pruebas que desvirtlÍen el dictamen o lo hagan 
d11closo o incierto . 
.!).-Que no haya rectificación o retractación del perito. 
K).- Que el dictamen sea rendido en oport11nidad. 
L).- Q11e no se haya violado el derecho de defensa, de la parte pe1:j11dicada 
con el dictamen, o s11 debida cnnlradicción. 
/11).- Que los peritos no excedan /os limites de .rn encargo. 
N).- Que se haya declaradoj11dicialmente /a falsedad del dictamen. 
O). - Q11e el hecho no sea j11rídicamente imposible, por existir presunción 
"i11ris el de i11ri" o cosajuzgada en contrario. 
P). - Que los peritos 110 hayan violado la reserva legal o el secreto profesional 
q11e ampare a los doc11mentos que sin•ieron de hase a su dictamen. 
Q).- Que el dictamen responda a los c11estiona111ien1os planteados por la parle 
qfere111e, y en s11 caso los c11esliona111ie11tos que se amplfen por el contrario. 

1 IN·n~RNF..T. l'ÁgÍnA www clíorn c.-nm 
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Es necesario seiialar que el procedimiento pericial, son una serie de 
actos metódicamente conducidos por la razón, realizados por el experto con 
apoyo en sus conocimientos especiales, encaminados a la investigación y 
comprobación de un hecho materia de controversia en auxilio de la 
administración de justicia. 

Esto es que la pmeba pericial solo deberá ser admitida cuando se 
requieran conocimientos especiales de la ciencia, arte, técnica, oficio o 
industria de que se trate, mas no en lo re/atiwJ a conocimientos generales que 
la ley presupone corno necesarios en /os jueces, por lo que se desecharán de 
oficio aquellas periciales que se ofrezcan por la partes para ese tipo de 
conocimientos, o que se encuentren acreditada.~ en autos con otras pruebas, o 
tan solo se refieran a simples operaciones aritméticas o similares; en su caso 
también deberán desecharse las que al momento de su ofrecimiento no 
cumplan con las disposiciones legales. 

3.1.3.- ADMISIÓN DE LA PRUEBA EN MATERIA CIVIL 

Uno de los conflictos más rotundos presentados al momento de dar 
valor a la prueba pericial, es que encontramos que se confunde la intención de 
esta prueba con la de Testigos, olvidando que esta pmeba se constrifle a 
declarar sobre la existencia de hechos que han sido percibidos a través de los 
sentidos y los peritos sobre su estimación. 

El Código Adjetivo, en el artículo 348 advierte la cautela con la que el 
juzgador deberá de admitir la pmeba pericial. 

All7ÍCU/,() J./,~.-EI juez. antes ele admitir la prueba pericia/, dará vista a la contraria por 
el término de tres dla.\·, para que man{ficste .rnhre la pt•rlinencla de tal prueba y para que nrovonga 
fa ampliación de otros mmtos y c11<.wtiones además de la:r fi1rnmlaclos por el <?fert•nte, para que fus 
perito.\· clictamlnen. 

Esto es que el dictamen pericial, como medio de pmeba del cual se vale 
el juzgador para completar las bases de su veredicto; obvio es decir que dicho 
medio deberá ser veraz y por lo tanto confiable. El cual deberá sujetarse a tres 
lineamientos generales: primero deberá ser objetivo y racional, técnico 
metódico y realista, segundo técnico cien por ciento y tercero científico. 

Para arribar a In verdad que se pretende probar es necesario que el 
oferente relacione la prueba con el hecho nam1do, así mismo los 
cuestionamientos que se realicen al perito se harún atendiendo a esta regla. 



Podernos observar que la ley prevé que antes de admitirse la prueba 
pericial el juez dará visla a la contraria con un doble aspecto. 

1.- Para que manifieste sobre la pertinencia de la prueba, esto es una 
medida cautelar, ya que en ciertas ocasiones la prueba pericial se ofrece con el 
único {mimo de retardar el buen curso del procedimiento. 

2.- Si la contraria está de acuerdo con la pmeba o la considera 
pertinente entonces podrá proponer la ampliación de otros puntos y cuestiones 
además ele los fonnulados por el oferente, con el fin de que ambos 
cuestionarios sean resueltos. 

En el caso de que los dictámenes presentados resulten "contradictorios", 
y esto no pennitiera que al juez le fuera posible encontrar conclusiones 
congruentes; podrá, si lo considera necesario designar o designar un perito 
tercero en discordia y éste será nombrado y seleccionado de la lista de peritos 
con los que cuenta el Tribunal. 

A este respecto el articulo 349 del Código de Procedimientos Civiles del 
Distrito Federal, nos dice lo siguiente: 

AUT/('(JLO 349.- C11a11do lo.r clictáme11e.r rcnclido.r rc.r11/ten s11h.rta11clalmcnte 
contnulh:toriw clt• tal moclo c¡m• d.1m·z c.:onsidf.•rc que• no es /wsih/e encontrar c:cmclusiones que le 
aporl<'lr ch.•mt•llfo.\· de ,·m1viccitin, poclrti clcsi}!nar "" ¡1t•rilo tercero en discordia. A este perito 
clehcrú 1wtUic:ár.n•h• {'tira qt"' dentro dl'/ pla=o de lrt'.'i ellas, prc.nmte escrito en el que acepte el 
carJ:o cm!fc,·iclo y l""'''·''f<' .rn .fiel y /cJ!al dt'.'icmpc.•fJo, clrhh•11c/o anexar copla d1..• .rn c~c/11/a 
/1''t!/('.'iimwl o doc11111c11to.'i qm• acn•clitt•n .\'11 calulad ch.· ¡writo t•n darte. técnica, t~fic:io o Jncltutria 
f'Ora ,.¡ qm• SI! le.• t/esi~1m, man~fe.'itcmdo, ht~fo ¡wof(•sta de <lf'cir v<•rclacl. que tient.• la caf'acidad 
.\'1~/ich•nft! para c1111t11· cllc1tmu•n xohn.! d partic11h1"; as/ 11wm10 s<'ilalarti l'/ monto de sus lumorar/os. 
,.,, los ft;rmino.\· .fijados 1..•11 la l.ey Or}!ámca cid 7i·ihunal ,\~uperior dt• Justicia cid /Jistrlto Federal, 
lo.\· qm• cleh1•n .H'r a¡m1hado.\· y a11tor1zrnlo.\· l'"r t'/ j1wz. y ,·uhJl'r/o.'i por amha.,· partes en igual 

/'rl'/'''rcirín. 

HI pt.•rilo tercero ,.,, discordia dt•hcrá rene/ir .'ill peritaje pn•cisnml'l1/C l'IJ In a11clicnc/a de 
pruebas. y ,\'11 incumplimiento dará l11}!ar a qul· el trihunal le imptmJ!a como sanción pecuniaria. en 
fcn·or de Ja.\' parllw, d im¡mrtt.• cit.• una cantulad iJ:ual a la t¡ll(' colizrí por sus .'iervicio.'i, en los 
términos fijados en la /.ey Orxánica dl'I Trihtma/ ,\'upt•rior de .Justicia del /J/.\'tri/o Federal, al 
acc•ptar y prott•.\·tar d carJ:O. Hn ('/ mi.Hno acto, t•l trihmral e/tetará provt'fdo dt• cjecucián en contra 
clt• clidw ptnlo ft•rn•ro c·n di.'icorclia. ach•má.,· dt• hacerlo sahc•r al trih1111a/ ph•no, J' a la asociacián. 
coh·~io ele ¡m~fi•ximrt.\'la.\· u im·titm·tá11 qm• ll' lmh1t·n• l'ropuc.,·to por as/ lraht•rlo .wrlic:itculo el jm•z, 
¡mra /11s t.'.fi•c:tm· cotn·s¡1,mc/H'llfl•x. 

l!n d .w¡1111..•s10 clt•/ ¡1á1Tc!fi' a11tcrifw. ('/ ;m•z d1•siJ.!11arci otro fJl'l'ifo tc•rc<"ro «.'IJ cliscorclw y. dt! 
.H'I' nc•ccsano .. \'ll.\'fh'l1clt•1ú la cmchcncw ¡1m·a el dt•.w1lw}!o tic lo ¡wttt•ha en c:111•.\·tid11. 
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El perito denominado tercero en discordia deberá rendir su dictamen en 
la audiencia de desahogo de pruebas, ya que en caso que no lo haga, se le 
sancione con una multa ib'llal a los honorarios que percibirla por su dictamen y 
con aviso al Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal o a la 
asociación, colegio o institución que lo hubiere propuesto, siendo removido de 
su cargo y designándose uno nuevo. 

Si alguno de los peritos de las partes omitiere rendir su dictamen, el 
dictamen que se presente por la parte que lo exhiba tendrá pleno valor 
probatorio, perdiendo la contraria su derecho a impugnarlo. 

Respecto de los honorarios ele los peritos, cada parte tiene a su cargo el 
pago del perito ele su parte. En el caso ele que sea perito designado por el juez 
en rebeldía ele las partes o del tercero en discordia, los honorarios. ele. éstos 
correrán en un cincuenta por ciento a cargo ele cada parte. 

Si alguna ele las partes no paga la parte que le corresponda de los 
honorarios del perito de acuerdo a lo señalado en el párrafo que antecede.será 
compelido para su pago aún por la vfa de apremio, pudiendo embargarse sus 
bienes para garantizar su pago, además la parte que no pague perderá su 
derecho a impugnar el dictamen del perito ele que se trate. 

Así pues podemos concluir que el ofrecimiento de la prueba pericial 
está sujeta a las siguientes reglas: 

1 .- Debe proponerse dentro del plazo de ofrecimiento de pmebas; 

2.- Debe señalarse con toda precisión la ciencia, arte, técnica, oficio o 
industria sobre la cual deba practicarse la prueba; los puntos y cuestionarios 
sobre los que versará y las cuestiones que se deben resolver en la pericial; 

3.- Debe señalarse el nombre y apellidos del peritQ, así como su 
domicilio, número de cédula profesional (antes no era necesario) y su calidad 
técnica, artística, o industrial; 

4.- Debe relacionarse la pmeba con los hechos controvertidos. 

La ausencia de cualquiera de las anteriores cuatro reglas originará que 
de oficio, el juez deseche la pmeba." 
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3.1.4.- DESAHOGO DE LA PRUEBA EN MATERIA CIVIL 

El desahogo de la prneba pericial, materia del presente trabajo se 
cumplirá desde el momento de la aceptación y protesta del cargo conferido, 
que haga el perito designado por la parte oferente de la prneba y a su vez el 
que designe su contrario. 

Las partes tendrán derecho a interrogar al o a los peritos que hayan 
rendido su dictamen salvo en los casos de ·avali1os. Según lo prevé él articulo 
350 del la ley adjetiva. 

All7ÍC1Jf.O 3511.- /,as 1iartes tendrán clrreclro a interrogar al o a los peritos q11e /rayan 
rcncliclo su dictamen, y a que el jllt!Z ordene .rn comparecencia en la a11dlc11c/a ele pr11chas en la que 
St' /few.' a c:aho la junta de p<•r/fos. donde la!'ª'''' que la haya solicitado o de todos los colilfgantc.r 
qm_• la hayan pt•dido, podrán formular sus intt•rro~atorios. 

El peritaje de los asuntos judiciales que se presenten ante las 
autoridades comunes del Distrito Federal, de acuerdo con el artículo 1O1 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, es una 
función pi1blica y en esa virtud, los profesionales, los técnicos o prácticos en 
cualquier materia científica, arle o oficio que presten sus servicios a la 
administración pública, csl<ín obligados a cooperar en apoyo de las 
autoridades que los designen, emitiendo su opinión respecto de los asuntos 
relacionados con su encomienda, conceptuándose como auxiliares de la 
administración de justicia. De este modo, se sitúa el desahogo de la prueba 
pericial como totalmente concluido al presentarse el dictamen que dará 
verdadero apoyo al juzgador. 

""Art/c11lo 1111. m peritaje ele los a.nmto.< j11cliclale.< q11e se pre.<entcn ante las a11torlcladcs 
c:omune.\· del /Jistrito l"eclernl. e.\· tma .fimcfrin púh/lc:a y en esa virtud los profesionales. los técnicos 
o práctico.\· en c:rwlqmcr mat,•r·ia cfrntfficn. arll' 11 <!ficio que prc.\·ten sus .H'n1icios a la 
aclministrncián ¡nih/ica. l'Slán oh/l~ado.f n coop<•rar con dichas autoriclacll'S, clictnminando en los 
a.rnntos rl'lacimuu/os con .\·11 l'l1cmnil•1ula. ·· 

3.2.- CRÍTICA A LA APLICACIÓN ACTUAL DE LA PRUEBA 
PERICIAL EN l\IATEH.IA CIVIL 

Es pertinente concluir con las fases procesales, antes de entrar al estudio 
del porqué es que se considera la existencia de la inviabilidad de la prueba 
pericial en el Procedimiento Civil vigente para el Distrito Federal. Así pues, 
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hablemos de la fase preconclusiva, conclusiva o de sentencia y la fase 
impugnativa. 

Fase Preconclusiva. 

Esta es la llltima fase de la instrncción, la cual tiene por objeto que 
las partes formulen los llamados alegatos, que no son más que las 
conclusiones y los razonamientos a través de los cuales las partes consideran 
que han acreditado sus pretensiones o sus excepciones respectivas. Esto es que 
al alegar las pmtes sintetizan las pretensiones del cnjuiciante y las defensas y 
excepciones de los demandados, proporcionando al juzgador sus 
razonamientos, por los que consideran que los elementos de convicción 
presentados durante la secuela procesal, se arriba a la conclusión de que les 
asiste el derecho y la razón. 

El artículo 393 del Código de Procedimientos Civiles regula la fase 
prcconclusiva o de alegatos, y textualmente previene lo siguiente: 

"Artlc11lo 393. Co11c/11ida la recepci<!11 de las pr11chas, el trlhrmal dispondrá que las 
partes aleguen por si o por swr ahogado.\' o apoderados, primero el actor y luego el demandado: el 
Afinistcrio l'tih/ico afcJ!ará tamhih1 en los ca.ros <.'n que l11ferve111:a. procurando la mayor brevedad 
y ccmcisirhr. No si! podrá hacer "so cit.• la palabra por mas de un cuarto de hora en primera 
instcmc:ia J' de mee/la !rora en sc¡:1mcla. " 

Los alegatos, podrán presentarse de manera oral como lo prevé el 
ordenamiento en cita, pero si las partes lo consideran pertinente las podrán 
presentar en fonna escrita, esto de confonnidad con lo establecido por el 
articulo 394 del Código de Procedimientos Civiles, que establece lo siguiente: 

"Artlc11lo 39./. Queda prohihida la 11ráctlca d" dictar la< alegatos e11 la hora de la 
cliligcncia. Jos alegatos serán vcrhah•.\· y ¡nwd,·n las parlr.r prc.\·t•ntar sus cmu .. ·/usioncs por c.vcrito. " 

JUICIO. 

Fase Conclusiva o Sentencin. 

La segunda etapa que realiza el juzgador dentro del proceso es la 
denominada .l11icio, esta etapa, la cual realizará el órgano jurisdiccional 
desconformidad a los phÍnteamientos realizados hechos demostrados en la 
instrncción, a través de los cuales decidini el litigio, inclinándose a favor de 
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alguna de las partes, con base en lo alegado y probado, y lo previsto por el 
ordcnmnicnto jurídico. 

Durante la etapa de .Juicio, se lleva a cabo la elaboración de la 
Sentencia o resolución del litigio por parte del juzgador, el que deberá de 
detenninar a quién le asiste la razón, aplicando las hipótesis nonnativas al 
caso concreto en particulnr. 

Podemos considerar que la sentencia es el más importante de los 
actos procesales; la sentencia debe reunir requisitos de forma y de fondo 
establecidos por la ley, el mismo artículo 14 Constitucional en su último 
párrafo, obliga al juzgador a emitir su resolución confonne a la letra de la ley, 
su interpretación jurídica y a falta de ésta se fundará en los principios 
generales del derecho. Así mismo el Código de Procedimientos Civiles del 
Distrito Federal, establece que las Sentencias deben observar los principios de 
congruencia y cxhaustividad que la doctrina cita como necesarios para que el 
fallo no lesione el principio de legalidad consagrado en los artículos 14 y 16 
de la Constitución. 

Entendamos como el pri11c1p10 de congmencia el que no podrá 
otorgarse a una de las partes lo que no ha pedido, esto es, que la sentencia 
dictada por el juzgador no podrá pasar las pretensiones del actor y deberá de 
resolver respecto de lo que fue fundada la demanda. 

La exhaustiviclacl, consiste en que la resolución que se dicte deberá 
hacer referencia a todos los puntos debatidos, debiéndose precisar el porque de 
la procedencia o de la improcedencia de todas y cada una de las prestaciones 
que se reclamaron y respecto de las excepciones y defensas hechas valer. 

Los principios de Congrncncia y Exhaustividad, están contemplados 
por el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal el 
cual textualmente dispone lo siguiente: 

"A rtlculo R I. Toda.\· las resolucionL'.r sean clccre/os ele• tramill', autos provislonah•s, 
dt:!inirivos o preparatorio.\· o sc•ntc•nc:ias ínter/ocutorias. deben .'i('r daros prcc:/.\'as J' c·onf!ruente.\' 
cm1 /a.t; ¡rromoc:ionl's e/,• las partes. reso/vi1.-•nclo .whn• todo lo que éstas hayan pedido. Cumulo el 
trihwwl ,\'c•a omi.\'O c•n 1·c•so/l'(.'Y tocias /ax 11elicion1.-•s planteada.\' por l'I fJrtWIO\'L'l1fL' ele 1~/icio o a 
simple í1utcmcia \'t•r·lml dd intcn•.wulo. cll'ln•rcí ciar mu!\'CI Clll'nfe1 y r1•sofrer /ax c11r_•11te1.\' omit1tlcu 
tlt•ntro cid ella si}!mt•11tc. La." ,\ºt'nlt•nda.\· dt'.finiti\•a.\· tamhu~n dehl'n .H'" darai;, ¡1rt•l'ixa.,· y 
con1:rucn1t•.\' (.'011 /a.\· d,·mtmda.,· y la.\' c.:onf<'."'ªcionl'.\' y nm la.,· ,~·t·mci.'· f'rt'ft•n.,·iom•x ch.!ducida.\· 
o¡wrtwramrnlt' <'11 d ¡1/1•110. c:ondt.·11e111do o ah.wlvi<•ndo al d,·mamludo. y dcc1<ltc1ttlo todo\· lox 
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punto.\· /itigio.ws que hayan siclo objeto dt•I clt•hate. Cuando é,\·tos lluhlercn siclo varios, se hará e•/ 
pronunciamiento c:orrc•s¡mnclicnte a cm/a ww de ellos. 

La estrnctura de una sentencia presenta cuatro partes, que son las 
siguientes: 

El preámbulo; aquí se deberá señalar el lugar y la fecha en que 
se dicta, el tribunal del que emana la resolución, el nombre de 
las partes, el tipo de proceso, y todos aquellos datos necesarios 
para identificar el asunto. 

Los resultandos; son en esencia un resumen histórico 
descriptivo de las actm1ciones de trascendencia en el proceso; 
así se precisan las prestaciones del actor, las defensas opuestas 
por el demandado, los argumentos que han esgrimido las 
partes, así como las prnebas ofrecidas, sin realizarse ninguna 
consideración valorativa. 

Los Considerandos; son la parte medular de la sentencia, en 
ellos el Juzgador después de los antecedentes del asuntos 
precisado en los resultandos, se realiza la valoración de los 
medios probatorios y se dan los razonamientos lógico 
jurídicos por los que se deberá absolver o condenar. 

Puntos Resolutivos; son la parte final de toda resolución, y en 
estos en fonna concreta se precisa si se condena o se absuelve, 
precisándose en su caso a lo que se condena y el plazo para 
dar cumplimiento, resolviéndose el asunto. 

La estrnctura de la sentencia, siempre tendrá una debida motivación 
y fundamentación, por lo que el juzgador está obligado a respetar las diversas 
disposiciones que el orden jurídico establece para que dicha resolución pueda 
ser considerada apegada a derecho. 

Fase hntJUJ?nativa. 

Consideremos a los medios de impugnación como los instnnnentos 
11rocesales o recursos par que sea de nueva cuenta analizada la resolución 
dictada por el juzgador y que se considera contraria a derecho. 
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El Doctor Cipriano Gómcz Lara, seiiala que desde el punto de vista 
ele la Teoría General del Proceso, "sólo puede enfocarse el tema ele los medios 
ele impugnación, advirtiendo que éstos son recursos, procedimientos, 
instancias o acciones reconocidas a favor ele las partes, para que estas puedan 
combatir los actos o resoluciones ele los tribunales, cuando estos sean 
incorrectos, equivocados, no apegados a derecho o injustos."K 

Los medios de impugnación, no son lo mismo que los recursos, 
aunque suelan ser confundidos, por lo que es pertinente hacer la distinción; 
entendiendo que los recursos son una clase de medios de impugnación de las 
dctenninaciones planteadas por el juzgador. Lo que caracteriza a los recursos 
según la Doctrina, es el hecho ele que se desenvuelven dentro del proceso; por 
su parte los medios de impugnación, pueden desarrollarse fuera del proceso 
principal que les da origen. 

El Código ele Procedimientos Civiles del 
contempla en su Título Décimo Segundo esencialmente 
son los ele: revocación, reposición, apelación y queja. 

Distrito Federal, 
cuatro recursos que 

El recurso de revocación que se encuentra regulado por los articulos 
684 y 685 y nos dicen a grades rasgos, que es procedente contra las 
determinaciones de trámite, y todo tipo ele resolución que no sea la definitiva. 

AllTÍCUl.O fi84.- J.o.v auto.< que 110 ji1l're11 apelahh•s )' los decretos pueden ser 
revocado.\· ¡mr el jm•z que /os clicta. o ¡1or L'I que lo suhstifuya en el cmwcimicnto del nc¡.:m:io, sea 
¡mr la lntt•t·po.ftcitín ch•/ recurso de rt'\'ocacián o por la rc.·~11/ari::m.:iún del procedimiento que se 
clecrt'ft• dt• 1~/icio o u 11t•licidn ele parte, prc\'ia vista a la cm1traria por tres cllll.\'. para .\·tthsanar tocia 
omixicín qtw <'Xi.\'ta ,.,, d pr<1C"edimi1.!11to o pura('/ .\·o/o tft•c.·to ele apt·~nr.w ni ¡n·<Jccdimiento. 

AllT/CU/.O (i85.- 1:'11 los juicios en que la .m1te11cla c/~finiliva sea apclahle, la 
revocación es proccclentc IÍnicamenh• contra dL•tt.>rminac.:irmcs ele trámite, en los términos del 
artlc:ulo 79,.fracc:uin J c/L' L'.\'lt' c:ticli~o. 

Hn aquellos ca.'ios en qtu• la .wmt,•ncia no st•a ape/ahlc. la rc\.'Ocacián será procedente 
contra todo tipo dt• rt•solm:ionc.,· con f'Xct'fJcirin dt• la c/efiniti\'a. l•.:n tocio caso, <lt•hc intc•r¡mnrr.\·c 
por eser/fo dentro cll' lo.,· trt'J dfa.,· si~uh•nlc•.\· a la not(ficaci1in, pucliénclo.n• rcsofrt•r de• plano por el 
juez, o dar vista a la contraria por un término i~ual y la l"t'.wluciún c/dtcrá pronunciarse ch•ntro del 
tercer ella. h:,·1a rt'.w,/11c1tin 110 admtlt· mtÍ.\' rccur.\·o 'I'"' el ele n•.\1mnn1h1/idcul 

11 OOME7. T.1\H1\ Cll'Rl1\N(>, <>h ~·il 1';1~111:1 29'1 
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La revocación, es un recurso que se sustancia ante el propio 
Juzgador que dicta el proveido que se impugna, y debe de interponerse dentro 
ele los tres días posteriores a su notificación. 

"Artlcu/o 79. /..ns rcxol11dmu.>s son: 

l. Simples cll•tcrmlnaclnnes de trámite;" 

El recurso de reposición lo encontramos en el momento procesal 
que se realiza ante las salas, cuando lo que se impugna es un decreto o un auto 
dictado por el tribunal, y ésta se sustancia de igual fonna que la revocación. 

El recurso de apelaciá11, tiene por objeto que el superior jerárquico 
confirme, revoque o modifique la sentencia emitida por el inferior, según 
prevé el artículo 688 del Código de Procedimientos Civiles; procede contra 
cualquier resolución, auto o sentencia, salvo que la ley limite esta posibilidad. 

A/17'/CU/.O 688.- m rccur.l'O de apclaciÓll tiene l'"r objc/(} que el s11¡1erlor C(}njirme, 
revoque o nwd~{ique la rc.\·o/ución del í1~ferior. 

La queja según el artículo 723 del Código de Procedimientos 
Civiles procede: 

"Artlc11I" 723. El rc'1ir.1·" de q11<'}a llene /11gar: 

/. Contra el juez que .rn niega a admitir una demanda o clescmwce de ojicl" la 
personaliclacl ele 1111 litigante antc.r del emplazamiento,· 

//. 
///. /le.l'pec/11 a las l11ter/ocutorlas dictadas para la cjecucló11 ele sentencias; 
IV. 
J~ Ca11/ra la denc¡:acián ele apelación; 
VI. 
V//. En los demás ca.rn.1· .fljac/(}s por la ley. 

El articulo 725 del Código de Procedimientos Civiles del Distrito 
Federal, establece la manera en que se sustancia el recurso de Queja. 

"Articulo 725. !!/ n•,·11rso ele qw.>Ja contra resoluciones dl'I jm•z .'ie lntcrpmulrá ante éste, 
e/entro ele los tres ellas sig11/cnll'.\' al acto n•c/amado, expresando lo.v motivo.'i ele lnconformiclacl. 
Dentro ele/ tercer ella t•n qm• se tcn).!a por intcr¡mc.\·to el recurso, el juez d<' los auto.\' remitirá al 
superior 11~(t1rmc c:on 111.\·tificucitin. y acompanará en su ca.w, las con.\'tancias procesales 
r<'.\pcctiwu. /:.'/superior. e/entro cid tercer cita clcciclirá lo qu<' cmn.•s¡>mula. " ... 
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3.2. t.- INEFICACIA PROCESi\L 

La evolución de la prueba pericial en el sistema Procesal Civil del 
Distrito Federal, nos plantea una problemática real consistente en la 
imprudencia del trato que se le da por las partes en el proceso. Los abogados 
postulantes llegan a ocupar esta prueba como un medio para hacer más 
tardado el proceso. 

Los legisladores a lo largo del tiempo han planteado posibles soluciones 
al problema en sí, pero no se han detenido a observar, que si bien la pruclm 
pericial es una de las más técnicas y en caso necesario, de las de mayor 
trascendencia para que el juzgador pueda conocer la veracidad histórica 
buscada de los hechos controvertidos y planteados por las partes. Han venido 
dejando de lado la imparcialidad requerida por la prueba, pem1itiendo a cada 
parte designar el perito que le acomode y sin considerar si éste realmente será 
un auxiliar honesto del juzgador o si éste dará su punto de vista justo y real 
respecto de la ciencia, arte, oficio o técnica en la que dice ser conocedor. 

Es el caso que en la vida jurídica del abogado postulante, el perito 
designado, emite su dictamen en atención a los intereses de la parte que lo 
nombre sin importar si es real la conclusión a la que arriba; esto es asl, el 
perito concluye lo que le interesa demostrar a la parte que cubre sus 
honorarios. Esto provoca siempre o la mayoría de los casos que se tenga que 
recurrir a un perito tercero en discordia, en el cual al ser designado, se 
precisan todos los datos del mismo, dando oportunidad a las partes de poder 
inlluir en su determinación. 

3.2.2.- RETRi\SO PROCESAL (PRTNCIPIO DE JUSTICIA 
EXPEDITA) 

La legislación a través de sus diversas rcfonnas, ha pretendido darle 
mayor celeridad al desahogo de esta prueba. Encontrándose en la vida de la 
práctica diaria el manejo indebido de la prueba pericial y ocupándose esta 
prueba como una chicana procesal; verbigracia: 

/.a parle que al contestar la demanda planteada en .\"11 contra, considera 
necesaria para la comprohacitín de sus excepcirmes el oji·ecimie/1/n de la 
prueba pericial. negando la .firma plasmada en u110 de los documento 
.fimdatorios de la demam/a principal. Fsto es que, A Snhiendas de que la.firma 
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pla.rnuula en el cloc1111w11to .fiie puesta ele .w pwio y letra, decide negarla, 
e1rgu111e11ta11do i11certic/11111hre y olvido. 

En el problema imaginario planteado con antelación, se considera 
necesario el ofrecimiento de la prncba pericial; lo que altera el proceso de 
manera substancial, en cuanto al termino en que ·deberá de desahogarse la 
prneha. 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, plantea en 
el articulo 348, que al momento de admitirse la prueba pericial el Juez dará 
vista a la contraria por el tém1ino de tres días, para que manifieste desib'lmndo 
al perito que lo representará. Al momento de encontrarse admitida la prueba y 
designados ambos peritos, éstos dentro del ténnino de tres díaJ deberán 
presentar escrito de aceptación del cargo; cumplido que sea deberán de rendir 
su dictamen dentro del ténnino de diez días. 

Aquí es donde se rompe el sentido del desahogo de la prueba, puesto 
que como el perito es representante de los intereses de la parte que lo designó, 
omite ser imparcial y la mayoría de las veces (seiialemos un 80%, por decir un 
porcentaje), serán contradictorios. Surgiendo así el perito tercero en discordia,· 
al cual se le deberá de notificar dentro del plazo de tres días su designación, 
debiendo presentar por escrito su aceptación con todos los requisitos que le 
fija la ley, debiendo presentar su dictamen el día de la celebración de la 
audiencia de ley. 

Tomando en consideración los ténninos que maneja la legislación 
procesal en cita, hablamos de un promedio de diecinueve a veintinueve días 
laborales del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. Esto sin 
considerar con·ectmncnte la fijación de la audiencia para el desahogo de la 
prneba, en base a las labores del juzgado. 
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CAPÍTULO IV 

PROPUESTA DE SOLUCIÓN EN RELACIÓN CON LA PRUEBA 
PERICIAL EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA 

EL DISTRITO FEDERAL. 

4.- PROPUESTA PARA LA MODIFICACIÓN DI~ LA PRUEBA 
PERICIAL. 

Expuestos que han siclo los motivos del presente trabajo, entraremos 
pues al punto medular del la crítica que se pretende realizar al ofrecimiento y 
al desahogo actual de la prneba pericial. 

Tomando como base las disposiciones generales ele las reglas de 
ofrecimiento de los distintos medios de prueba, debemos considerar que el 
ofrecimiento est;i debidamente fundado y debidamente valorado, puesto que es 
un prueba que por su importancia pennite al juzgador y en ocasiones a las 
partes, al arribo ele la verdad histórica buscada. Esto sin antes olvidar que 
compete al juzgador detenninar el valor que corresponde a los medios de 
convicción o pmebas ofrecidas, sin tener relevancia si las partes las objetan o 
no. 

Hemos encontrado ciertas deficiencias en la legislación procesal del 
Distrito Federal, que lejos ele ayudar al desahogo pronto de la pmeha pericial, 
desde su ofrecimiento provocan el retardo de ésta. Aclemús de que los peritos 
que son designados por las panes, lejos de ser un auxilio para el juzgador, 
provocan la necesidad de nombrar un tercer perito que dcsib'lte el propio 
juzgador de la lista de peritos con que cuenta el Tribunal. Esto nos lleva a la 
conclusión de ¿Porqué recibir a los dos primero?. Sí el tercero es el que 
inclinará la balanza a favor de alguna de las partes (más valdría que se nombre 
la prueba y el juzgador designase de antemano al tercero en discordia). Véase 
las siguientes tesis. 

Se.l:la Éf'Ot'tl, /11.'itt11u:ia: Tercera ~\'ala 
Fuente: Semm1t1rio Judicial de ltt Fetleracirllt 
Tonw: XL, Cuarta Parte 
PdJlim1: J ./(i 

PRVEIJA PEIUC/AJ. VAJ.OR PRO/lATORJO /JE/. J)ICTA/llEN /JE/. PERITO TERCERO EN 
/JJSCtJRf)/A. ,\'c¡.:ún t'l a,.tlc:ufo ./ 19 clt•/ < :1ic/i~o de /'roccclimil•ntos Ci\•ilex ele/ /Jlslrilo y Territorios 
Feclerah•s, 1..'/ tli~·tamc•11 ti,• m•rilos elche• \•aloranw ,\'l'J!tÍJLcl pruclt·ntc• arbitrio dt'I .hwz_,_y por tanto l.'/ 
dictamen ele/ 1writo tc•rcero en cli.w:orclia 1w ddn• r.'.\·/imar.u• t'fJllUJ una opinitin tlt.'finiliw1 y 

98. 



'ii."'fii 
~f~f¡:1 
1,~"fi 

ohliJ.:aloria paro e•/ }llZ}.!aclor. ,i;/110 <Jllt" óte cl<•hc.• valoral'ln ,\'t'J:IÍl1 sil pruclcntc arhilrio. tomanclo t•n 
c:11c•111a tocia.\· las c:irc:1111.\·tcmcia.\' clrl cn.\"o J' demCÍ.\' f'rtWhns. 

Octm•11 Época, /11.•¡fm1c:i11: 1'rih111111fe." Colc¡.:imlo.\· ele Circ:11ito 
fi1entc: ,•;emmwrio .l11did11l dt! la Fetler11d,J11 
limw: IX-.l1111io 
Pti1:i1111:./IJ.1 

l'IWEllA l'ERICJAI. CON llN SOJ.0 /JICTA/lfEN. NO 011/.JGA A IMRl.E VALOR 
PUOJIA TORIO. /.a drc1111.\·tcmcla cll' que las parte.\· c•n el juicio d1..•c:icla11 nomhrar 1111 .\'o/o /"'rilo o 
q111..• """ no lo designe y ¡mr ello se• /to li'l1J.!" por cm~{i1rmt• con (.'/ c/iclamc•n que rincla el dt• la 
collfrnna. W.1...!..!.!.'l!ÍÍUUJ!"' t.'."'-' clh·ta1!lr.!l.!!f.f.J!.''"'i<mu•111t• tc•ngg_J11Í!J.tJJrohatorio, VII<!.\' la l'ficacia qyg 
~'!LELC.:Cl~RJ!tt_c/jpra CfJ...rrt.'.\J!iYJi~'·rh· l!a1'1iulu!l!'.[gC1rla el jm•z ele ClC)IL'rtlo con lcLÍJ!J~. ele clone/e se 
.\"l>.:m' t/IH' la omi.\'iún clc mur dt• la ... partt•s 110 lo vincula t•n clctt•rmimulo ,\'c•nndo porque la c:aliclad 
rlt• la /)('ricial no th..0pl'11t!t.· de la ¡1artic:1pac:itin d1• uno o \'ario.\' ¡n•nto.\· o di.•/ clt'S<'O dr nombrar. sino 
de /ax ¡ircvi.\'lllllt'.\' h•J!ah•.,· 'I"'' autori<.'<.'11 la forma y término.\' cit.• otmxar alc:cmc:e prohatorio. 

/'l/IM¡:/I Tlll/!l INAI. ( '( J/.Hi/AJ>O nm. S/'..\TO CJRCU/10. 

Esto no podría ser posible, porque dejaría al arbitrio del juzgador el 
completo desahogo de la prueba pericial y se entendería como verdad absoluta 
lo que el dictamen pericial arrojara, provocando que las pm1cs quedaran en 
total estado de indcícnsión al no poder apor1ar elementos de su cuenta para 
eucstimmr la exactitud del dictmncn rendido dentro del proceso. 

Por otro lado. el desahogo actual de la prueba pericial resulta un trámite 
que no aporta al juzgador elementos prudentes y honestos para la valoración 
correcta que debería de realizar el juzgador. Pmcba pericial que sirve para 
mejor proveer a instancia de parle, en la que el juez puede pedir todos los 
elementos necesarios, para que el dictamen pericial que se rinda cuente con 
los conocimientos científicos especiales. lo cual elche entenderse, siempre y 
cuando se haya ofrecido y desahogado la prueba pericial. 

4.1.- ARTÍCULOS QUE DEBEN DE SER REFORMADOS DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

Por In anterior es que el presente trabajo considera que la prueba 
pericial, en la actualidad no cstú cumpliendo con las funciones debidas y 
requeridas por los jueces al momento de resolver las cuestiones de fondo, para 
las que realmente lite creada y por las que se ofrece dentro de la secuela 
procesal. 

Rcsultarú un poco venturoso pretender demostrar que el espíritu de la 
ley que se encuentra vigente ha sido inmlecuadn para la realidad socio jurídica 



ele esta entidad, puesto que el fin no es la de desestimar el trahqjo ele los 
legisladores, sino la de pe1:feccionar el desahogo ele la pmeha pericial y su 
t!fi·ecimie/1/o para que la misma sea llevada a cabo propiamente por 
verdaderos auxiliares del juzgador y en cumplimiento a la ética y al valor que 
la prueba pericial puede aportar a los razonamientos del legislador. 

Haciendo una remembranza de todo lo que se ha dicho en el presente 
trabajo respecto de la prueba pericial, se dirá que "procede cuando sean 
necesarios conocimientos especiales en alguna ciencia, mie o industria, o la 
mande la ley y se ofrecerá expresando los puntos sobre los que versará, y si se 
quiere, las cuestiones que deben resolver los peritos."1 

Así pues, retomando los artículos 346 y 347 del Código de 
Procedimientos Civiles vigente para el Distrito Federal, encontraremos las 
deliciencias en las cuales queda plasmada el indebido ofrecimiento y 
desahogo de la prueba pericial. 

Encontramos en el articulo 346 antes referido, que nos habla de los 
efectos para los cuales la prueba pericial será ofrecida y admitida precisando 
que será cuando se requieran conocimientos especiales de la ciencia, arte, 
técnica, olicio o industria de que se trate, mas no en lo relativo a 
conocimientos generales que la ley establezca. De ib'lml manera este precepto 
nos dice que los peritos deben tener título y conocimiento en la ciencia que 
corresponda al tema sobre el que versará la prueba. 

Queda claro que la intención del legislador en el precepto legal en 
comento, fue la de salvaguardar la legalidad de la prueba pericial, esto con la 
intención de que fuese un persona sabia o conocedora del tema en cuestión 
(perito), el cual debe manifestarse sobre los puntos en que versará la prueba; 
para efecto de que a través ele la luz ele sus conocimientos del realizador de la 
prueba, proporcione al juzgador elementos cientílicamente comprobados para 
que así pueda estar en posibilidad de emitir una resolución justa. 

Por su parte el artículo 347 del ordenamiento legal en cita nos dice que 
las partes propondrán la prueba pericial dentro del periodo de ofrecimiento de 
pruebas, espccilicando los tém1inos con los cuales deberá ser admitida o 
desechada la prueba, con lo que pretendió hacer un procedimiento particular 
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del desahogo de la prneba pericial; solicitando corno requisitos que se señalará 
con tocia precisión la ciencia, arte, técnica, oficio o industria sobre la cual deba 
practicarse la prueba; adetmís de los puntos sobre los que deberá de versar la 
prneba y las cuestiones que se deben resolver en la pericial, así corno los 
documentos que avalen la calidad del perito, por lo cual si falta cualquiera de 
los requisitos anteriores, el juez desechará de plano la prneba en cuestión. 

Con posterioridad el precepto nos refiere la forma de admisión de la 
prueba, en el cual deja al arbitrio de la parte oferente la designación de su 
perito, el cual presentará escrito en el que acepten el cargo conferido y 
protesten su fiel y legal desempeño, debiendo anexar copia de documentos que 
acrediten su calidad de perito, 111a11ifesta11do, bajo protesta de decir verdad, 
que conocen los puntos cuestionados y ponnenores relativos a la pericial, as! 
como que tienen la capacidad suficiente para emitir dictamen sobre el 
particular, quedando obligados a rendir su dictamen. 

Aquí encontramos el punto medular, de la incorrecta apreciación del 
legislador, ya que, lo que se pretende es que el perito sea un verdadero auxiliar 
del juzgador y no que se convierta en el defensor de los intereses de la parte 
que lo ofrece y que cubre sus honorarios, como acontece en la p"ráctica 
procesal diaria. 

4.2.-CREACIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE OFRECIMIENTO DE 
LA PRUEBA 

Estamos arribando al punto en el que no nos queda más que la de 
complementar lo que se ha dicho, intentando plantear verdaderas soluciones, 
razonables en cuanto a él porque de la necesidad de crear específicamente un 
1111em procedimiento del oji·ecimiento de la prueba pericial que le pueda 
pcnnitir al juzgador la amplitud de su criterio, y no tener que recurrir en tan 
reiteradas ocasiones a los peritos terceros en discordia y con los cuales se 
provoca una dilatación procesal además de un mayor desgaste económico. 

La propuesta de reforma a este respecto que se pretende hacer valer 
radica en el hecho de quién debe de designar a los peritos que habrán de 
intervenir durante la secuela procesal. Por lo que a continuación hago una 
propuesta de refonna del artículo 346 del Código de Procedimientos Civiles 
vigente para el Distrito Federal, por cuanto hace al ofrecimiento de la l'r11eba 
l'ericial y posterior mente explicare el porqué de esta reforma y qué se 
pretende obtener con ella. 



ARTÍCULO 346 párra(o primero. 

'"/,a prueba pericial sólo será admisible cuando se requieran 
conocimientos especia/es de la ciencia, arte, técnica, <!ficio o industria de que 
se trate, mas no en lo relativo a conocimientos generales que la ley presupone 
co111<1 necesarios en los jueces, por lo que se desecharcín de <!ficio aquellas 
periciales que se <!frezcan por las parles para ese tipo de conocimientos, o 
que se enc11e11tre11 acreditadas en autos con otras prnehas, o tan sólo se 
re.fieran a simples operaciones aritméticas o similares. '" 

El párrafo en cuestión cuenta con los elementos necesarios para la 
protección jurídica de la prneba pericial que el legislador pretendió darle para 
que encontrara plena validez; en casos aún, cuando el juzgador también posea 
privadamente los conocimientos necesarios para fonnar juicio acertado de 
aquellos hechos, esto no le da la calidad de perito, por lo que se encuentra 
obligado a nombrar a los que establezca la ley y a oír sus dictámenes. 

ARTÍCULO 346, mírra(o seg1111do. 

'"/,os peritos dehen lener título en la ciencia, arte, técnica, oficio o 
industria a que pertenezca la cueslión sobre la que ha de ofrse su parecer, si 
la ciencia, arle, 1écnica o industria requieren título para su ejercicio. Además 
de q11e deber<í11 e11co11trarse e11 la lista <le peritos del Trilm11al Superior de 
Justicia. " 

Comentando el precepto y la adición aventuradamente planteada en su 
conjunto, nos podremos encontrar con que lo que se pretende es que los 
peritos que intervengan en toda secuela procesal cuenten con los principios 
éticos del tribunal, como los son el hecho de sentirse verdaderos auxiliares de 
la justicia, la verdad, la equidad y un verdadero apoyo del juzgador para llegar 
a la verdad histórica buscada. Esto tendría sustento no únicamente en el 
precepto en cita sino que también en el artículo 102 ele la Ley Orgánica del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal que a través de la reforma de 
17 DE MAYO DE 1996, nos dice que los peritos profesionales a que se refiere 
el artículo 102 de esta Ley, clebenín provenir ele la lista ele peritos, que en cada 
materia profesional, elaboran anualmente los colegios ele profcsionistas. 



ARTÍCULO 346, párrafo tercero. 

"Los peritos deberá11 co11tar co11 pla11es de act11alizació11 y 
debiclame11te aprobados por los co11sejos y academias ele peritos, co11 la 
jim1lidad de adquirir u11a verdadera actualizació11 ele sus co11ocimie11tos y 
valores éticos; lt1 cual será ele ma11era a11ual. Si requiriéndolo, no hubiere 
peri/os e11 el lugar, podrcí11 ser nombradas cualesquiera personas entendidas 
a satisfacción del jue=. atín cuando no te11gan título. " 

Esto es con el fin de que los dict;ímenes emitidos durante una secuela 
procesal sean de total y plena confianza del juzgador; puesto que debemos 
entender que los peritos son personas llamadas a exponer al juzgador no sólo 
sus observaciones materiales y sus impresiones personales, sino las 
inducciones jurídicas y técnicas que dcbenín de derivarse objetivamente de los 
hechos tenidos corno existentes. Por lo que la actualización de sus 
conocimientos son de trascendente importancia. Además es necesario resaltar 
los valores éticos y la responsahilidml que tiene el mismo como auxiliar del 
Tribunal Superior de Justicia, tal y como lo estipula el artículo cuarto fracción 
fracciones VI y VI de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de .Justicia del 
Distrito Federal. 

Q11i11ta Época, l11sta11cia: Salt1 Auxiliar 
F11e11te: Sema11ario Judicial ele ltl Federació11 
Tomo: CXX 
Pági11a: 746 

PRUEBA PERICIAL, VALOR DE LA. La Suprema Corte ha establecido que 
el arbitrio judicial concedido al juzgador para la apreciación de ciertas 
pruebas, como la testi111011ial, pericial o presuntiva, no es absoluto. sino que 
está restringido por determinadas reglas basadas e11 los principios de la 
lógica. de los cuales no dehe separarse. 

ARTÍCULO J46, párra(o cuarto. 

El título de habilitación ele corredor público acredita para todos los 
efectos la calidad de perito valuador. 

Para el presente trabajo, este apartado cumple plenamente sus 
funciones. 



4.3.- DESAHOGO DE LA PRUEBA 

La manera actual de desahogar la prneba pericial, hablando en conjunto 
de las funciones realizadas por el litigante así como por el juzgador, son 
procedentes en cuanto a la técnica jurídica, más no así para la debida 
designación de los que son y serán en el caso concreto auxiliares del juzgador. 
Esto quiere decir que si son auxiliares de la administración de la justicia, 
lógico seria que fuese el Órgano Juzgador quien designara a los peritos que 
habr{m de intervenir en el proceso. 

En la actualidad las partes ofrecen la prueba señalando con toda 
precisión la ciencia, arte. técnica u oficio sobre los que versará la prueba y las 
cuestiones que se deben resolver, así como la calidad técnica o artística del 
perito que la parte interesada u oferente proponga, proporcionando el nombre, 
apellidos y domicilio del perito que el mismo designó. Esto aleja al perito de 
la imparcialidad que debe de presentar al analizar los puntos en cuestión y que 
motivaron el ofrecimiento de la prueba, convirtiéndolo en el defensor técnico 
de los intereses de la parte que lo designó. 

En virtud de lo anterior es que el presente trabajo pretende aportar a la 
luz jurídica, una salida al eterno conflicto que viven los jueces del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal. La propuesta de modificaciones que 
hace el presente trabajo al m1iculo 347 del Código de Procedimientos Civiles 
del Distrito Federal quedarían de la siguiente manera: 

ARTÍCULO 347. mirra(o primero 

"/,as partes f'l"Of'ondrá11 la f'l"lleha pericial dentro del término de 
ofrecimiento de pruebas, en los siguiellles términos:" 

El párrafo en comento resulta del todo pertinente resaltarlo; ello en 
virtud de que son las partes a las que en el transcurso de la secuela procesal, 
les asalta la necesidad de ofrecer la prueba pericial con el fin de probar sus 
aseveraciones. Esto nos conduce a la necesidad de que sean las partes las que 
hagan mención del ofrccimienl<l de la pruebn, debiendo precisar los elementos 
jurídicos necesarios para el desahogo de la presente pruebn; de esta manera el 
juzgador se haní del conocimiento ele que las partes requieren In npreciación 
técnica ele un especialista para la comprobación de sus pretensiones, 
excepciones y defensas. 

-----------------------------104 



ARTÍCULO 347. ptírra(o primero, fracció11 l. 

En la achmlidad la fracción en comento nos dice lo siguiente: 

"l.- Se11alarán con toda precisicí11 la ciencia, arte, técnica, oficio o 
industria sohre la cual deba practicarse la prueha; los p11ntos sobre los q11e 
versará y las cuestiones que se deben resolver en la pericial, as! como la 
cédula prr~/csiona/, calidad técnica, artfstica o industria/ ele/ perito que se 
provcmga. nombre. apellidos v domicilio de éste. co11 la correspondiente 
relaci<ín de tal prueba con los hechos co11trovertidos ": 

A efecto de este tema diversos tratadistas se han manifestado al 
respecto, pero el profesor Manuel Mateos nos refiere la antítesis para la 
designación de los peritos, diciendo que debemos de seguir las siguientes 
reglas: 

1.- Cada parte debe de nombrar un perito, a no ser de que convengan en 
nombrar uno solo. 

2.- Si fueran más de dos litigantes deben de nombrar .un perito los .que 
sostengan unas mismas pretensiones y otro los que las contradigan; a efecto de 
que haya la más perfecta igualdad entre ellos. · · · . 

3.- Si los que deben de nombrar un perito no pueden ponerse de acuerdo, el 
juez debe de designar uno. 

4.-Cuanclo se haga el nombramiento de los peritos, las partes deben de 
nombrar de común acuerdo a un tercero, para el caso de discordia. Si las 
par1es no se pusieren de acuerdo, el juez debe de hacer el nombramiento. 

S.- Los peritos deben manifestar si aceptan o no el cargo conferido.2 

Lo criticable de maestro Manuel Mateos, debe de desestimarse para los 
efectos del presente trabajo, puesto que plantea la antltesis de la finalidad 
pretendida y que dio origen al mismo. Puesto que sus planteamientos generan 
situaciones que prolongan y perfeccionan la ilógica aplicación del 
procedimiento criticado y que se intenta perfeccionar, con la finalidad de 

l V~1ueOh Cil, MANllEI.MATH>S Al.ARCÚN, Ni!. IR'J. 



agilizar el procedimiento civil y conseguir la imparcialidad de la prueba 
pericial. 

En este tópico, el ofrecimiento y designación del perito que habrá de 
intervenir no debería dejarse al arbitrio de las partes, sino que deberla de ser 
función monopólica del juzgador; eso sí, designando a un perito para cada 
parte y tomándolo de la lista que el tribunal le proporcione de todos los peritos 
que en ella se encuentren registrados. Es por ello que a continuación se hace 
una propuesta de modificación a la fracción en comento. 

"l.- Sellalarán con toda precisión la ciencia, arle, técnica, oficio o 
industria sohre la cual deha practicarse la prueba; los puntos sobre los que 
versará y las cuestiones que se deben resolver en la pericial, así como la 
correspondiente relación de tal prueba con los hechos controvertidos. /lec/ro 
que sea el juzgador designará de manera particular al perito de la parte 
oferente, as( como al de su contrario, debiendo de notificar a los peritos la 
designacMn de su cargo por los conductos legales"; 

Esto permitiría que el juzgador hiciera uso de los peritos con que cuenta 
Tribunal y al realizarlo de manera secreta evitaría que las partes influyeran en 
el análisis y resultado del dictamen pericial. 

El secreto de la designación del perito, no es violatorio de garantías 
puesto que se estaría dando cum111imiento a la 11etición del oferente y de 
ninguna manera se estaría de.iando a ninguna de las partes en estado de 
indefensi1ín; por el contrario, se estaría proporcionando la imparcialidad 
de los dictiímenes ofrecidos dentro de la secuela 1nocesal, permitiendo 
que el juzgador tenga un mejor panorama de la probanza ofrecida y 
acortando los tiempos procesales, ocasionando congruencia en los 
dictiímenes periciales y evitando las mal llamadas chicanas. 

ARTÍCULO 347. párrafo primero, fraccián //. 

"11.- Si .falta cualquiera de los requisitos anteriores, el juez desechará 
de plano la prueba en cuestión"; 

El dcsechamiento de la pmeba pericial en particular deberá de versarse 
por las carencias jurídicas que la propia ley scilale, adcrmís de la visible 
intrascendencia de la misma. Es decir, que la pmcba pericial deberá de ser 
eliminada facultativamente por el juez, en todos aquellos casos en que es 
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innecesaria o carezca de elementos jurídicos, poniendo en ello un tope eficaz a 
la práctica de diligencias superfluas, que solo sirven para dilatar el proceso, 
adcrrnís de hacer más alto su costo. 

ARTÍCULO 347. párrafo primero, fracció11111. 

En la actualidad la fracción en comento nos dice lo siguiente: 

"///.- Hn caso de estar dehida111!'11/e <!frecida, el juez la admitirá, 
quedando oMigados los <!fÍ!rentes a que sus peritos, dentro del plazo de tres 
días, presenten escrito en el que acepten el cargo cmifcrido y protesten .mjiel 
y legal desempeflo, dehiewlo an!'xar copia de su cédula profesional o 
documentos que acrediten su calidad de perito en el arte, técnica o industria 
para el que se les designa, man/fes/ando, hajo protesta de decir verdad, que 
conocen los ¡nmtos c11estio11ados y pon11e11ores relatil'O.I' a la pericial, as/ 
como que tienen la capacidad s11ficie11te para emitir dictamen sohre el 
particular, quedando ohligados a rendir su dictamen dentro de los diez dfas 
siguientes a la fecha en que hayan presentado los escritos de aceptación y 
protesta del cargo de peritos"; 

Lo tocante al punto de que las partes queden obligadas a que sus peritos 
acepten el cargo conferido, serían del todo obsoletas; ello en virtud de que con 
la finalidad que pretende el presente trabajo, a las partes les corresponderá 
únicamente la preparación de la prueba. Por lo que se propone lo siguiente: 

"111.- Hn caso de estar dehidamente ofrecida, el juez la admitirá, 
quedando oMigados los oferentes a l'igilar la debida preparació11 de la 
misma, para que dentro del plazo de tres <lias los peritos designados sea11 
debidamente notificados de la designació11 y presenten escrito en el que 
acC"pten el cargo conferido y proles/en su fiel y legal desempeflo, dehiendo 
anexar copia de su cédula ¡m!f'esional o documentos que acrediten su calidad 
de perito en el arte, técnica o industria para el que se les designa, 
man/f(•stando, hajo ¡miles/a de decir 1•erdad, que conocen los puntos 
cuestionados y ¡wrmenores relatiwis a la pericial, as{ como que tienen la 
capacidad .1·11ficie11te para emitir dictamen sohre el particular, quedando 
oMigados a rendir su dictamm dentm de los die;: días siguientes a la fecha en 
que hayan presentado los escritos de aceplaciiin y protesta del cargo de 
peritos"; 



Esto quiere decir que en auxilio de la autoridad y por así convenir a los 
intereses de la pm1e oferente, deberá de vigilar y realizar las gestiones 
necesarias para que los funcionarios competentes del juzgado, haciendo uso ele 
los medios legales ele notificación, hagan del conocimiento al perito de la 
designación que se le ha hecho. Se le proporcionará al perito designado los 
elementos necesarios para el debido desahogo de la prueba, así como los 
puntos controvertidos y planteados por las partes. 

Este hecho no debe de impedir la continuidad del secreto ele los peritos, 
puesto que lo que se pretende es que el juzgador al dictar el auto en el que se 
admita la prueba y sciialc a los peritos que habrán ele intervenir en el proceso, 
además deberá de precisar los nombres indicando qué perito representa a cada 
parte. Lo que dcher:í siempre de omitir el juez son los datos personales del 
perito, ocasionando con ello un im11edimento a las 1iartes para poder 
contactarlo y con ello evitar que pueda iníluir en su apreciación de los 
puntos cuestionados. 

En virtud de lo anterior podemos considerar que los dictámenes que se 
pudieran emitir son del todo imparciales y que precisarían todas y cada una de 
las verdades que en base a sus conocimientos encontrasen y con ello permitir 
al juzgador el arribo a la verdad buscada. Debemos resaltar que los peritos no 
pueden proceder arbitrariamente, sino sujetándose a las reglas de la sana 
critica que son las del conocimiento, lógica y del sentido común. 

Quinta Época, /11.'ítmrcia: Tercera Sala 
Fuente: Sen1a1wrio J11tlicial 1/e la Fetlert1citl11 
Tomo: C\'XI' 
P1l11imi: 969 

PERITOS, J)/CTÁJ\fENES /JE /.OS. Una ••ez que queda firme el 11omhramlento de 1m perito. el 
.Juez put•dt• /egalmc•ntc a/l'ibuir a .m d1ctamt•n el valor que t•n clen.•clw le corresponda. sin que el 
hl•c.:lw e/e que haya ,,·ido ohjt•tac/o dicho !''-'rilo. pero sin hacerse vah•r en tiempo la objeción, pueda 
i1!fl11ir t•n s11 aprcciaciún. ¡;;¡ pruclenle ,,,.hitrio de que cli.~f"ruta el JUzJ.:aclor para la cal{flcactón Je la 
prueba pt•ricial es i11dc•pc•11dií•ntc ele las cawm.\· la inhahi/iclacl o incapacidad en contra ele los 
peritos. quc• clchen reclamarse oportunamt·ntc dc•ntro cid juicio. Dicho arhitrio .'ic refiere a la 
opinián c:icnttfic:a que da rt•stmt•.tfa al cm•sllonario rdath·o en rdacidn con /o.'i punto.\· 
controvertidos y su crcrptar..:ián tlcpemlc e/(' la honclncl ele sus razonamit•ntos. 

El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, ha declarado que 
los fundamentos en los que se basa el valor de la prneba pericial, es la 
suposición de qiie los peritos al emitir sus dictámenes obren leal y rectamente, 
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además ele que están dotados de conocimientos bastantes para resolver las 
cuestiones sometidas a su cstudio.3 

ARTÍCULO 347. párrafo primero, (racció11 IV. 

"IV.- Cuando se trate de juicios .mmarins, especiales, a cualquier otro 
tipo de co/lfroversia de trámite espec(ficamente singular, las partes quedan 
ohligada.1· a prese/lfar a sus peritas de/1fro de los tres días siguientes al 
proveido en que se les tenga por designadas para que se cumpla con lo 
ordenado en el párrafo anterior, los cuales quedan obligados, en estas casos, 
a rendir su dictamen dentro de las cinca dfas siguientes a la fecha en que 
hayan aceptado y protestada el carga"; 

En virtud de la unificación de criterios pretendida en el presente trabajo, 
esta fracción deberá ele sufrir los mismos cambios que la anterior. 

"IV.- Cuando se trate de juicios sumarios, especiales, o cualquier otro 
tipa de controversia de trámite espec(ficamente singular, el juzgador 
designará de manera secreta al perito de la parte oferente as( como al de su 
contrario, tlebiendo de 11otijicar a los peritos la designació11 de su cargo por 
los conductos legales dentro de los tres días siguientes al provefdo en que se 
les tenga por designados para que se cumpla con lo ordenado en el párrafo 
anterior, los cuales quedan obligados, en estos casas, a rendir su dictamen 
dentro de los cinco días siguientes a la fecha en q11e hayan aceptado y 
protestado el cargo"; 

Esto se haría con el fin de mantener el secreto de los peritos designados 
y en base a lo planteado a lo largo del presente trabajo · 

ARTÍCULO 347. párra(o primero, fracción 1;: 

"11:- C11ando los peritos de las partes rindan s11s dictámenes, y éstos 
resulten substancialmente contradictorios, se designará al perito· tercero en 

--discordia tomando en cue/lfa lo ordenado por el artfc11/o 349 de este código;" 

La presente fracción cumple en todo su finalidad, pues ésta sería 
necesaria en el caso de que los dos peritos imparcialmente y sin ninguna 



influencia, como se supone debería ele desahogarse la prueba pericial, 
emitieran dictámenes contradictorios. Lo que deherlÍ siempre de omitir el 
juez son los datos personales del perito, ocasionando con ello un 
impedimento a las partes para poder contactarlo y con ello evitar que 
pueda influir en su apreciaciún de los puntos cuestionados. 

ARTÍCULO 347. párra{O primero, (raccir111 VI. 

"VI. - La falla de presen/acitin del escrilo del peri/o del r!feren/e de la 
prue/>a, done/e aceple y proles/e el cargo, ciará lugar a que el juez designe 
peri/o en re/>eldía del r!fÍ!renle . • 'ii la conlraria no designare peri/o, o el peri/o 
por ésla designado. no presenlara el escrilo de aceplación y proles/a del 
cargo, clol'lí como cm1sec11encio que se /enga a ésla por conjiJrme con el 
clic/amen pericial que rinda el peri/o del <!/eren/e. 

En el .rn1meslo de que el peri/o designado por alguna de las parles, que haya 
aceplado y prole.1·1ado el cargo conferido, no presen/e su dictamen pericial en 
el l<:rmino concedido, se e/1/enderá que dicha parte acepta aquél que se rinda 
por el 1wrilo de la contraria, y la pericial se desahogará con ese dictamen. Si 
los peri/os de amhas parles, no rinden su die/amen dentro del término 
concedido, el juez designorlÍ en re/Je/día de amhas un peri/o IÍnico, el q11e 
rendircí s11 dictamen den/ro del p/a;:o sefla/ado en los fracciones //! o IV, 
seglÍn corres¡umda. 

l:'n los casos a que se refiere el párrqfii an/erior, el j11ez sancionará a los 
peri/os mnisos con 11111//a eq11ivale11/e a sesellla días de salario mínimo 
general vigenle en el /Jislrito Federal"; 

En cuanto hace a la fracción en cita, para el presente trabajo sería 
rcscatable en esencia el íiltimo párrafo, puesto que nos proporciona las 
medidas cautelares que la ley establece para que los peritos designados por el 
juzgador incumplieran con sus obligaciones y con ello estar en posibilidad de 
infraccionar al perito omiso. 

Por lo que respecta a los párrafos primero y segundo, para la propuesta 
del presente trabajo resultan innecesarios; puesto que su finalidad es la de 
cubrir cualquier situación jurídica de omisión en que incurran las partes; y del 
planteamiento hecho por el presente trabajo se desprende que esta situación no 
podría ocurrir. 
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El planteamiento del ofrecimiento de la pmcba que se hace en la 
presente investigación, es la de que la parte oferente en esencia se limite a 
mencionar la 11rueba, los 1rnntos sobre los que versará, la materia, la 
relacione con los puntos que 11retenda probar y acompañe algún 
cuestionario, esto si lo considera pertinente. Por lo que las hipótesis que 
plantean los referidos párrafos no se cumplirfan, ya que el juzgador al 
momento de admitir la pmeba deberá de designar un perito por cada parte. 

Por ello es que hago la siguiente propuesta, con la que considero se 
protegería el secreto de la designación de los peritos y así el cumplimiento a 
tiempo de la presentación de los dict{unencs. 

"VI.- La .fi1lta de prese11tacirí11 del escrito del perito del oferente de la 
prueba, donde acepte y proteste el cargo, dará lugar a que el juez designe a 
otm perito; as{ como el supuesto de que el perito designado para alguna de 
las partes, que haya aceptado y pmtestado el cargo conferido, no presente su 
dictamen pericial en el término concedido será acreedor a las sanciones 
previstas por /a ley. 

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el juez sancionará a 
los peritos omisos con multa eq11il'O/ente a sesenta dfas de salario mfnimo 
general 1•ige11te en el /Jistrito Federal"; 

Esto conlleva al perito a rendir su dictamen de la manera más 
transparente libre y justa, penniticndo al juzgador visualizar con mayor 
eficacia el valor de la prueba ofrecida, valorando con mayor precisión los 
puntos que las partes pretenden hacer valer como ciertos. La elaboración de 
dos dictámenes periciales pcnnitirá concebir a la prueba pericial, no como la 
reina de las pruebas, sino como un elemento jurídico más completo respecto 
de las cuestiones técnicas necesarias para el juzgador al momento de resolver 
los asuntos. 

La rebeldía que hace valer el precepto en comento, genera retraso en los 
procesos y mayor carga de trabajo para los órganos judiciales. Las partes al 
ofrecer la prueba pericial y observar que su contrario no contesta nada, hace 
valer justamente la rehelc/ía incurrida por su contrario, ocasionando con ello la 
innecesaria tramitación de escritos y acuerdos que con la propuesta hecha por 
el presente trabajo ya no habría necesidad ele tramitar. 
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Lo pretendido por el presente tr;ibajo se ve rcílejmlo en las siguientes 
tesis: 

Sext11 É¡wc11, /11.,tm1ci11: Tercem S11/11 
F11e11te: Se111111111rio ./111/icitil 1/e /11 Fe1/er11ci1í11 
T1111111: XIV, Ct111rt11 1'11rte 
P1igi1111: 2.14 

PRUEIJA PERICIAi,. Si la ra:ó11 dad11e111111 peritaje, mín co11siderá11do/a como 1111 simple 
i11dicio, c1Jmpleme11ta y cm1firma t!l otro peritaje re.171ecto al precio de 1111 i1111111eh/e, es 
i11c1mc11.wi que '"''e liene el l'alor fijado por /os peritos. 

Q11i11t11 Í!/111c11, l11.<t1111ci11: Tercera S11/11 
F11e11te: Se111111111rio ./111/icitil de /11 Fe1/ert1d1í11 
T1111111: CXIX 
1'1ígi1111: 1619 

IJICTtÍ/\IENES PERICIAi.ES. El dict11111e11 re11Ílicl1J fJtJr 1111 mc!dico 110 p11ede tenerse e11 
1111 juicio ci\'il como clictamen pericial. c111J1t¡11e ello 110 .ttig11ifiq1w que carece ele i·alor en 
11h.m/11to, ya que prueba como indicio. 

Esto es, que de la nmncra que se pretende d;ir valor a la prueba pericial 
es que las partes estén representadas por un perito en todo momento y que éste 
sea de plena confianza para el juzgador; asi pues, serán presentadas durante la 
secuela procesal dos puntos de vista puramente objetivos y con ello se alcance 
verdaderamente el fin de dar luz técnica al juzgador para llegar a la verdad 
jurídica buscada. 

ARTÍCULO 347. párrafo primero, fracció11 Vil 1• VIII: 

"VII.- /,as partes quedan ohligadas a pagar fo.~ honorarios de los 
peritos que hayan 11omhrado, a excepción ele fo que establece el último 
párrafo del articulo 353, así como a prese/1/ar/os cuantas veces sea necesario 
al juzgado. También quedarán obligadas a presentar el dictamen pericial 
dentro del plazo seiialado, debiendo presentar los peritos el original de s11 
cédula profesional, o ele los doc11111entos anexados a s11s escritos de 
aceptación y protesta del cargo; " 

La hipótesis prevista en la fracción en comento, es en esencia 
trascendente para la generación del desahogo de la prueba pericial, nos refiere 
las costas que genera la rcalizació11 de la prueba pericial, adcrrnís de 
precisarnos a quién compete el pago de las mismns. 
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A este respecto, el presente trabajo se inclina por considerar que las 
partes deberán de seguir pagando las costas del primer perito designado, así 
co1110 las del segundo. Esto quiere decir que la pm1e oferente cubrirá los 
honorarios del perito que el juez le designe y a su vez la contraparte cubrirá el 
costo de los honorarios del perito que se le designe; así cuando sea el perito 
designado como tercero en discordia ambas partes cubrirán el costo del 
dictamen. 

Se podrían desprender varias preguntas ele las que se resaltaría: ¿Por qué 
el contrario del oferente de la prneba está obligado a pagar el costo de una 
probanza que no consideró pertinente?, ¿Por qué pagar? si los peritos son 
funcionarios del tribunal, "la justicia es gratuita y están siendo designados por 
el juez," etc. 

Esto nos lleva a considerar la fracción octava del precepto que se 
analiza; la cual a la letra dice: 

"VIII.- Las partes en c11alc¡11ier momento podrán convenir en la 
designación de un solo perito para que rinda su dictamen al cual se sujetarán, 
y" 

Esto es, el fin del presente trabajo es aportar elementos a través de la 
prueba pericial que pem1itan al juzgador contar con los conocimientos 
técnicos que pudiera requerir y que éstos fuesen aportados por personas 
imparciales y de plena confianza para el juez. Por esto es que se hace la 
siguiente propuesta, considerando necesario la unificación de estas fracciones 
y la que podría ser de la siguiente manera. 

"VII. - !.as partes quedan oh ligadas a pagar los honorarios de los 
peritos que haya designado el juez 11ara representarlo, a excepción de fo que 
estahlece el último púrrq(o del artículo 353. La parte que 110 co11sidere 
perti11e11te la prueba podrá remmciar a ella a111111cim1do co11 ello su 
conformidad co11 el dicta111e11 del perito de la parte que acepte la prueba. /.as 
partes en cualquier momento podrán com•enir en la designación de 1111 solo 
perito para que rinda su dictamen al cual se s11jetarán amhas parles, y" 

Con lo anterior, se pretende no romper las reglas jurídicas y 
constitucionales que prevén la gratuidad de la administración de la justicia, 
ello en virtud, ele que si bien es cierto el juzgador designaría a los peritos de la 
lista del tribunal, también lo es que estarían representando las pretensiones 



hechas valer por el oferente de la pmeba. J\demás de que este tópico se 
detallará mas profimdmncnte en el apartado denominado "CONTROL 
ECONÓMICO Y LABORJ\L DE LOS PERITOS". 

ARTÍCULO 347. mírra(o primero, fraccM11 IX. 

"IX.- Tamhié11 las partes en cualquier momento podrán manifestar s11 
co11jimnidad con el dictamen del perito de la contraria y hacer observaciones 
al mismo, q11e serán consideradas e11 la valoración que realice el j11ez en s11 
sentencia. " 

Para el presente trabajo la fracción en comento cumple su finalidad, ya 
que pennite la conformidad o la objeción a los dictámenes que se pudieran 
rendir durante la secuela procesal. 

4.4.- DESIGNACIÓN DE PERITOS 

De considerarse viable la propuesta dél presente trabajo, se encontrarla 
el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal en una problemática 
mayor, como lo seria el tener que contratar mayor personal en este ámbito, 
además de la necesidad controlar la carga de trabajo para los peritos en todo el 
tribunal. 

1-la.blcmos en esencia en el primer plano, "la necesidad de contar con 
mayor personal"; ésta necesidad seria irremplazable. En virtud de la carga de 
trabajo que en este tópico tiene el Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal, es que se puede proyectar la necesidad de dividir detenninado 
número ele peritos en las diversas materias mayonnente requeridas, y 
asignarlos a cada juzgado. 

Verbigracia: se designarían tres peritos en materia ele 1:,>rafoscopia, tres 
peritos en materia ele valuación, tres peritos en clocumentoscopia, tres peritos 
en idiomas, tres peritos en lenguas muertas, y tres peritos para cada una de las 
ramas más requeridas; estos serian designados en una lista que podrían ocupar 
cinco juzgados distintos. 

La propuesta que se pretende fonnular es la que a continuación se 
detalla: 

------------------------------114 
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a) Tres peritos de las ramas mayonncntc requeridas, prestarán sus 
servicios a cinco juzgados diversos. 

b) Estos se encontrarán registrados en una lista. la cual estará a 
disposición ele cinco juzgados. 

c) Se encontrarán regidos por un turno en cada juzgado. 

d) Los peritos designados para cada parte, no podrán· :volver. a ser 
designados en algún asunto en el que hayan sido propUestos ·con 
antelación. - -

e) Los peritos designados conservarán el anonimato de susdirecciones· 
o teléfonos, esto con el fin de no poder ser influenciados por la parte 
a la que representan. 

f) Deberán presentar Factura Fiscal por el monto de sus honorarios. 

g) Serán asignados a consideración del juez para cada parte. 

h) En caso de no contar con peritos suficientes o de materia de que se 
trate, se deberá de pedir apoyo a las Universidades Públicas o en su 
caso a los Consejos de Peritos o Academias Técnicas Periciales. 

4.5.- CONTROL ECONÓMICO Y LABORAL DE LOS PERITOS 

El pago de los honorarios de los peritos y el costo del peritaje, 
quedarlan sujetos a un arancel previamente establecido y el cual deberá de ser 
revisado y actualizado de manera anual; y que deberá ser acorde con la 
realidad social y económica del país, además de ser acorde con los 
procedimientos necesarios para la elaboración del dictamen a efectuarse. 

Al considerar la presente propuesta, también se toma en cuenta que el 
costo para la parte oferente y la parte contraria sería el mismo. Con esto se 
puede alcanzar la pretensión ele obtener durante el juicio o al ténnino de la 
secuela procesal la condena en costas ele su contaría y con ello la reintebrración 
ele los gastos erogados. 

Nol•cnfl Época 
/11.<tm1cin: PRl/\IER TRl/UJNAI. CO/.E<llA/JO EN /\IATERl1IS CIVIi. J' l>E TRA/lA.10 /JE/. 
SEGUNDO CIRCUITO. 



Fuente: .\'emmrnrio .l11dicit1l de la Frder11citJ11 l' su Gacela 
1'01110: 11-: /Jidemhre ele J 9 !lfí . 
re.,; . ., 11. 1o.c 1: / l.í e 
P1J¡:irr11:3H3 

COSTAS, /.A CONJ>ENA EN, INCLUYE LOS HONORARIOS J)EJ, J)EPOS/1'AR/O. Las costas 
se cll:finen por fa doctrina como los gasto.\' oca.,·ionadm· en rl procl'SO deri\'ados diri:ctamentc de él; 
es cll•cir, las C!.!~'!.c:!.:U'JJ..!ill!lr..1.J_JJ-1.!!~~!L!J"l' c.\· fJrc•ciso lu~glJlLl@_J'artes para obtener la 
dec:larncicín iudicialJJ~L . .1111 c/1.!rt'C.'ÍJ!L.J!__ffil!}i.f.U/o.\· d<-•ntro ele/ vrocec./1mtento. LlleJ:o, el pago de la 
rc.•m1111t•racián dl•vc•nJ:ada por tl1..•1msilarios, 1•al11adon•s y {Jt'rilos. 1..•n fimciones de la aclmini.\'tracidn 
cJ.1..• 11uticiq. abarcan por igual las costas o J.:CISto.\· causado.\' t-'11 d pf<'ilo: de fo q1ll' se desprende, que 
la rcmuncracicin c/(• 1111 de¡msilario re.mita incluida en las c:a.\·tas, ,\'icmprc y cuando el actor haya 
n•a/izado el pago de dichos lumorario.\'. 

/'RIMH/I T/ll/lllNAI. COl.F:GJA/JO EN MATF:/l/AS CIVIi. !' /JE 71/A/JA.JO DEI. SEGUNDO 
Cl/lrUJTO. 

Octm•n É¡wm 
/11.•tn11cic1: SE<;uNJJO TR//JUNAJ. COJ.EGJA/JO /JE/. CUARTO CIRCUITO. 
Fuente: Scmcmnrio .l11tlicinl ele /11 Fe1/er11citJ11 
Tomo: IX, Mn1'<1 ele /992 
Ptlgimi: ././7 . 

l/ONORARJOS Fl.TAIJOS EN EJECUCJON /JE SENTENCIA. NO PUEDE DESPACHARSE 
EJECUCJON POR UNA CAN11/JAJJ MA l'OR A /.A RECl.AMAIJA EN l.A /JEMANJJA. Aú11 
cuando c11 la sentc•ncla dc.:/inili\.'a prommdacla f!n un juicio civil, se haya condenado a la parle 
clt•11wmlada al /UIJ.!O ele lwnorario.\· y c/,•c,·laraclo que los mismo.\' clehcrán :wr estahleciclos por peritos 
c•n t'J<-'Cl1cián ele' sentl'm:ia. para tkt<-'rminar su canticlad //c¡uida; si c•n la clc•manda inicial c/Cl juicio, 
la par/L• aclora r<'damó 11110 ca111ulad clett•rminacla por co11c1..•pto ele tales lumorarios. 1w puede 
clespachar,,.,. ejt·c:11c:ir;11 por la c:m1ticlad total sc.•nalmla por lo.\' p<-'rilo.v, si ésta reha.va la reclamada 
l'll la clcmancla, l'"'-"v implicarla ir más allá clf..' lo l"'cltdo en l'I juicio, fncurricndo a través de la 
c~¡c.·cucMn c•n un vic:io ch• pl11s tn•titio, ya c¡ue C'I actor recibe má.\· de lo c¡uc pie/e; y si hien nocla 
impidt• qll<' ,.¡ rf..'.\'Uftmlo ele lu f'l'ricial pmlít•ra hah<'r su/o nwnor a la prt•1c11.\'Mn. si rt'.n1ltó de mayor 
canticlacl. 110 1nu•c/,· tomar.,.,. c•n l'llt'llta d l'Xn'd<-'llt<' para apoyar la t'./'-'c11cuj11. 

SI:"< il IN/JO T/11/JllNA/, COl.Hi/AJ>O /Jlil. CllA/ITO Cl/ICll/ffJ. 

La anteriores tesis sirven de apoyo, para puntualizar que el fin buscado 
es que los peritos que intervengan en una secuela procesal, tengan garantizado 
el pago de su trabajo, sin que en ello medie el posible soborno o la necesidad 
de arrojar un dictamen tendencioso y carente de los fines elementales de la 
pmeba. 

Los peritos que se registrasen en las listas del tribunal deberán de 
cumplir con los requisitos que precisa la Ley Orgánica del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito f"cderal. Artículo 102 que nos dice que "para ser Perito 
se requiere ser ciudadano mexicano, gozar de buena reputación, tener 
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domicilio en el Distrito Federal, así como conocer la ciencia, arte u oficio 
sobre el que vaya a versar el peritaje y acreditar su pericia mediante examen 
que presentará ante un jurado que designe el Consejo de la Judicatura, con la 
cooperación de instituciones públicas o privadas que a juicio del propio 
Consejo cuenten con la capacidad para ello. La decisión del jurado será 
irrecurriblc". 

La propia ley en su artículo 103 nos dice que los peritajes que deban 
versar sobre materias relativas a profesiones, deberán encomendarse a 
personas autorizadas con lilulo, que deberán provenir de la lista de peritos, que 
en cada materia profesional, elaboran anualmente los colegios de 
Profesionistas y estar colegiados de acuerdo con la Ley reglamentaria de la 
materia, así mismo se considerarán las propuestas de Institutos de 
Investigación que reúnan tales requisitos. 

4.6.- EL PRINCIPIO DE LA LEGÍTIMA DEFENSA NO SE VIOLA 

El principio de la legítima defensa no se viola, puesto que las partes se 
siguen encontrando representadas cada una por un perito distinto. Los 
intereses y el fin del ofrecimiento de la pmcba se si¡,ri1en cumpliendo. 

La marcada diferencia se presenta, cuando se entiende que no se ignora 
la confianza de cada una de las partes hacia el perito que la representa; sino 
que se gana la del juzgador al momento de valorar la pmeba. Esto es asl, que 
lejos de enconlrarsc en espera cada parte para la designación de un perito, el 
juzgador le proporcionará uno de los que se encuentren en su lista de peritos y 
que cumplan con los requisitos que la Ley Orgánica del Tribunal Superior de 
Justicia establece. 

4.7.- DE LA JUNTA DE PERITOS 

La junla de Peritos, tiene como finalidad la de que el juzgador conozca 
de manera substancial las técnicas manejadas por cada uno de los peritos que 
rinden dictamen dentro de la secuela procesal. La necesidad de la junta de 
peritos surge cuando los dictámenes rendidos resultan substancialmente 
contradictorios, de tal modo que el juez considera que no es posible encontrar 
conclusiones que le aporten elementos de convicción respecto de la materia 
que se analiza; así también el dictamen rendido por el perito Tercero, no es del 
lodo substancial, ni claro. 
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En la actualidad la junta de peritos se realiza a petición de parte, en la 
que el juzgador requerirá a todos los peritos que han rendido dictamen, y 
notificando a las partes la fecha de la celebración de la audiencia en la que se 
llevará a cabo el desahogo de la .!1111/a ele Peritos; mediante la cual, en primera 
instancia la parte actora es la que procede a realizar los cuestionamientos 
respecto de las contradicciones encontradas en los dictámenes ofrecidos 
durante la secuela procesal; derecho que también le asistirá a su contraria. Los 
peritos exponen los elementos y procedimientos utilizados para arribar a la 
conclusión emitida, lo que deben de hacer de manera clara y a efecto de que 
las partes y el juzgador comprendan la conclusión a la que han llegado. 

Para el caso de que se persista la contradicción de las conclusiones 
arrojadas por los peritos, el juez tendrá la facultad de interrogar a los peritos, a 
fin de llegar a la verdad histórica buscada. 

Esta eventualidad procesal, para los fines de la propuesta del presente 
trabajo cumple con toda su finalidad, esto es, que la junta de peritos pcidrla 
llegar a ser requerida por las partes o por el juzgador, para llegar a la verdad 
histórica buscada. 

Octnl'O Época 
l""tm1cin: QUINTO TRl/JUNAI. COl.E<ilA/JO EN MATERIA CIVIi. /JE/. PRIMER 
ClllCUITO. 
Fuente: Se11umarit1 .l11tlicial 1/e la Fc1/erncid11 
fonw: VII, Abril tic 1991 
l'tl¡:i11n 121 

PRUEIJA PERICIAi- CASO EN QUE RESULTA 11\fPROCE/JENTE C/1'AR A QUIEN l..A 
ll/Nl>E PARA UNA JUNTA. El artlc11/ci 391 dL'I Crldi¡:ci de l'mcccltmfc/l/os Civiles para el 
/Ji.,·trilo F"deral c.\·tahlt•ci• que lo.\' peritos propuc.ftos por las partes contcnclicntc.\· pueden rendir 
sus dictámc•nL'.'i en.fi1rma t'.\'crlta 11 ora/11wnfl' t•11 ¡1rt•snu:ia ele las partes y ele/ tercero en discordia si 
lo lwhicr('; por tanto. en l'l prinwr prcxupw•sto, 110 '-'s necL'saria la pn•sc•ncia dt• los peritos en el 
_111zgmlo, tocia \'t'Z que .'ill "comparec:c•ncw" la rt•alizan mc.•diante .\'11 csc:rilo c.•n t'I <¡tu• rinch•n ,,.,, 
clktam"n rcspt•cti1·0; en c:amhio. cumulo l'I du:Jamcn ,,.,. rinde.• ele manera oral, oh\'lamc.•nte, es 
111di.'if'i'fl.\'Ohlc la f'l'l'.\'f'llCW de los pc.•r1to.,· ante la autoridad j11dicial; de ah/ que en la C'Sf'Cdc no 
proc<'thl•ra la cilanún dl' los ¡1erilo.\ a una cmchcm:ia. como lo'""""'('/ e1y11iciaclo. mas aún cuando 
d motn•o por l'I cual f'l'l'lcnc/Ja sc c11m·a lo.\' f'''nto.\·, sc.• .rn.,·tc•nta en la ohjccithr que' n•alizá c.•n contra 

d1• los f't'ritcuc.·s. /Jites la .finalidad dr llc.•\•ar a caho 1ma junta "" perito.\·, e'.\' para dilucidar la.\· 
contracln·c1111h'.\' qm• c.•xi.\·tmr entre lo.\· dictámt'llt',\' t•mitu/o.,· por los peritos pro¡nn•.o;fo.\' por cae/a una 
ele.• /ax partt•,,·, ¡1c•ro 110 ¡1ara t1Ir11111r i11cm~/'1rmulaclcs clc uno ele lo.\· o(t'renft•.\' ch• la c:itacla f'l'llt'ha, 
¡me.•.\' las oh1,•cw11cs </lil' al n•.,·¡1ccto .H' form11fr11 son mall'rltl de c.\·tmlw L'll la .H'ntc.·11cw ch:finil1w1. 

{}U/Nf'O 7111/lllNAI. C<ll.HilAl>O /,N /llA7F/UA <"IFl/. l>Hl. l'//IAIJ-:// <"/11('/l/TO. 



4.8.- UNIFIC/\ClÓN DE LOS CÓDIGOS PROCES/\LES. 

El presente tópico crearía un caos procesal en virtud de los tipos de 
sistemas procesales que se utilizan en nuestro sistema legislativo. Muestra de 
esto son las siguientes tesis. 

Q11i11tt1Époct1 
/11."tmrcia: .\'altt Auxiliar 
F11e11tr: ,\'emmwrio .lt11/icit1l tic la Fcclcrac:itJ11 
7'01110: <-:'\~Y 

P1I1:i11t1: H.ífJ 

PRUEltA PERICIA/. (MATERIA /lfERCAN77J,). A1111q11e el Cricll~a ele Comercio concecla al 
juz¡.:aclor ampllsimas facultaclt•s para graduar la eficacia tle la prueba c/c,• peritos, a ~.,·ta sólo puede 
atrihuir.H.' pleno valor probatorio si fin• prac:lfcacla gunrcláncln.H! todcu las fi1rma//clndc.'i legales, 
<'<11110 paree" dcsprc11clcrse de los artlc11los 12117 . .fracclá11 IV. 12119, inc/.w JI/, 1296. 1297 y clemá.r 
com/11ccnte.\' c.li.•/ mL•ncimwclo Cúcligo, ya qut• de tales pn·c:eptos ¡mc•cle extraerse el principio de que 
nmxuna probanza gozará e/,• pleno valor ele convlcciún si al practicar/a, s1..• i1~fringid alxrín 
rc.'qui.vilo h•galm<•nff. .. • <'·'·tahh•ciclo para s11 n•ct•pcián. /.a <'Xi¡!c.'ncia clt• que, f'Ora la prueba pericial, 
no ha.,·ta ,.¡ dictamen ch.• 1111 .wílo ¡1c•rilo, .\·ino q1w cl<•he recurrirse a Ja opinifín de varios expertos, 
crm.,·11111y<' ww ch• la.\' J!Orantlcu ele olyc.•tiviclad ele la mc.•ncionaela f'rllL'ha y c•s, de ordinario, 
pre:m¡11u•.,·to incli.,pcn.H1hlc.· para que su r<".Hlltaclo ¡111t•cla st•r útil al J11=xadnr. 

(!uinlfl Époc11 
/11.\'/n11cit1: Cuarta .\'alll 
Fuente: .\'emmwrio .ltulic:ial de la Fe1ler11d,J11 
fomo: J.X.\'X/ 
1'1i1:i11a: J(JHO 

l'RUEllA PERICIA/, ANTE VIS JUNTAS, NA rURAf,EZtl Y APRECIACION DE LA. fü 
notoriamentt' im•.rm.:to que l'I dictamen del perito tercero .rea la rinlca .fitenlc de derechos para 
clic/ar ,.¡ laudo, p1u•s si 11.tl .filrse, serla el perito y no la junta el encargado de dcclcllr sobre las 
cm•stiones c:rmtnwerticlas, /.as conclusionc.\' ele los perito.\' son elementos prohatorio.t que c¡11cdan 
.rnj<'fos a la apn·ciación ele las a11111ridaclcs cid trabajo. y tienen el \'Olor q11e les da el criterio 
cient(fico c¡111..• mp11..1/la.'i rxprcsan, .H'J.:IÍn su h•al ,,·ahc•r y t•ntc.•nclcr, <'11 la rama de cmwcimil'ntos en 
que se hayan c.,·¡1t•cializacla. A.,·I. los f1l'rilos ¡mcclen opinar xohri! d carácter prr~fcslonal d<• los 
riC.\'J!OS cll' tralu~¡o. cuando para l'llo .H' requieren .ms conocimit'nlo.\· e.\1Jt•ciales; fl<•ro no ¡mee/en 
sustituirse• L'tl la\· .fimcionl's Jll=J!aclora.\· c¡m• corrc•s1mnclt•n a la autoridad qm• los nomhrri. /'ara 
Cl/'T<'ciar la \'1'raciclml e iclmrciclad e/e• la.,· cl<•claraciom•s q11<' rmdcm lo.\· interesados s11j1•tos a 
r<'Ctmoc.:imh•nto. y consicl<·rar /'l"ohm/o.\· lo\ hecho.\· 1¡1u• é.,·tox .W\'f<'ngan. Hn otro.\· término.\', la 
f'rlll!ha l'''ncial f'lll'de tc·m•r el oh1cto c/1· n•.rnhicr. di' acm•rclo con lo.\· princ11Jio.\' de alJ!Ulla cic.•ncia o 
m·tc'. si clderminac/os lrC'clws dchidnmenl«' comprohaclos corrl'.\'f'm1Clt•n a cic.•rta catc¡..:orla cient[fica. 
o c/1• comprobar la <'Xtslt•nc:ia cll' c•sos ll<'cho.\', cumulo 11ara t.•llo .H' m•n•sila e/(' ctmocimh•ntos 
cs1u•cialc.\·: pl'ro nunca d d<.' dc.•c1c/1r en c1w1110 a la t'Xt.\"t<•ncia ele lrcdw.,· o cll' sit11acionL'.\' que 
puedan st•r demostrada.\· f'Ot· medios ordinarios. l'or lo que loca a la apn·ciacirín ele la 11rrwha 
pericial. clt•h<• dcdr.\·e quc• la l.c.•y ('1vil nmccclc a lo.\· jm•cc.·s la .fácultacl ele caNficar los elic:túmc.•nc•.\' 
f'Criciall'.\' (art/c:ulo 3.J.J cid ( .'ácliJ!o Fc.•c/1•ral clt• Proc<·,hmh•nto.\' Civiles). y xi tal i•s la lihc.•rtnd ele los 

JIU'C:<'.\' com1m<'S I'ª"ª e.\·flmar <'-"'1 prul'ha, mayor tit'l1l' <fil<.' ,\'l'r la ch• las m1toriclacll's ohn·ro 
f'<llronalc.\', cll' acuerdo nm l'I articulo 550 el<• la l.<'Y Federal e/('/ 1'rahcyú_ 



PREÁMBULO DE CONCLUSIONES 

La prúctica procesal en la actualidad requiere ele mayor certeza y 
eficacia, por lo tanto, nunca nos debemos de olvidar de los puntos plasmados 
en el dccúlogo del abogado, máxime en el que plasma la lealtad entre las 
partes y con la autoridad para la adecuada aplicación de la justicia. 

En estos tiempos, en los que la justicia procesal requiere de nuevos 
tecnicismos para la aplicación, ofrecimiento, desahogo y valoración de las 
pruebas en general, encontramos la necesidad de aportar nuestro grano de 
arena a tan afanosa misión. 

En mi corto proceso de preparación dentro del vasto mundo del 
derecho, he arribado a conclusiones en las que encontré grandes problemáticas 
dentro de los diversos medios de prueba, los cuales ha sido acertada y 
pretenciosamente subsanados por las tesis jurisprudcncialcs emitidas por 
nuestro máximo tribunal. 

Tocante a la prueba pericial, asunto tratado en el presente trabajo, 
procure tocar las problemáticas de mayonncnte presenciada en los tribunales 
del Distrito Federal y a la que todo abogado postulante se enfrenta; como lo es 
en dctenninados casos la inadecuada aplicación en el ofrecimiento de la 
prueba pericial y el uso indebido que se hace de tan noble medio ele prueba. 

Por experiencia personal, puedo hacer mención de asuntos en los cuales 
por virtud de un cmTccto y justo análisis de la pmeha pericial se ha podido 
arribar a la verdad histórica buscada y apegar el derecho a su exacta 
aplicación; verbigracia el juicio ejecutivo mercantil SAl?ABIA A. LUIS en 
cmllra ele J:'U,\'J:'O COl?IJOHA H., en el que del análisis del dictamen pericial 
en materia ele grafoscopía elaborado por el perito en criminalística de la parte 
demandada Doctor Nogucs, concluyo su estudio en cuanto al fondo de lo 
requerido en el juicio de merito, ampliando sus conclusiones hacia nnnbos no 
tocados por las partes y ciando teorías que ampliaron la visión del juzgador y 
de las partes para la debida interpretación del asunto, ayudando con ello a 
resolver justamente y aportando puntos substanciales al juzgador; ello como 
debe ele ser la participación de tocio perito dentro de una secuela procesal. 



CONCLUSIONES. 

1 .- La prueba pericial, en la actualidad tiene como finalidad la de ampliar la 
capacidad del juzgador para la comprensión de las cuestiones técnicas, en 
relación con los hechos controvertidos y que requieren el conocimiento 
técnico en una detenninada ciencia, arte u oficio. Esto considerando que los 
peritqjes rendidos aportasen realmente los elementos de convicción 
necesarios para que el juzgador adquiera un panorama idóneo al momento de 
resolver. 

2.- La prueba pericial ha encontrado en ciertos procesos la utilidad de lo que 
se ha denominado en la práctica "chicana", ello en virtud de que las partes en 
el proceso han malversado la finalidad de esta pmeba, ofreciéndola aún en los 
casos en los que visiblemente no es necesaria. Esto ha generado la penuria de 
alargar los juicios en circunstancias tan sencillas en las que. resultarfa 
innecesario el ofrecimiento de la pmeba pericial, provocando 1111 mayor costo 
procesal. 

3.- El ofrecimiento de la pmeba pericial encuentra vicios jurfdicos y 
tendenciosamente protectores a la parte oferente de la pmeba, en los cuales 
resalta el hecho de que si la contraria no designare perito, o el perito por ésta 
designado, no presentara el escrito de aceptación y protesta del cargo, dará 
como consecuencia que se tenga a ésta por confonne con el dictamen pericial 
que rinda el perito del oferente; caso contrario al del oferente, en el que el 
juzgado por cualesquiera de estas faltas, le designará un perito en rebeldía y el 
cual surge de la lista de peritos del 1i'il11111al Superior de .Justicia del /Jislrito 
Federal. 

4.- Problemáticas que surgen al encontrarse In inadecuada aplicación 
procesal respecto de la prueba pericial, al encontramos que se ha roto la 
imparcialidad buscada en esta prueba. Motivo por el que surge la propuesta 
que se ha planteado en el presente trabajo, encontrando la necesidad de 
motivar una manera más justa y expedita de realizar el ofrecimiento y 
desahogo de la pmeba pericial. 

5.- La necesidad de modificar los Artículos 346 y 347 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, surge al e11co11trar la 
disparidad en la aplicacirí11 jurídica del valor de las partes, y convierte el fin 
de estos artículos de justos a tendenciosos, esto es, que al resguardar los 
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derechos del ofrecimiento ele la prueba hacia el oferente deja al contrario en 
un plano de clcsigualdacl jurídica. 

6.- Motivo por los cuales el presente trabajo plantea como probable solución 
la modificación a los Artículos 346 y 347 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, en los ténninos propuestos a lo largo del 
mismo. Se resalta la necesidad de que el árgano judicial sea el encargado de 
la designac:ián de los peritos de cada una de las partes, así como del perito 
Tercero, por los motivos precisados en el presente trabajo. 

7 .- Surge la necesidad de 11uc regrese a la l'meha /'e ricial el sentido de 
imparcia/iclrul con <fU<' dehe d<' contar esta prueba y de igual manera recobrar 
la credibilidad de la misma. Esto podria ser alcanzado mediante la designación 
judicial ele los peritos que intervendnín en la secuela procesal, mismos que 
serian propuestos ele una lista que para tal efecto, seria asignada a cada cinco 
juzgados, en la que se encontrarían los elatos de los peritos designados. 

La designación ele los peritos sería equitativa y justa en cuanto a la 
carga /ahora/, puesto que la propuesta que se hace es la de la asignación del 
asunto en base a un turno. El turno clcbení ser manejado ele manera interna y 
siguiendo una fonna rotativa de la selección de peritos para cada asunto 
nuevo. 

La función que presentaría el manejo del tumo referido, sería la de 
evitar la preferencia del juzgador hacia alguno de los peritos encontrados en la 
lista, y con ello se crearla el control judicial y laboral de los peritos designados 
para el órgano jurisdiccional. 

Los honorarios de los peritos dcsi¡,,•nados, se fijarán en base al arancel 
que prevé el articulo 140 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 
del Distrito Federal. 

Artlc11fo /./O. Los peritos de fas diferentes e.1pecialidacles q11e pre.l'ta11 sus ser1•icios como 
c111 . ..:iliare.\· d<! la admi11istració11 dejuslicia, cohrarci11 C:<Jlrforme Cll arance/ si¡~uiente: 

/. E11 as1111tos rclacirmmlos con 1•a/11aci,;11, el 2.5 al millar cid 1•a/or e/e los hienes por 
\'a/uar,· 

//. f:11 t!XCÍ/111!11<'.\' ele Xl'<¡foscopia, elacti/oscopia ,l' ele Cl/a/c¡11il'I' of/'<I lérnica t!llll'l' $5110. 1111 y 
$/,11011.1111,y 



fil. F:11 /os 11<·~ocios de c111111tla im/C!ter111i1111cla, los p<'ritos cohrará11 hasta $5,0110.00, 
canliclad que se deten11i11arti por el ./11::).:ador, loma11clo en c11e11ta la 11at11ra/eza del negocio 
)' la comph:iiclml de la mal<'l'ia .mhre la que 1·e1:n! el peritaje. /Jicha calllidad se actualizará 
en términos de lo dispuesto por el último párrafo ele/ artlc:11/o anterior. 

8.- El desallo¡:o tle la prueba pericial propuesta no es del todo contradictoria 
con la fomia actual en que se lleva a cabo esta etapa procesal, ya que se 
seguiría cumpliendo con los plazos procesales seilalados por la ley vigente; 
resallaría el hecho de c¡ue el juzgador requeriría en menores ocasiones de los 
peritos terceros, puesto que el fin es que la verdad histórica buscada sea 
planteada de manera imparcial y lo más precisa posible por los peritos 
designados en primer lugar, la cual presentarán a través de las conclusiones 
plasmadas en su dictmncn. 

En la achmlidad la designación de los peritos hecha por las partes, en la 
mayoría de los casos, origina que el juzgador requiera de un Perito de su 
confianza (Tercero en Discordia), para alcanzar los elementos de convicción 
que lo lleven al conocimiento de la verdad histórica buscada. Ocasionando con 
ello un retraso en la secuela procesal, por lo que, si al ofrecerse la pmeba 
pericial el juzgador es quien desde un inicio designa a los peritos de las partes, 
estos tendrían la plena confianza del mismo, ya que contarían con las 
cualidades éticas que su cargo requiere. 

9.- Una pretensión de dificil alcance, que debe de ser tomada en cuenta por su 
trascendencia y que requiere de un estudio minucioso, lo es para que la 
presente propuesta de modificación a los Articulos 346 y 347 del Código de 
Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, es que el Tribunal contase con 
una partida especial del presupuesto otorgado por el Gobiemo del Distrito 
Federal. para el pago de los honorarios de los peritos Terceros en Discordia. 

1 O.- Se considera la necesidad de la modificación de los Artículos 346 y 347 
del Código de l'roccdimicntos Civiles para el Distrito Federal, en el sentido 
propuesto por el presente estudio de tesis, ya que con ello se lograría que no 
fuese imparcial ni tendenciosa la prueba pericial, así como que en la misma no 
se utilice medio procesal para el retardo del mismo Proceso. 

1 1.- Otro de los puntos a resaltar es el hecho que de esta manera los peritos sin 
presión alguna plasmarían en su dictamen todos y cada uno de los elementos 
necesarios para el juzgador. l lacicndo de esta manera par1icipc a la ley 
imparcial. si ser ellos los que cnúneamcntc pretendan resolver el asunto en lo 
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principal y se constriñan a concluir los puntos plasmados en los cuestionarios 
elaborados por las partes. 

12.- Es de importancia extrema. la necesidad de que todos los peritos que 
acudan al auxilio de la secuela procesal y del juzgador, además de tener 
conocimientos en la ciencia u arte que practiquen; tengan además 
conocimientos básicos de derecho en general. Esto ayudaría al juzgador a 
entender más técnicamente las conclusiones vertidas por el perito. 
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